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Dictamen        492/2026 
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 Hble. Sr.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 23 de junio de 2026, con 

carácter urgente, bajo la Presidencia de la 

Hble. Sra. D.ª Margarita Soler Sánchez, y con 

la asistencia de los señores y las señoras que 

al margen se expresan emitió, por 

unanimidad, el siguiente dictamen: 

 

 
 
 

 
 De conformidad con la comunicación de V.H., de 16 de junio de 2026 
(Registro de entrada del mismo día 16 de junio), el Pleno del Consell Jurídic 

Consultiu de la Comunitat Valenciana ha examinado el expediente remitido 
por la Conselleria de Economía, Hacienda y Administración Pública, en 

relación con el Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat 2026. 
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I 
ANTECEDENTES 

 
 

Primero.- El expediente remitido está integrado por los siguientes 
documentos: 

 

1. Resolución del subsecretario de la Conselleria de Hacienda y 
Economía, de 2 de junio de 2025, firmada por delegación del conseller, por la 

que se acuerda iniciar el expediente relativo a la elaboración del Anteproyecto 
de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de 
Organización de la Generalitat, como instrumento para la consecución de los 

objetivos de política económica del Consell 2026, encomendando su 
tramitación a la Subsecretaría de la Conselleria de Hacienda y Economía. 

 

2. Copia de los anuncios en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, 
justificativos de la información pública del Anteproyecto de Ley, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 133.2 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas. 

 
3. Copia de los informes de impacto en la infancia y la adolescencia 

emitidos, en distintas fechas, por parte de las consellerias, en relación con las 
propuestas de modificación formuladas por estas. 

 

4. Copia de los informes de impacto en la familia, emitidos igualmente 
en distintas fechas por las consellerias, en relación con las propuestas de 

modificación formuladas. 
 
5. Copia de los informes de impacto de género de las distintas 

consellerias acerca de sus propuestas de modificación. 
 
6. Memorias económicas de cada una de las propuestas de modificación 

de los departamentos del Consell, en las que se analiza la repercusión 
económica de la propuesta. Se ha incorporado el informe de la directora 

general de Presupuestos, sobre la repercusión económica del conjunto del 
Anteproyecto de Ley. 

 

7. Informes de huella de los grupos de interés en relación con las 
distintas propuestas que conforman el Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización 

Administrativa, con arreglo al artículo 18 de la Ley 25/2018, de 10 de 
diciembre, reguladora de la actividad de los grupos de interés y conforme al 

artículo 21.2 del Decreto 172/2021, por el que se desarrolla la citada Ley. 
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8. Informes de perspectiva rural sobre el despoblamiento y la equidad 
territorial, que exige el artículo 6.1 de la Ley 5/2023, de 13 de abril, integral 

de medidas contra el despoblamiento y por la equidad territorial de la 
Comunitat Valenciana. 

 
9. Informe de la Abogacía General de la Generalitat de cada propuesta, 

así como sobre el conjunto del Anteproyecto de Ley. 

 
10. Informe de la Dirección General de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones, favorable al conjunto de las distintas propuestas. 
 
11. Informe de la Subsecretaría de la Conselleria consultante. 

 
12. Certificación de la Secretaría del Consell, que acredita que en la 

reunión del Consell de 16 de junio de 2026 se adoptó el Acuerdo aprobatorio 

del Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 
Financiera, y de Organización de la Generalitat 2026, incorporado como 

anexo, así como la continuación de su tramitación, remitiendo el texto 
aprobado al Comité Econòmic i Social de la Comunitat Valenciana y a este 
Consell Jurídic Consultiu para su dictamen. 

 
13. Documentación correspondiente a las distintas propuestas 

formuladas por la Presidencia y el resto de consellerias, clasificadas de 
conformidad con cada uno de los tres títulos del anteproyecto. 

 

14. Escrito de la consellera de Economía, Hacienda y Administración 
Pública, de petición de dictamen al Consell Jurídic Consultiu, con carácter de 
urgencia (registro de entrada del día 16 de junio de 2026). 

 
15. Borrador del Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión 

Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat 2026, objeto 
del presente Dictamen. 

 

16. Obra en el expediente el oficio de petición de dictamen, de 16 de 
junio de 2026, dirigido al Comité Econòmic i Social. 
 

 
Segundo.- En fecha 22 de junio de 2026 tuvo entrada en el Registro de 

esta Institución el Dictamen emitido por el Comité Econòmic i Social. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES 

 
Primera.- Sobre el carácter de la consulta 
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La presente consulta resulta preceptiva, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 10.2 de la Ley 10/1994, de 19 de diciembre, de 

creación del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana, en virtud 
del cual, este Órgano consultivo debe ser consultado preceptivamente en 

relación con los anteproyectos de leyes, con excepción del anteproyecto de Ley 
de Presupuestos de la Generalitat. 
 

La petición de dictamen se ha efectuado con carácter urgente, de 
conformidad con el artículo 14.2 de la citada Ley 10/1994, mediante escrito 

de la Conselleria de Economía, Hacienda y Administración Pública, de 16 de 
junio de 2026, con registro de entrada en esta Institución del mismo día. 
 

Segunda.- Procedimiento de elaboración del Anteproyecto de Ley 
 

Teniendo en cuenta el contenido del Anteproyecto en el que se contienen 

medidas legislativas que afectan a distintas Consellerias que integran la 
Administración de la Generalitat, cada uno de los órganos superiores o 

directivos competentes por razón de la materia, han participado en el 
procedimiento de elaboración y tramitación del Anteproyecto, con arreglo a 
las siguientes normas reguladoras del procedimiento: el artículo 42 de la Ley 

5/1983, de 30 de diciembre, del Consell; el Decreto 24/2009, del 13 de 
febrero, del Consell, en lo que afecta a la forma, la estructura y el 

procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de la Generalitat, 
así como los artículos 14 a 16 de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de 
Participación Ciudadana y Fomento del Asociacionismo de la Comunitat 

Valenciana. 
 
Cabe significar que en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana núm. 

10310, de 25 de febrero de 2026, se publicó el Acuerdo del Consell de 20 de 
febrero de 2026, por el que se aprueba la Guía metodológica para la 

elaboración de la memoria de análisis de impacto normativo, y en cuyo 
apartado Segundo, se establece que la memoria se elaborará a través de la 
aplicación GVMAIN, que será de uso obligatorio, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 62.4 del Decreto 54/2025, de 15 de abril, del Consell, 
de simplificación administrativa y transformación digital. 

 
No obstante, los efectos del expresado Acuerdo del Consell se establecen 

a partir del día siguiente al de su publicación en el Diari Oficial de la 
Generalitat Valenciana, por lo que la elaboración de la MAIN, de forma 
obligatoria mediante la aplicación GVMAIN, dependerá de la fecha en que se 

haya adoptado la resolución de inicio del procedimiento de elaboración del 
Anteproyecto de Ley de medidas fiscales, de gestión administrativa y 
financiera, y de organización de la Generalitat 2026. 

 
Dado que el procedimiento de elaboración del Anteproyecto de Ley de 

medidas tuvo lugar por Resolución del Subsecretario de la Conselleria de 
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Hacienda y Economía, de 2 de junio de 2025, no resulta de aplicación al 
presente procedimiento la expresada memoria de análisis de impacto 

normativo. 
 

Por otro lado, teniendo en cuenta el carácter transversal del texto 
proyectado, su contenido responde a las diversas propuestas de modificación 
formuladas por el resto de las Consellerias competentes en las diversas 

materias cuya regulación se proyecta modificar con la aprobación del texto 
sometido a consulta. Han sido, por consiguiente, las respectivas Consellerias 

u órganos proponentes los que han aportado los informes justificativos, las 
memorias económicas y demás informes preceptivos (en materia de género, 
infancia, adolescencia y familia, etc.), relativos a sus diferentes propuestas. 

 
Como se ha realizado en los dictámenes precedentes, en el examen del 

cumplimiento de los distintos trámites que exige la elaboración de la norma 

proyectada, procede analizar, por separado, la tramitación seguida en cada 
Conselleria en relación con el Título I, sobre Medidas Fiscales, y la de los 

Títulos II y III, referidos, respectivamente, a las medidas administrativas y a 
las medidas de organización administrativa y reestructuración de los entes 
del sector público; así como la tramitación del conjunto del Anteproyecto de 

Ley. 
 

A) Tramitación de las propuestas normativas que integran el Título I del 
anteproyecto. 
 

El Capítulo I del Título I del Anteproyecto, dedicado a los Tributos 
propios, aborda en dos secciones la modificación de la Ley 20/2017, de 28 de 
diciembre, de la Generalitat, de tasas. 

 
El Capítulo II, relativo a los Tributos cedidos, modifica, en la Sección 

1ª, la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo 
autonómico del Impuesto sobre la Renta de la Personas físicas y restantes 
tributos cedidos. En la Sección 2ª modifica la Ley 5/2025, de 30 de mayo, de 

Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización 
de la Generalitat. 

 

 El Capítulo III contiene las modificaciones de la Ley 3/2020, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de 

Organización de la Generalitat 2021, en lo que se refiere al Impuesto Sobre 
Viviendas Vacías, así como de la Ley 2/1992, de 26 de marzo, del Gobierno 
Valenciano, de saneamiento de aguas residuales de la Comunitat Valenciana, 

así como de la Ley 1/1999, de 31 de marzo, de tarifas portuarias. 
 

En relación con la tramitación de las propuestas que conforman las 
secciones de los citados Capítulos I, II y III, se han incorporado al expediente 
los distintos informes preceptivos. 



 6 

 
En particular, respecto al Capítulo I, sobre tributos propios, se han 

incorporado las memorias de cálculo de las tasas, así como las propuestas de 
tasa de los departamentos del Consell afectados. La consulta previa y el 

trámite de información pública se han efectuado con ocasión de la tramitación 
conjunta del Anteproyecto de Ley. 

 

De igual modo, en relación con los Capítulos II y III, se han incorporado 
la Memoria económica y la Memoria Justificativa para cada artículo. Además, 

consta Informe de no realización del trámite de consulta previa respecto de 
determinadas propuestas (la modificación del artículo 14. Uno. b) de la Ley 
13/1997; la modificación de la letra c) del apartado 1 del artículo 45 y del 

título del artículo 48 de la Ley 2/1992, de 26 de marzo, del gobierno 
valenciano de saneamiento de aguas residuales y la modificación de la letra 
c) del apartado 3 del artículo 43 de la citada Ley 2/1992).  

  
Se han emitido, de forma conjunta, respecto de los Capítulos I, II, y III, 

del Título I, el Informe de necesidades Informáticas, el informe de impacto de 
Género, el Informe impacto en la infancia, familia y adolescencia, el Informe 
Huella, así como el Informe perspectiva Rural. 

 
Por otro lado, los Capítulos I, II y III de este Título han sido informados 

por la Abogada Coordinadora de la Conselleria de Economía, Hacienda y 
Administración Pública, en su informe, de 12 de junio de 2026, sobre el texto 
completo del anteproyecto, sin efectuar objeción jurídica ninguna. 

 
B) Tramitación de las distintas propuestas normativas que comprenden 

los Títulos II y III del anteproyecto. 

 
Por cuanto se refiere a la tramitación de las distintas propuestas 

normativas que comprenden los Títulos II y III, las respectivas Consellerias u 
órganos proponentes han efectuado la oportuna tramitación incorporando los 
trámites e informes siguientes: 

 
1. Documentación justificativa del cumplimiento de trámite de consulta 

previa o informe justificativo de su no necesidad, con arreglo a la excepción 

contenida en el artículo 14.2 de la Ley 4/2023, de participación ciudadana y 
fomento del asociacionismo, como sucede en relación con la propuesta 

referida a la Disposición Adicional Primera proyectada; a la Disposición 
adicional trigésima de la Ley 4/2021, de 12 de abril, de función pública; entre 
otras. 

 
2. Informe justificativo de la necesidad y oportunidad de su propuesta. 

 
3. Informe de repercusión Informática del órgano competente en 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, con arreglo al artículo 
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32.4.b) del Decreto 54/2025, de 15 de abril, del Consell, de simplificación 
administrativa y transformación digital. 

 
4. También se han incorporado al expediente las distintas memorias 

económicas, los informes de huella de grupos de interés, así como los 
informes de la Abogacía de la Generalitat emitidos singularmente respecto de 
las propuestas de modificación efectuadas por los órganos proponentes en 

cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 42.3, de la Ley del Consell y el 
artículo 5.2, a) de la Ley 10/2005, de 9 de diciembre de Asistencia Jurídica a 

la Generalitat. 
 

5. Asimismo, constan los informes de impacto de género y de impacto 

en la infancia y la adolescencia, así como los de impacto en la familia, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 22 quinquies de la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor y 6.3 de 

la Ley 12/2008, de 3 de julio, de la Generalitat, de Protección Integral de la 
infancia y la adolescencia de la Comunitat Valenciana, y con la disposición 

adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las 
Familias numerosas y artículo 6.3 de la Ley 12/2008, de 3 julio, de la 
Generalitat, citada.  

 
En relación con dichos informes sobre el impacto de género, en la 

familia y en la infancia y la adolescencia, como ya ha sostenido este Consell 
en dictámenes anteriores sobre proyectos normativos, tendrían que haber 
sido emitidos por los órganos de la Administración especializados y 

competentes en la materia del departamento o centro directivo que propone 
el anteproyecto de ley o proyecto normativo (Dictámenes 569/2016, 
773/2016 y 567/2021, entre otros). Así sucede, por ejemplo, en relación con 

las propuestas de modificaciones operadas en relación con la Ley 2/2011, de 
22 de marzo, del deporte y la actividad física de la Comunitat Valenciana y 

con la Ley 6/1998, de 22 de junio, de Ordenación Farmacéutica. 
 

6. Por otro lado, se ha incorporado el Informe de perspectiva rural sobre 

el despoblamiento y la equidad territorial, que exige el artículo 6.1 de la Ley 
5/2023, de 13 de abril, integral de medidas contra el despoblamiento y por la 
equidad territorial de la Comunitat Valenciana. 

 
 7. En relación con la modificación de la Ley 4/2021, de Función Pública 

Valenciana, consta certificación del jefe del Servicio de Relaciones Sindicales 
y Coordinación Institucional de la Dirección General de Función Pública, 
como secretario de la Mesa General de Negociación I, en la que consta que 

“En la reunión de la Mesa General de Negociación I celebrada el día 16 de junio 
de 2026, se ha tratado como primer punto del orden del día la modificación de 
Ley 4/2021, de 16 de abril…”. 
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 Consta igualmente certificación del citado jefe del Servicio de Relaciones 
Sindicales y Coordinación Institucional de la Dirección General de Función 

Pública, en la que se señala que en la misma sesión del día 16 de junio de 
2026, se trató, “como segundo punto del orden del día la disposición adicional 
primera de la Ley de medidas fiscales, de gestión administrativa y Financiera, 
y de organización de la Generalitat. Procedimiento de regularización del 
personal ocupante de los puestos de trabajo de naturaleza laboral procedentes 
del IVF”. 
 

 Asimismo, se ha incorporado al expediente certificación del jefe de 
Servicio de Negociación Colectiva, Retribuciones y Condiciones de Trabajo de 
la Conselleria de Sanidad, en la que se indica que el día 5 de septiembre de 

2025 se celebró la sesión de la Mesa Sectorial de Sanidad, en la que fue objeto 
de negociación colectiva la propuesta de modificación del Anexo IV de la Ley 

4/2021, de Función Pública, que supone la creación del cuerpo superior 
facultativo de salud pública. 
 

 8. En relación con la modificación de la Ley de Participación Ciudadana 
y Fomento del Asociacionismo de la Comunitat Valenciana se ha incorporado 

la certificación de la Comisión Mixta de Cooperación entre la Generalitat y la 
Federación Valenciana de Municipios y Provincias, celebrada en fecha 11 de 
junio de 2026, en la que se emitió informe favorable respecto a la citada 

modificación. 
 
 C) Por otro lado, en relación con los trámites referidos al conjunto del 

Anteproyecto de Ley, se ha de señalar que, con el fin de dar publicidad al 
anteproyecto de ley de medidas fiscales reseñado, el texto completo del 

anteproyecto de ley, con independencia de las informaciones públicas 
individualizadas, ha sido sometido a información pública, mediante anuncio 
publicado en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, n.º 10374, de 1 de 

junio de 2026, de conformidad con lo establecido en el artículo 43.1.c) de la 
Ley 5/1983, de 30 de diciembre, y en el artículo 52 del Decreto 24/2009, en 

relación con el artículo 133.2 de la Ley 39/2015, de procedimiento 
administrativo, y el artículo 14.4 de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de 
participación ciudadana. 

 
 Durante el citado trámite de información pública se presentaron, con 

arreglo al informe global sobre el trámite de audiencia, de 11 de junio de 2026, 
emitido por la Subsecretaria de la Conselleria de Economía, Hacienda y 
Administración Pública, “un total de 24 escritos de alegaciones, 15 por 
diversas entidades y 9 de ciudadanos. Asimismo, alguna conselleria de las 
proponentes ha remitido escrito con el fin de corregir erratas al texto publicado”. 
A continuación, se relacionan en el citado informe las alegaciones con 
indicación del nombre de la entidad, así como el artículo/disposición del 
anteproyecto de la Ley de medidas que es objeto de la alegación, y su 

estimación o rechazo. 
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 Consta Informe, de 12 de junio de 2026, de la Abogada Coordinadora 

de la Conselleria de Economía, Hacienda y Administración Pública sobre el 
texto completo del anteproyecto. 

 
 Por otra parte, la Dirección General de Presupuestos ha informado el 
12 de junio de 2026, desde dicha perspectiva global, el Anteproyecto de Ley, 

cumplimentando así el trámite previsto en el artículo 26.1 de la Ley 1/2015, 
de 6 de febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del Sector Público 

Instrumental y de Subvenciones. En dicho Informe se señala que “De acuerdo 
con las memorias económicas que acompañan a las respectivas propuestas, en 
ninguno de los supuestos las propuestas tendrán incidencia en el estado de 
gastos de la Generalitat. 
 

(…) El resto de las disposiciones, transitorias, derogatoria y finales, ni 
formal ni materialmente inciden en el ámbito competencial de esta dirección 
general. 

 
 De acuerdo con todo lo anterior, este centro directivo emite informe 
favorable del anteproyecto de Ley de medidas fiscales, de gestión 
administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat para 2026, a 
los efectos de lo establecido en el artículo 26.1 de la Ley 1/2015, de 6 de 
febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental 
y de Subvenciones”. 
 

Consta informe, de 12 de junio de 2026, sobre la globalidad del 
Anteproyecto de Ley emitido por el director general de Tecnologías de la 

Información y Comunicaciones, en sentido favorable respecto de cada una de 
las modificaciones propuestas. 
 

 Se ha emitido informe, de 16 de junio de 2026, de la Subsecretaría de 
la Conselleria consultante, conforme prevén los artículos 42.3 y 69 de la Ley 
5/1983, de 30 de diciembre. 

 
Respecto al resto de informes, dada la singularidad del Anteproyecto de 

Ley objeto de dictamen que recoge las distintas propuestas de modificaciones 
legislativas que afectan a diferentes departamentos del Consell, cada uno de 
ellos ha participado en el procedimiento de elaboración y tramitación de la 

norma proyectada, incorporando al expediente remitido los respectivos 
informes de impacto de género, de impacto sobre la infancia, la adolescencia 
y la familia, el informe de perspectiva rural sobre el despoblamiento y la 

equidad territorial, el informe de huella de los grupos de interés y restantes 
informes preceptivos según la materia, o justificando su no emisión, sin que 

se estime, por tanto, necesario la emisión de nuevos informes globales sobre 
tales aspectos que, en rigor, corresponden a cada departamento proponente 
de la modificación. 
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 Obra certificación de la Secretaria del Consell que acredita que, en la 

reunión del Consell, de 16 de junio de 2026, se adoptó el Acuerdo aprobatorio 
del Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 

Financiera, y de Organización de la Generalitat incorporado como anexo, así 
como la continuación de su tramitación, remitiendo el texto aprobado al 
Comité Econòmic i Social de la Comunitat Valenciana y a este Consell Jurídic 

Consultiu para su dictamen. 
 

En fecha 22 de junio de 2026 fue remitido a este Consell el dictamen 
emitido por el Comité Econònic i Social 
  

 Tercera.- Estructura y contenido 
 
 El Anteproyecto de Ley, objeto de dictamen, consta de una parte 

expositiva y una dispositiva integrada por ciento dieciséis artículos, seis 
disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición 

derogatoria única y dos finales. 
 

El texto del Anteproyecto se acompaña de un índice y se estructura en 

su parte dispositiva, con arreglo a los siguientes títulos y capítulos, que 
responden en el Título I a la diferenciación entre tributos cedidos y propios; 

en el Título II a las modificaciones legislativas en materias de la competencia 
de las distintas Consellerias; y en el Título III, a las medidas de organización 
administrativa y de reestructuración de entes del sector público instrumental 

de la Generalitat. 
 

La estructura de la parte dispositiva del proyecto es la siguiente: 

 
TÍTULO I. MEDIDAS FISCALES. 

 

− Capítulo I. Tributos propios (artículos 1 a 16). 
 

− Capítulo II. Tributos cedidos (artículos 17 a 23). 
 

− Capítulo III. Otros Tributos propios (artículos 24 a 27). 
 
TÍTULO II. MEDIDAS ADMINISTRATIVAS. 
 

− Capítulo I. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Vicepresidencia Primera y Conselleria de Vivienda, Empleo, Juventud e 

Igualdad (artículos 28 a 36). 
 

− Capítulo II. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Vicepresidencia Segunda y Conselleria de Presidencia (artículos 37 a 

40). 
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− Capítulo III. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Conselleria de Economía, Hacienda, y Administración Pública (artículos 
41 a 67). 

 

− Capítulo IV. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Conselleria de Sanidad (artículos 68 a 88). 

 

− Capítulo V. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Conselleria de Servicios Sociales, Familia e Infancia (artículos 89 a 92). 

 

− Capítulo VI. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Conselleria de Educación, Cultura, y Universidades (artículo 93). 

 

− -Capítulo VII. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca (artículos 94 a 
109). 

 

− Capítulo VIII. Modificaciones legislativas en materias competencia de la 
Conselleria de Justicia, Transparencia y Participación (artículos 110 a 
114). 

 
TÍTULO III. MEDIDAS DE ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA Y DE 
REESTRUCTURACIÓN DE ENTES DEL SECTOR PÚBLICO INSTRUMENTAL 

DE LA GENERALITAT. 
 

− Capítulo I. Medidas organizativas relativas a entes y órganos adscritos 
a la Conselleria de Economía, Hacienda, y Administración Pública 

(artículo 115). 
 

− Capítulo II. Medidas organizativas relativas a entes y órganos adscritos 
a la Conselleria de Agricultura, Agua, Ganadería y Pesca (artículo 116). 

 

La parte final está integrada por: 
 

− Seis disposiciones adicionales. 

− Dos disposiciones transitorias. 

− Una disposición derogatoria única. 

− Dos disposiciones finales. 
 

Cuarta.- Marco normativo 

 
El Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa 

y Financiera, y de Organización de la Generalitat Valenciana, sometido a 
consulta, tiene por objeto la modificación de las siguientes disposiciones 
legales o reglamentarias: 
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 - Ley 20/2017, de 28 de diciembre, de la Generalitat, de Tasas. 

 
 - Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo 

autonómico del Impuesto sobre la Renta de la Personas físicas y restantes 
tributos cedidos. 
 

 - Ley 5/2025, de 30 de mayo, de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat. 

 
 - Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat. 

 
 - Ley 2/1992, de 26 de marzo, de la Generalitat, de saneamiento de las 
aguas residuales de la Comunidad Valenciana.  

 
 - Texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, 

aprobado por Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell. 
  
 - Decreto 180/2024, de 10 de diciembre del Consell, por el que se 

aprueba el régimen jurídico de las viviendas de protección pública de la 
Comunitat Valenciana. 

 
 - Ley 21/2018, de 6 de octubre, de Mancomunidades de la Comunitat 
Valenciana. 

  
 - Ley 2/2022, de 22 de julio, de ordenación del ejercicio de las 
profesiones del deporte y la actividad física en la Comunitat Valenciana. 

  
 - Ley 2/2011, de 22 de marzo, del deporte y la actividad física de la 

Comunitat Valenciana. 
 
 - Ley 1/2015, de 6 de febrero, de Hacienda Pública, del Sector Público 

Instrumental y de Subvenciones. 
 
 - Texto refundido de la Ley de regulación de la actuación financiera de 

las cooperativas con sección de crédito en la Comunitat Valenciana, aprobado 
por el Decreto legislativo 1/2015 de 10 de abril, del Consell. 

 
 - Ley 4/2021, de 16 de abril, de la función pública valenciana. 
 

 - Ley 6/1998, de 22 de junio, de Ordenación Farmacéutica de la 
Comunidad Valenciana. 

 
 - Ley 10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat 
Valenciana. 
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 - Ley 3/2019, de 18 de febrero, de Servicios Sociales Inclusivos de la 

Comunitat Valenciana. 
 

 - Ley 20/2018, de 25 de julio, de Mecenazgo Cultural, Científico y 
Deportivo no profesional en la Comunitat Valenciana. 
  

 - Ley 2/2023, de 13 de marzo de Protección, Bienestar y Tenencia de 
animales de compañía y otras medidas de bienestar animal. 

 
 - Ley 5/2019, de 28 de febrero, de estructuras agrarias de la Comunitat 
Valenciana. 

 
 - Ley 6/2003, de 4 de marzo, de ganadería de la Comunidad Valenciana. 
 

 - Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de participación 
ciudadana y fomento del asociacionismo de la Comunitat Valenciana. 

 
 - Modificación de la letra a) del apartado 1 del artículo 104 de la Ley 
27/2018, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa 

y Financiera, y de organización de la Generalitat para el año 2019, en cuanto 
al objeto social de la mercantil X…, SAU. 

 
 - Modificación del artículo 5 de la Ley 4/1991, de 13 de marzo, de 
Creación como Entidad Autónoma de la Generalidad Valenciana, del Instituto 

Valenciano de Investigaciones Agrarias (IVIA), en cuanto al consejo rector de 
dicho organismo. 
 

 La Generalitat Valenciana es competente para la tramitación y 
aprobación del texto remitido por tener, entre otros, los siguientes títulos 

competenciales: 
 

1.- Con referencia a las Tasas (Capítulo I del Título I del Anteproyecto), 

el artículo 156.3 de la Constitución Española dispone que “las Comunidades 
Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de 
sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la hacienda 
estatal y de solidaridad entre todos los españoles”. El artículo 157 de la citada 
norma fundamental menciona entre los recursos económicos de las 

Comunidades Autónomas a las tasas, disponiéndose que mediante Ley 
Orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras. En 

cumplimiento del mandato constitucional, la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 
septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, modificada 
parcialmente por la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, permite que 

aquéllas puedan establecer tasas por la utilización del dominio público, así 
como por la prestación de servicios públicos o la realización de actividades de 

su competencia, en régimen de Derecho público, que se refieran, afecten o 
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beneficien de modo particular a los sujetos pasivos, cuando concurran las 
circunstancias que específicamente se determinan. 

 
De esta forma, la modificación de la Ley 20/2017, de 28 de diciembre, 

de la Generalitat, supone el ejercicio de las competencias normativas 
asumidas por la Generalitat en relación con los tributos propios. 
 

2.- La competencia de la Generalitat Valenciana en relación con la 
regulación del tramo autonómico del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas y demás tributos cedidos (Capítulo II del Título I del Anteproyecto) le 
viene dada por el artículo 73 de su Estatut d’Autonomia, que recoge los 
tributos cedidos, así como por la citada Ley Orgánica 8/1980 de 22 de 

septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y por la Ley 
22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común. 

 
En ejercicio de la competencia autonómica en materia de impuestos 

cedidos se aprobó la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, cuya modificación 
ahora se proyecta. 
 

3.- La competencia de la Generalitat para las modificaciones 
propuestas, en el Capítulo III, del Título I, a la Ley 3/2020, de 30 de diciembre, 

de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de 
organización de la Generalitat 2021, en lo que se refiere al impuesto sobre 
viviendas vacías, así como a la Ley 2/1992, de 26 de marzo, de saneamiento 

de aguas residuales de la Comunidad Valenciana, se fundamentan en la 
competencia en materia de tributos propios, con arreglo a los artículos 133.2, 
156.1 y 157.1 de la CE y 72 del Estatut d’Autonomia. 

 
4.- Las modificaciones que se incorporan en el Capítulo I del Título II se 

fundamentan en los títulos competenciales establecidos en el artículo 49.19ª 
y 21.ª del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana, sobre vivienda 
y cooperativas, respectivamente.  

 
5.- Por cuanto afecta al Capítulo II del Título II, la Generalitat tiene 

competencia en virtud del artículo 49. 1, apartados 8ª, 28ª, del Estatut 

d’Autonomia, en materia de régimen local, ordenación del ejercicio de las 
profesiones del deporte y de la actividad física de la Comunitat Valenciana. 

 
 6.- En relación con las modificaciones que se incorporan al Capítulo III 
del mismo Título II, el artículo 52.1 del Estatut d’Autonomia de la Comunitat 

Valenciana establece que, de acuerdo con las bases y la ordenación de la 
actividad económica general y en los términos que disponen los artículos 131 

y el número 13 del apartado 1) del artículo 149 de la Constitución Española, 
la Generalitat ostenta la competencia exclusiva en el Sector Público 
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Económico de la Generalitat, regulándose en su Título IX todas las cuestiones 
relativas a la Economía y Hacienda en el ámbito de la Comunitat. 

 
 Además, el artículo 50.1 del Estatut establece que, en el marco de la 

legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma 
establezca, corresponde a la Generalitat el desarrollo legislativo y la ejecución 
del “Régimen jurídico y sistema de responsabilidad de la administración de la 
Generalitat y de los entes públicos dependientes de ésta, así como el régimen 
estatutario de sus funcionarios”. 

 
 7.- Respecto a las modificaciones que integran el Capítulo IV del Título 
II, la competencia se fundamenta en el artículo 49.1, 6ª del Estatut que 

atribuye a la Generalitat la competencia en materia de ordenación 
farmacéutica de la Comunitat Valenciana, así como en el artículo 49.1.11ª, 

49.3.1ª y 54 del Estatut, en materia de salud.  
 
 Es de significar que, en relación con la competencia relativa a la 

“ordenación farmacéutica”, el Tribunal Constitucional mantuvo, en la STC 
32/1983, de 28 abril, FJ3º, que “La competencia comunitaria de ordenación 
farmacéutica (…) debe entenderse referida a la ordenación de los 
establecimientos de venta al público de productos farmacéuticos”. Igualmente, 

el Consejo de Estado en su Dictamen 888/1995, de 16 de junio, afirmó que 
“la <ordenación farmacéutica> incluye, por su propio concepto, tanto los 
aspectos materiales o sustantivos como los formales o de procedimiento” de las 

oficinas de farmacia. Además, la ordenación farmacéutica constituye una 
materia que debe diferenciarse de la de “productos farmacéuticos”, tal y como 

señaló la STC 152/2003, de 17 de julio, FJ7º. 
 
 Por otro lado, el concepto de “ordenación farmacéutica” no aparece 

recogido en los preceptos relativos a la distribución de competencias entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas, esto es, en los artículos 148 y 149 de 

la Constitución Española (CE). A pesar de ello, no hay dudas de que esta 
materia presenta relación con la materia “sanidad”, en tanto que la 
ordenación farmacéutica supone la regulación de la prestación de un servicio 

de índole sanitaria, entendido éste como como aquel servicio orientado al 
cuidado de la salud de las personas. Así se ha pronunciado, entre otras, la 

STC 109/2003, de 5 de julio, FJ13º, al definir a las farmacias como 
“establecimientos sanitarios privados de interés público”. Igualmente, la STSJ 

de la Comunidad Valenciana (Sala de lo Contencioso) de 8 de mayo de 2000 
(núm. rec. 2618/1997), FJ3º, afirmó que “en la medida que la ordenación de 
las oficinas de farmacia es cuestión referente a la prestación del servicio 
sanitario y, en definitiva, a la sanidad, debe afirmarse la competencia del 
Estado para establecer su normativa básica”.  

 
También el Consejo de Estado se ha pronunciado en un sentido similar 

en su Dictamen 531/1995, de 29 de junio, al señalar que “La Ordenación 
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Farmacéutica, considerada como un instrumento más de la política sanitaria, 
constituye una subespecie de la Ordenación de la Sanidad, incluida dentro de 
la planificación sanitaria, al ser las oficinas de farmacia establecimientos 
sanitarios, así considerados en el artículo 97 de la Ley 25/1990, de 20 de 
diciembre, del Medicamento, por lo que parece lógico que estos centros se 
incluyan dentro del marco de planificación y coordinación que la Ley General 
de Sanidad y la del Medicamento establecen para los grandes centros 
sanitarios asistenciales”. 
 

 8.- En relación con la regulación prevista en el Capítulo V del Título II, 
la Generalitat ostenta competencia de servicios sociales, ex artículo 49.1 del 
Estatut. 

 
 9.- Respecto de la regulación contenida en el Capítulo VI del Título II, 
la Generalitat tiene competencia en virtud del artículo 49.1.4.ª, 5.ª, 7ª y 28ª 

del Estatut.  
 

10.- El título competencial que ampara la regulación del Capítulo VII 
del Título II se encuentra en el artículo 49.1. 13ª, 16ª y 23ª del Estatut 
d’Autonomia de la Comunitat Valenciana, en materia de animales, 

estructuras agrarias y ganadería. 
  

11.- La regulación referida al Capítulo VIII del Título II del Anteproyecto 
de Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 9.4 del Estatuto de 
Autonomía de la Comunitat Valenciana, relativo al derecho que ostentan 

todos los valencianos a participar de forma individual, o colectiva, en la vida 
política, económica, cultural y social de la Comunitat Valenciana.  
. 

12.- Por cuanto se refiere a las modificaciones objeto del Título III, 
referido a las medidas organizativas relativas a los entes del sector público 

adscritos a distintas Consellerias, la competencia de la Generalitat se 
fundamenta en el artículo 49.1.1ª del Estatut d’Autonomia. 
 

 13.- Respecto al contenido de la Disposiciones adicionales primera, 
tercera y cuarta, la Generalitat tiene competencias en materia de personal en 
los términos establecidos en el artículo 49.1 del Estatuto y la legislación 

básica en esta materia. 
 

 14.- Respecto al contenido de la Disposición Transitoria primera, la 
Generalitat tiene competencias en materia tasas con arreglo a los artículos 
156 y 157 de la CE. 

 
 15.- En cuanto a las Disposiciones Adicionales quinta y sexta, la 

competencia de la Generalitat para declarar la urgente ocupación de 
determinados bienes y derechos afectos por la expropiación se encuentra 
reconocida en el artículo 50.2 del Estatut d’Autonomia. 
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 Quinta.- Observación de carácter general al instrumento de la 

denominada “ley de acompañamiento” 
 

 Con carácter previo al examen del articulado del Anteproyecto de Ley 
de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de 
Organización de la Generalitat para el ejercicio 2026, procede formular una 

consideración general acerca de la técnica legislativa empleada y de la 
naturaleza de este tipo de disposiciones normativas. 

 
 El texto sometido a dictamen se incardina en la categoría de las 
denominadas «Leyes de Medidas» o «Leyes de Acompañamiento», cuya 

aparición en el ordenamiento jurídico español encuentra su origen en la 
doctrina constitucional relativa a la delimitación material del contenido de las 
leyes presupuestarias. En particular, la Sentencia del Tribunal Constitucional 

76/1992, de 14 de mayo, fijó los límites constitucionales del contenido 
eventual de la Ley de Presupuestos, dando lugar a la utilización de leyes 

ordinarias paralelas destinadas a incorporar reformas normativas vinculadas, 
de forma más o menos directa, a la ejecución de la política económica y 
presupuestaria del gobierno correspondiente. 

 
 Este Consell Jurídic Consultiu ha venido pronunciándose 

reiteradamente sobre esta técnica legislativa en numerosos dictámenes, entre 
otros los Dictámenes 447/2001, 683/2017, 681/2018, 600/2019 y 
452/2024, poniendo de manifiesto las dificultades que plantea la 

incorporación en un único texto legal de modificaciones normativas 
heterogéneas que afectan a sectores materiales muy diversos del 
ordenamiento jurídico. 

 
 Ciertamente, la jurisprudencia constitucional ha afirmado que la mera 

heterogeneidad material de una ley no determina por sí sola su 
inconstitucionalidad. Así lo han declarado, entre otras, las SSTC 136/2011, 
176/2011, 209/2012, 120/2014 y 84/2015. No obstante, ello no excluye la 

necesidad de examinar en cada caso si la amplitud y diversidad de materias 
reguladas resulta compatible con las exigencias derivadas de los principios de 
seguridad jurídica, transparencia normativa y buena regulación proclamados 

por el artículo 9.3 de la Constitución y por el artículo 129 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre. 

 
 La seguridad jurídica exige que el ordenamiento sea accesible, 
previsible y suficientemente claro para sus destinatarios. En este sentido, el 

Tribunal Constitucional ha declarado que dicho principio comporta la certeza 
sobre el Derecho aplicable y la previsibilidad razonable de la actuación de los 

poderes públicos, evitando situaciones de confusión normativa que impidan 
conocer con claridad las consecuencias jurídicas derivadas de las normas 
(SSTC 46/1990, 36/1991, 96/2002 y 84/2015). 
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 Desde esta perspectiva, la acumulación en una misma disposición legal 

de modificaciones relativas a materias tan diversas como vivienda, 
mancomunidades, función pública, sanidad, servicios sociales, agricultura, 

ganadería, bienestar animal, participación ciudadana o sector público 
instrumental puede dificultar la identificación sistemática del régimen 
jurídico aplicable y exigir a los operadores jurídicos y a la ciudadanía un 

esfuerzo interpretativo especialmente intenso, no siempre razonablemente 
exigible. Así se desprende del propio contenido del Anteproyecto de Ley para 

2026, cuyo Título II incorpora reformas legislativas de muy diversa naturaleza 
material, algunas de ellas carentes de una conexión inmediata o directa con 
la ejecución presupuestaria o con la política económica de la Generalitat. 

 
 Por ello, este Consell reitera nuevamente la conveniencia de acudir, 
cuando la naturaleza y entidad de las modificaciones lo aconsejen, a 

iniciativas legislativas específicas dotadas de unidad material y sustantiva 
propia, favoreciendo así una mayor calidad normativa, una mejor 

sistematización del ordenamiento y un reforzamiento efectivo del principio de 
seguridad jurídica. 
 

Las leyes de medidas, en cuanto leyes ordinarias, deben responder 
igualmente a exigencias de coherencia interna, sistematicidad y adecuada 

delimitación de su objeto. Su utilización no debería conducir a la 
configuración de normas de contenido potencialmente ilimitado, susceptibles 
de introducir modificaciones en cualesquiera sectores del ordenamiento sin 

una conexión funcional suficientemente intensa con los objetivos 
presupuestarios o económicos perseguidos. 
 

 Dicho cuanto antecede, y tras el examen del anteproyecto remitido, se 
observa que determinadas previsiones del Título I, especialmente las relativas 

a tributos propios y cedidos, así como las medidas organizativas del Título III 
referidas al sector público instrumental, presentan una conexión más directa 
con la planificación económica y financiera de la Generalitat. Sin embargo, 

otras reformas incorporadas en el Título II afectan a ámbitos sectoriales 
autónomos —como vivienda, deporte, función pública, sanidad, servicios 
sociales, agricultura, bienestar animal o participación ciudadana— cuya 

regulación, atendida su relevancia y alcance material, hubiera podido 
articularse mediante proyectos legislativos específicos e independientes. 

 
 Especial consideración merece la modificación de normas estructurales 
del ordenamiento autonómico valenciano, tales como la Ley de Función 

Pública Valenciana, la Ley de Servicios Sociales Inclusivos, la normativa sobre 
participación ciudadana o la legislación sectorial en materia agraria y de 

bienestar animal. La amplitud y trascendencia de algunas de estas reformas 
aconsejarían su tramitación autónoma, permitiendo un debate parlamentario 
singularizado y una mayor participación de los sectores afectados. 
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 En consecuencia, este Consell considera oportuno reiterar las 

observaciones formuladas en ejercicios anteriores acerca del recurso 
continuado a las leyes de medidas como instrumento legislativo de carácter 

general, subrayando la conveniencia de reforzar la calidad normativa y la 
seguridad jurídica mediante una mayor especialización y homogeneidad 
material de las iniciativas legislativas promovidas por la Generalitat. 

 
 Sexta.- Observaciones al articulado del Anteproyecto de Ley 

 
Observación general sobre la numeración de los artículos y la 

concordancia entre las versiones lingüísticas del anteproyecto 

 
Con carácter previo, procede poner de manifiesto la existencia de una 

discrepancia entre las versiones en castellano y valenciano del anteproyecto 

sometido a dictamen en lo que respecta a la numeración de su articulado. 
 

Así, del examen comparado de ambas versiones se desprende que la 
versión en valenciano presenta un error material en la secuencia numérica de 
los artículos, al producirse un salto en la numeración desde el artículo 36 al 

artículo 38, sin que figure artículo 37 alguno. Por el contrario, en la versión 
en castellano, aun cuando uno de los preceptos aparece identificado 

provisionalmente como «Artículo XX», no se aprecia la omisión de ningún 
ordinal en la secuencia numérica del articulado, manteniéndose una 
enumeración correlativa de los preceptos. 

 
Esta divergencia entre ambas versiones lingüísticas resulta relevante 

desde la perspectiva de los principios de certeza normativa y correcta 

identificación de los preceptos objeto de modificación, en la medida en que 
puede generar dificultades tanto en la tramitación parlamentaria del texto 

como en la localización e interpretación de las observaciones formuladas 
durante el procedimiento de elaboración normativa. 

 

En consecuencia, se considera necesario proceder a la revisión y 
corrección de la numeración del articulado, a fin de garantizar la plena 
concordancia entre las versiones en castellano y valenciano del anteproyecto, 

determinando expresamente cuál es la numeración definitiva de los preceptos 
afectados y subsanando las discordancias detectadas. 

 
Asimismo, debe dejarse constancia de que el presente dictamen se ha 

elaborado tomando como referencia la versión en castellano del anteproyecto, 

por ser la que presenta una secuencia numérica completa y correlativa de los 
artículos, sin perjuicio de la necesidad de corregir la identificación provisional 

del denominado «Artículo XX» (que aparece en ambas versiones del 
anteproyecto de ley). En consecuencia, la subsanación de las discrepancias 
existentes entre ambas versiones lingüísticas deberá ser igualmente tenida en 
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cuenta al tiempo de interpretar, localizar y atender las observaciones 
formuladas en el presente dictamen, a fin de asegurar su correcta 

correspondencia con los preceptos finalmente numerados en el texto 
definitivo. 

 
A la Exposición de Motivos 

 

 La parte expositiva del Anteproyecto de Ley se limita, con arreglo a lo 
establecido en el artículo 11 del Decreto 24/2009, sobre la forma y la 

estructura de los proyectos normativos, a establecer los motivos que han dado 
lugar a la elaboración de la norma proyectada, así como los objetivos y 
finalidades. Recoge las competencias en cuyo ejercicio se dicta, así como las 

líneas generales de su contenido. 
 
 En relación con esta parte, en el apartado II se señala que “La Ley 
responde a los principios de buena regulación de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, de 
conformidad con el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (…)”. 
 

 Debe tenerse en cuenta que el fundamento legal de la incorporación de 
los principios de buena regulación en relación con la iniciativa legislativa lo 

constituye no el artículo 129 de la Ley 39/2015, sino el artículo 59 de la Ley 
1/2022, de Transparencia y Buen Gobierno de la Generalitat, que dispone 
que “El Consell debe ejercer la iniciativa legislativa… de forma que las normas 
cumplan los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia y eficiencia propios de la buena regulación, y que el 
proceso de su elaboración sea transparente y participativo (…)”. El citado 
artículo 129 de la Ley 39/2015 no constituye legislación básica en relación 
con las expresadas iniciativas legislativas (sí respecto de las disposiciones 

administrativas de carácter general), tal como el Tribunal Constitucional 
mantuvo en su Sentencia 55/2018; por lo que debe sustituirse la cita del 

artículo 129 de la Ley 39/2015, por la del referido artículo 50 de la Ley 
1/2022. 
 

 TÍTULO I. MEDIDAS FISCALES 
 

CAPÍTULO I. TRIBUTOS PROPIOS 
  

Sección Única. Modificación de la Ley 20/2017, de 28 de diciembre, 

de la Generalitat, de tasas. 
 
Al artículo 1. Se introduce un nuevo concepto exento en el artículo 

14.1-2 del Capítulo I, relativo a la tasa en materia de enseñanzas 
artísticas superiores, del Título XIV, de la Ley 20/2017, de 28 de 

diciembre, de tasas 
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La modificación proyectada amplía la exención prevista en la letra e) del 

artículo 14.1-2 a quienes hayan obtenido el premio al rendimiento académico 
de las Enseñanzas Profesionales de Música o de Danza. Esta medida responde 

a la finalidad de fomento de la excelencia académica en el ámbito de las 
enseñanzas artísticas y resulta coherente con la naturaleza de los estudios 
regulados en el citado capítulo, por lo que no se formula ninguna objeción. 

 
Al artículo 2. Se introducen nuevos conceptos en el artículo 14.5-5 

regulado en el Capítulo V del Título XIV, relativo a la Tasa por servicios 
administrativos en materia de educación no universitaria, regulado en el 
Capítulo V del Título XIV 

 
La modificación incorpora nuevos hechos imponibles y actualiza la cuota 

de diversos servicios administrativos en materia educativa, especialmente en 

relación con enseñanzas deportivas, formación profesional y expedición de 
títulos y certificados académicos. 

 
La medida resulta jurídicamente viable, al respetar el principio de reserva 

de ley tributaria y adecuarse a la evolución del sistema educativo derivada de 

la normativa estatal. Además, de conformidad con el principio de equivalencia 
propio de las tasas, consta memoria económica sobre el cálculo de la tasa. 

 
Al artículo 3. Se modifica el Título XVI “tasas en materia de 

espectáculos” de la Ley 20/2017, de 28 de diciembre, de tasas 

 
La propuesta crea nuevas tasas relativas al servicio específico de 

admisión y a la inscripción en el Registro de Organismos de Certificación 

Administrativa, regulando de forma completa el hecho imponible, el devengo, 
los sujetos pasivos y las cuotas tributarias. 

 
La regulación proyectada resulta compatible con el principio de reserva 

de ley tributaria, habiéndose incorporado la correspondiente memoria en la que 

se recoge el cálculo de la tasa a efectos de acreditar que las cuantías exigidas 
respetan el principio de equivalencia y no exceden del coste de la actividad 
administrativa desarrollada. 

 
Al artículo 4. Se modifica la redacción del artículo 18.1-1, relativo 

a la Tasa por servicios administrativos en materia de función pública, del 
capítulo único del Título XVIII “Tasas en materia de función pública” 

 

La nueva redacción redefine el hecho imponible de la tasa por servicios 
administrativos en materia de función pública mediante una remisión expresa 

a los servicios previstos en el artículo 18.1-5. 
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La modificación constituye una mejora de técnica legislativa, al reforzar 
la determinación del hecho imponible. 

 
Al artículo 5. Se modifican el apartado 1 del artículo 26.1-1 y el 

artículo 26.1-5, correspondiente al hecho imponible regulado en el 
capítulo I “Tasa por licencias, permisos, autorizaciones y registros por 
los órganos competentes en materia de medio ambiente“ del Título XXVI 

“Tasas en materia de medio ambiente”  
 

Y al Artículo 6. Se modifican las cuantías y se suprimen servicios 
del artículo 26.1-5 correspondiente a la cuota íntegra regulada en el 
capítulo I “Tasa por licencias, permisos, autorizaciones y registros por 

los órganos competentes en materia de medio ambiente” del Título XXVI 
“Tasas en materia de medio ambiente” 
 

Las modificaciones introducidas actualizan el catálogo de servicios 
sujetos a gravamen y revisan diversas cuantías relativas a licencias de caza y 

pesca, cotos y otras actuaciones administrativas medioambientales. 
 
Las modificaciones proyectadas resultan compatibles con el régimen 

jurídico de las tasas, habiéndose incorporado la memoria económica sobre el 
coste del servicio o actividad administrativa. 

 
Al artículo 7. Se reclasifica la tasa por la tramitación del 

reconocimiento de interés sanitario, por lo que se suprime el servicio 6 del 

grupo IX del artículo 29.3-5 relativo a la cuota íntegra de la tasa por 
servicios sanitarios y se añade el servicio 5.2 en el artículo 29.4-5 relativo 
a la cuota íntegra de la tasa por otras actuaciones administrativas en 

materia de sanidad, ambos artículos del Título XXIX “Tasas en materia de 
sanidad” 

 
La propuesta traslada la tasa por reconocimiento de interés sanitario 

desde el ámbito de los servicios sanitarios al de las actuaciones administrativas 

en materia de sanidad. 
 
La modificación resulta adecuada desde el punto de vista sistemático, 

puesto que el reconocimiento de interés sanitario constituye una actuación 
administrativa de carácter autorizatorio o declarativo y no una prestación 

asistencial sanitaria propiamente dicha.  
 
Al Artículo 8. Se incrementan las cuantías de varios conceptos 

incluidos en el apartado 5 del artículo 29.1-8 relativo a la cuota íntegra 
por actividad hospitalaria, del Capítulo I “Tasa por prestación de asistencia 

sanitaria” del Título XXIX “Tasas en materia de sanidad” 
 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2018-1870&p=20250531&tn=1#ci-33
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2018-1870&p=20250531&tn=1#ci-33
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Y al Artículo 9. Se incrementan las cuantías de varios conceptos 
incluidos en el apartado 7 del artículo 29.1-9 relativo a la cuota íntegra 

por atención ambulatoria, del Capítulo I “Tasa por prestación de asistencia 
sanitaria” del Título XXIX “Tasas en materia de sanidad” 

 
La modificación proyectada incrementa diversas tarifas correspondientes 

a estancias hospitalarias y atención ambulatoria. 

 
Desde la perspectiva jurídica, la actualización de cuotas se ampara en el 

ejercicio de la potestad tributaria autonómica. Además, consta el cálculo de las 
citadas tasas. 

 

 Al Artículo 10. Se añaden los siguientes conceptos al apartado 3 
relativo a la realización de procedimientos de radiología del artículo 29.1-
10 que regula la cuota íntegra por procedimientos diagnósticos y 

terapéuticos que se incluye en el Capítulo I” Tasa por prestación de 
asistencia sanitaria”, del Título XXIX “Tasas en materia de sanidad” 

 
 Y al Artículo 11. Se añaden nuevos epígrafes de tasas en el apartado 
24 del artículo 29.1- 10 Cuota íntegra por procedimientos diagnósticos y 

terapéuticos que regula la cuota íntegra de la tasa por procedimientos 
diagnósticos y terapéuticos en medicina nuclear que se incluye en el 

Capítulo I” Tasa por prestación de asistencia sanitaria”, del Título XXIX 
“Tasas en materia de sanidad” 
 

 Se incorporan nuevos procedimientos de radiología, medicina nuclear y 
técnicas intervencionistas a los epígrafes de la tasa sanitaria. 
 

 La medida responde a la evolución tecnológica y asistencial del sistema 
sanitario.  

 
Al artículo 12. Se modifica el artículo 29.2-5 que regula la cuota 

íntegra de la tasa que se incluye en el Capítulo II “Tasa relativa a los 

productos y servicios prestados por el Centro de Transfusión de la 
Comunitat Valenciana”, del Título XXIX “Tasas en materia de sanidad” 
 

La propuesta actualiza e incorpora nuevos servicios y productos 
prestados por el Centro de Transfusión de la Comunitat Valenciana, incluyendo 

procedimientos de criopreservación, tipificación y análisis especializados. 
 
La modificación se ajusta a la naturaleza de tasa por prestación de 

servicios sanitarios especializados. 
 

Artículo 13. Se modifica el artículo 32.1-2 del capítulo único “Tasa 
por servicios administrativos de la Agencia Valenciana de Turismo” del 
Título XXXII de la Ley 20/2017, de 28 de diciembre, de tasas 
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La modificación proyectada amplía el régimen de exenciones aplicable a 

la tasa por servicios administrativos de la Agencia Valenciana de Turismo, 
incorporando nuevos supuestos de carácter social referidos a personas con 

diversidad funcional igual o superior al 33 por ciento, mujeres víctimas de 
violencia sobre la mujer y personas en situación de exclusión social acreditada 
por los servicios sociales municipales. 

 
La reforma se alinea con otros regímenes de beneficios fiscales ya 

existentes en la Ley 20/2017, reforzando la protección de colectivos 
especialmente vulnerables y favoreciendo una cierta homogeneidad del sistema 
tributario autonómico. Desde la perspectiva jurídica, la modificación resulta 

conforme con el principio de reserva de ley en materia tributaria y con la 
competencia autonómica para el establecimiento de beneficios fiscales en 
tributos propios. 

 
Al artículo 14. Se modifica el artículo 32.1-2 del capítulo único “Tasa 

por servicios administrativos de la Agencia Valenciana de Turismo” del 
Título XXXII de la Ley 20/2017, de 28 de diciembre, de tasas 

 

La modificación proyectada redefine el hecho imponible de la tasa por la 
prestación de servicios del IVASPE, limitándolo a la realización de pruebas 

físicas o psicotécnicas para el acceso a la policía local y a la expedición de 
certificaciones individuales de acreditación para participar en procesos 
selectivos convocados por los ayuntamientos. 

 
La nueva redacción supone una simplificación y delimitación más precisa 

del hecho imponible, vinculándolo directamente a actividades administrativas 

concretas e individualizables, lo que refuerza la seguridad jurídica y la 
adecuación al concepto legal de tasa como contraprestación por servicios o 

actividades administrativas que afecten o beneficien de modo particular al 
obligado tributario. 

 

Desde esta perspectiva, la modificación no suscita objeciones de 
legalidad. 

 

Al artículo 15. Se modifican las cuantías y se suprimen servicios del 
artículo 34.1-5 correspondiente a la cuota íntegra regulada en el capítulo 

único “Tasa por la prestación de servicios por el IVASPE” del Título XXXIV 
“Tasa en materia del Instituto Valenciano de Seguridad Pública y 
Emergencias (IVASPE)” de la Ley 20/2017, de 28 de diciembre, de tasas 

 
La modificación proyectada actualiza las cuantías de la tasa por 

prestación de servicios del IVASPE y suprime determinados servicios 
anteriormente gravados, manteniendo únicamente las pruebas físicas, las 
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pruebas psicotécnicas y la expedición de certificaciones individuales de 
acreditación. 

 
La reforma resulta coherente con la nueva delimitación del hecho 

imponible introducida en el artículo 34.1-1, adecuando la estructura tarifaria a 
los servicios efectivamente sujetos a gravamen.  

 

Al artículo 16. Se crea una disposición transitoria, la primera, en la 
Ley 20/2017, de 28 de diciembre, de tasas 

 
La disposición transitoria proyectada prevé la pervivencia temporal del 

régimen de tasas en materia de enseñanzas artísticas superiores hasta la 

entrada en vigor del decreto del Consell que regule los precios públicos que 
hayan de sustituirlas. 

 

La previsión resulta adecuada desde la perspectiva del principio de 
continuidad del servicio y de la seguridad jurídica, evitando vacíos normativos 

en la financiación de las enseñanzas artísticas superiores durante el período 
transitorio de sustitución del régimen tributario, por lo que no se formula 
objeción alguna. 

 
CAPÍTULO II. TRIBUTOS CEDIDOS. 

 
 Sección 1ª. De la modificación de la Ley 13/1997, de 23 de 
diciembre, por la cual se regula el tramo autonómico del impuesto sobre 

la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos 
 
 Al artículo 17. Con efectos para los hechos imponibles devengados 

desde el 1 de enero de 2026, inclusive, se modifica el artículo 2 de la Ley 
13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo autonómico 

del impuesto sobre la renta de las personas físicas y restantes tributos 
cedidos 

 

Este precepto propone una reducción gradual de los tipos aplicables a 
los distintos tramos de la base liquidable del IRPF respecto de la redacción 
anterior que se explica en la Memoria justificativa señalando que durante los 

últimos ejercicios se ha producido un incremento sostenido del nivel general 
de precios, afectando especialmente a bienes y servicios esenciales como la 

vivienda, la alimentación, la energía y el transporte. Esta situación ha 
provocado una pérdida de capacidad adquisitiva de los hogares y una 
elevación indirecta de la tributación efectiva derivada de la progresividad 

nominal del IRPF. 
 

En ausencia de ajustes adecuados de la tarifa, el incremento de las 
rentas nominales derivado de la inflación puede trasladar a numerosos 
contribuyentes a tramos superiores de tributación sin que exista un aumento 
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real de su capacidad económica. Este fenómeno, conocido como 
“progresividad en frío”, genera un aumento automático de la carga fiscal 

incompatible con los principios de capacidad económica y justicia tributaria. 
 

La reforma propuesta pretende corregir parcialmente dicho efecto 
mediante una reducción gradual de los tipos aplicables en distintos tramos 
de la base liquidable, reforzando la equidad horizontal y vertical del sistema 

tributario especialmente en los tramos de rentas medias y bajas, por lo que 
no se efectúa objeción alguna. 

 
Por otro lado, y respecto al efecto retroactivo de la medida a fecha 1 de 

enero de 2026, hay que tener en cuenta que, con arreglo a la doctrina del 

Tribunal Constitucional (SSTC 49/2015, 182/1997 y 176/2011), y a la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 2011 (rec. cas. 
2884/2010 -y en línea con lo expuesto en los Dictámenes 677/2023 y 

745/2023-, nos encontramos una retroactividad de grado medio o “impropia”, 
al desplegar sus efectos en relación con un período impositivo en curso (2026) 

y afectar, por tanto, a un impuesto, el IRPF, cuyo devengo todavía no se ha 
producido (31 de diciembre de 2026).  

 

No se extiende, de esta forma, a situaciones de hecho ya consumadas, 
sin incidir, por consiguiente, en el principio de seguridad jurídica.  

 
Además, y como se expuso en los citados Dictámenes, no debe perderse 

de vista que el fundamento de la seguridad jurídica -como obstáculo a la 

retroactividad- lo constituye la protección de los derechos de las personas, 
solo predicable, por tanto, en relación con las normas que resultan 
desfavorables para los ciudadanos por perjudicar de algún modo sus derechos 

o su patrimonio, pero no respecto de las normas de carácter favorable, que 
amplían o mejoran la esfera de derechos o el patrimonio de los contribuyentes.  

 
En el supuesto sometido a dictamen, la retroactividad afecta a normas 

favorables pues, en relación con el artículo 17, se introducen deducciones 

favorables a los contribuyentes, sin que, por consiguiente, se formule objeción 
alguna a la retroactividad proyectada en relación con tales preceptos a fecha 
1 de enero de 2026. 

 
Al artículo 18. Se modifica el artículo 10 de la Ley 13/1997, de 23 

de diciembre, por la que se regula el tramo autonómico del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos 

 

Se efectúa en esta propuesta una reordenación y reestructuración de 
las reducciones en las transmisiones mortis causa en el Impuesto de 

Sucesiones y Donaciones aplicables a las empresas individuales, negocios 
empresariales o participaciones en entidades de carácter familiar. 
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La propuesta, con arreglo a la documentación que obra en el expediente, 
pretende modificar la calificación de las reducciones autonómicas reguladas 

en la actualidad en los ordinales 3º y 4º del apartado dos del artículo 10 de la 
Ley 13/1997 para que pasen a ser de reducciones propias a reducciones 

análogas o de mejora de las del Estado. Dicho cambio supone una 
simplificación del sistema tributario que favorece la seguridad jurídica y 
favorece la sucesión familiar de las empresas en el ámbito territorial de la 

Comunitat Valenciana. 
 

Además, se introducen cuatro modificaciones sustantivas cuya 
finalidad es garantizar la continuidad de la empresa familiar. Así, en línea con 
la mayoría de las Comunidades Autónomas de régimen común, se extiende el 

ámbito de los posibles beneficiarios desde el tercer grado de parentesco 
colateral (hermanos, tíos y sobrinos), hasta el cuarto grado. Por otro lado, se 
reajusta la definición de grupo familiar, concepto jurídico creado por el 

legislador estatal en la regulación de las exenciones del Impuesto sobre el 
Patrimonio, y acogido por la normativa autonómica, para definir qué 

familiares pueden cumplir los requisitos de ejercicio efectivo de funciones de 
dirección y obtención de rentas en las sociedades mercantiles en el caso de 
que sean varios los familiares que ostenten participaciones de la entidad.  

 
Con la redacción anterior se circunscribía hasta los parientes de 

segundo grado. Con la nueva redacción cualquiera de los posibles 
beneficiarios del incentivo podrá contribuir a que el resto puedan aplicárselo, 
tal y como justifica la Memoria.  Por otro lado, se asimila el concepto de 

empresa dedicada a la actividad principal de gestión de un patrimonio 
inmobiliario o mobiliario a la regulación existente en el Impuesto sobre el 
Patrimonio y también se eliminan trabas en la herencia de empresas 

familiares cuando el dueño fallece estando jubilado pues ahora los herederos 
no necesitan estar trabajando ya en la empresa en el momento del 

fallecimiento para recibir los beneficios fiscales, bastando con que alguno 
asuma la dirección posteriormente. Además, el incentivo se amplía a casos de 
incapacidad permanente o gran invalidez. 

 
Con arreglo a lo expuesto, no se formula objeción alguna. 
 

Al artículo 19. Se modifica el artículo 10 bis 
 

Se trata del artículo 10 bis de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por 
la que se regula el tramo autonómico del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y restantes tributos cedidos, por lo que deberá completarse 

el título de este precepto en tal sentido. 
 

La presente propuesta modifica y reordena el referido artículo 10 bis 
como consecuencia de diversas modificaciones sustanciales de su contenido. 
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En primer lugar, se altera la calificación, beneficiarios y requisitos de 
las reducciones aplicables por las adquisiciones inter vivos de empresas 

familiares o de sus participaciones. 
 

Como sucede con las adquisiciones mortis causa, se modifica la 
naturaleza de las reducciones que pasan a ser análogas a las del Estado, 

mejorándose la normativa incluida en el artículo 20.6 de la Ley 29/1987, de 
18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y manteniendo 
determinadas disposiciones autonómicas encaminadas a proteger la sucesión 

de las empresas familiares en algunos supuestos no contemplados en la 
normativa estatal. 

 

Así:  
 

a) Por un lado: 
 
- Se extiende el ámbito de los posibles beneficiarios de las reducciones 

hasta el cuarto grado de parentesco colateral, si bien en esta modalidad del 
impuesto, los beneficios alcanzan a los ascendientes y parientes colaterales 

únicamente en ausencia de descendientes o adoptados del donante. Esta 
modificación se extiende también a la reducción por empresa individual 
agrícola. 

 
- Se amplía hasta los parientes colaterales de cuarto grado la definición 

de grupo familiar a los efectos de la verificación de los requisitos de ejercicio 

efectivo de funciones de dirección y nivel de renta en las transmisiones de 
participaciones con participación conjunta. 

 
- Se asimila el concepto de empresa dedicada a la actividad principal de 

gestión de un patrimonio inmobiliario o mobiliario a la regulación existente 

en el Impuesto sobre el Patrimonio. 
 

- En los supuestos de jubilación del donante, se permite el disfrute del 
beneficio por todos los donatarios, aun cuando solo uno de ellos cumpla los 
requisitos relacionados con la dedicación y mantenimiento. Asimismo, se 

aplica este supuesto también para los supuestos de incapacidad permanente 
absoluta o gran invalidez. Esta modificación se extiende también a la 
reducción por empresa individual agrícola. 

 
Por lo que no se formula objeción alguna. 

 
b) Por otro lado: 
 

Se introduce un régimen de simplificación documental al eliminar la 
necesidad de utilizar escritura pública para aquellas donaciones con importe 

inferior a 4.000 euros. En particular, se prevé que, cuando el valor acumulado 
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de las donaciones realizadas entre un mismo donante y donatario durante los 
tres años anteriores no exceda de 4.000 euros, la escritura pública pueda ser 

sustituida por documentos firmados digitalmente mediante un servicio de 
confianza cualificado, siempre que la validez o eficacia del negocio jurídico no 

exija otra forma documental. Asimismo, se mantiene la exigencia de acreditar 
el origen de los fondos y los medios de pago cuando la donación tenga por 
objeto dinero o determinados bienes patrimoniales.  

 
En relación con esta concreta cuestión, el Ilustre Colegio Notarial de 

València ha formulado alegaciones en relación con las modificaciones 
proyectadas de los artículos 10 bis y 12 bis de la Ley 13/1997, así como de la 
disposición final cuarta de la Ley 5/2025, de Medidas Fiscales, Gestión 

Administrativa y Financiera, que introducen la excepción a la exigencia 
general de escritura pública para la aplicación de determinadas reducciones 
y bonificaciones en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.  

 
Las alegaciones sostienen, en síntesis, que la firma electrónica 

cualificada no es jurídicamente equivalente al documento público notarial, 
pues únicamente acredita la autoría de la firma, sin incorporar las garantías 
derivadas de la intervención notarial, tales como la identificación de los 

otorgantes, el juicio de capacidad, el control de legalidad o el asesoramiento 
imparcial. Asimismo, se destaca la función que desempeña el documento 

público en la prevención del fraude fiscal, la lucha contra el blanqueo de 
capitales y el suministro de información a las Administraciones públicas.  

 

El Colegio Notarial cuestiona igualmente que la excepción se articule 
exclusivamente mediante un criterio cuantitativo de 4.000 euros, al entender 
que la complejidad jurídica y la trascendencia económica de una donación no 

siempre guardan relación con su importe (indica, como ejemplo, las 
donaciones de bienes inmuebles y de participaciones sociales). Por ello, el 

Colegio Notarial propone o bien suprimir la excepción proyectada y mantener 
la exigencia de escritura pública para todas las donaciones que pretendan 
acogerse a beneficios fiscales. O, subsidiariamente, propone limitar la 

excepción a las donaciones en metálico o, en última instancia, mantenerla, 
pero excluyendo expresamente determinados negocios jurídicos, como las 
donaciones de bienes inmuebles o de participaciones sociales. 

 
Expuesto lo anterior, si bien el texto proyectado incorpora una cláusula 

de salvaguarda al prever que la sustitución del instrumento público solo será 
posible cuando “la validez o eficacia del negocio jurídico no exija lo contrario”, 
que excluye precisamente los supuestos en los que el ordenamiento exige 

documento público, como sucede con la donación de bienes inmuebles 
(artículo 633 del Código Civil) o con la transmisión de participaciones sociales 

(artículo 106 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital), se 
considera preferible, en línea con las precitadas alegaciones, por razones de 
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seguridad jurídica y claridad normativa, delimitar de forma más precisa el 
ámbito objetivo de la excepción.  

 
Así, la redacción proyectada obliga al contribuyente y a la propia 

Administración tributaria a determinar en cada caso si la naturaleza del 
negocio jurídico permite prescindir del documento público, lo que puede 
generar incertidumbre interpretativa y una aplicación no uniforme del 

beneficio fiscal. Por ello, se estima técnicamente preferible una regulación que 
identifique expresamente los supuestos en los que puede sustituirse la 

escritura pública por documentación firmada electrónicamente, 
circunscribiendo la excepción a determinadas donaciones de reducida 
complejidad jurídica y formal, como las donaciones dinerarias o de medios de 

transporte inscritos o matriculados en el Registro Nacional de Vehículos 
destinados exclusivamente a uso particular, manteniendo en todo caso la 
exigencia de justificación del origen de los fondos y de identificación de los 

medios efectivos de entrega.  
 

Por ello, se sugiere que se modifique en tal sentido, ya que esta eventual 
alternativa conserva la finalidad de simplificación administrativa perseguida 
por el anteproyecto, pero reduce el riesgo de aplicación indebida del beneficio 

fiscal a negocios que, por su naturaleza, requieren una forma documental 
específica o presentan mayor complejidad jurídica. 

 
La observación anterior es igualmente aplicable a las modificaciones 

proyectadas de los artículos 12 bis de la Ley 13/1997 y de la disposición final 

cuarta de la Ley 5/2025, al reproducir sustancialmente la misma técnica 
normativa. 

 

c) Además, se clarifican y sistematizan los requisitos adicionales de 
acreditación de las donaciones realizadas en efectivo o en depósitos. Si bien 

la aplicación del beneficio queda condicionada a la justificación del origen de 
los fondos, en el instrumento de formalización deberán constar, en todo caso, 
los medios de entrega de lo donado y una manifestación del origen de los 

fondos. 
 
No se formula en relación con este aspecto objeción alguna. 

 
Al artículo 20. Se modifica el artículo 12 bis de la Ley 13/1997, de 

23 de diciembre, por la que se regula el tramo autonómico del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos. 

 

La presente propuesta introduce mejoras técnicas en la redacción de 
los requisitos formales y de justificación exigibles para aplicar la bonificación 

por parentesco en adquisiciones inter vivos y por donaciones en dinero 
realizadas a favor de mujeres víctimas de violencia de género, que pasan a ser 
reguladas en un nuevo apartado, el segundo, del artículo 10 bis. 
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Se introduce, asimismo, el régimen de simplificación documental al 

eliminar la necesidad de utilizar escritura pública para aquellas donaciones 
con importe inferior a 4.000 euros, para las que se puede utilizar un 

documento digital cualificado cuando la naturaleza del negocio no requiera el 
uso de un instrumento público, por lo que se reitera la observación efectuada 
al artículo 10 bis de la Ley 13/1997. 

 
Por otro lado, se clarifican y sistematizan los requisitos adicionales de 

acreditación de las donaciones realizadas en efectivo o en depósitos. Si bien 
la aplicación del beneficio queda condicionada a la justificación del origen de 
los fondos, en el instrumento de formalización deberán constar, en todo caso, 

los medios de entrega de lo donado y una manifestación del origen de los 
fondos. 

 

Sin perjuicio de la observación efectuada, no se formula objeción 
jurídica alguna. 

 
Al Artículo 21. Se modifica el apartado uno del artículo 14 de la 

Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo 

autonómico del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
restantes tributos cedidos 

La redacción que se propone es la siguiente: 
 
“Uno. El 0,1 por 100 en los siguientes casos: 
 
a) Las primeras copias de las escrituras públicas que documenten 

adquisiciones de vivienda habitual. 
 
b) Los documentos que formalicen la constitución y la modificación de 

derechos reales de garantía a favor de una sociedad de garantía recíproca, del 
Institut Valencià de Finances y de los fondos sin personalidad jurídica a los 
que hace referencia el artículo 2.4 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la 
Generalitat, de hacienda pública, del sector público instrumental y de 
subvenciones. 

 

A estos efectos, se estará al concepto de vivienda habitual contemplado 
en la normativa estatal reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas”. 

 
El apartado b) del vigente artículo 14 de la Ley 13/1997, referido a los 

actos jurídicos documentados, tiene la siguiente redacción:  
  
“b) Los documentos que formalicen la constitución y la modificación de 

derechos reales de garantía a favor de una sociedad de garantía recíproca con 
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domicilio social en el territorio de la Comunitat Valenciana, del Institut Valencià 
de Finances…”. 

 
Se propone suprimir la referencia al domicilio social radicado en la 

Comunitat Valenciana para acomodarse a lo establecido por el Tribunal 
Constitucional en la Sentencia 20/2026, de 25 de febrero, que ha declarado 
inconstitucional y nulo el inciso “con domicilio social en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Galicia” del artículo 15.6 del Decreto Legislativo 
gallego 1/2011, relativo a un beneficio fiscal sustancialmente análogo en AJD 

para sociedades de garantía recíproca. El Tribunal Constitucional razona que 
las sociedades de garantía recíproca domiciliadas dentro y fuera de la 
Comunidad Autónoma se encuentran en situación comparable cuando 

realizan la misma actividad de concesión de avales y reciben, como 
contragarantía, derechos reales de garantía inscribibles sobre bienes situados 

en el territorio autonómico. 
 
En particular, el Alto Tribunal señala que “(…) En cuanto al propósito de 

incentivar la domiciliación de sociedades de garantía recíproca en Galicia, 
implica reconocer de forma expresa una diferencia de trato fiscal basada en la 
procedencia, origen, residencia o domicilio fiscal del contribuyente, 
«beneficiando al local por su condición de local y perjudicando al foráneo por su 
condición de foráneo», como subraya la STC 20/2022, FJ 4 b). 

(…)  
 
En suma, al circunscribir la aplicación del tipo de gravamen reducido de 

la modalidad actos jurídicos documentados a las sociedades de garantía 
recíproca con domicilio social en Galicia, se introduce un factor de diferenciación 
carente de justificación en un interés constitucional prevalente y protegible, lo 
que determina, sin necesidad de proseguir con el juicio de proporcionalidad, 
que se infrinja el principio de igualdad ante la ley tributaria de los arts. 14 
y 31.1 CE y la prohibición de que las comunidades autónomas adopten 
medidas que afecten a la libertad de circulación y de establecimiento de 
personas y bienes que se establece en los arts. 139.2 y 157.2 CE y 9 c) LOFCA. 
No desdice la conclusión anterior, como pretende el Parlamento de Galicia, que 
otras comunidades autónomas hayan establecido reglas análogas a la aquí 
enjuiciada, lo que resulta ajeno al presente proceso”. 

 

No se formula, por tanto, objeción jurídica alguna. 
 
Al artículo 22. Se modifica el apartado seis del artículo 13 de la Ley 

13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo autonómico 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos 
cedidos 

 
La redacción proyectada es: 
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“Seis. A los efectos de la aplicación de los tipos de gravamen previstos 
en este artículo, se estará al concepto de vivienda habitual de la normativa 
reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas”. 

 

En la redacción anterior se indicaba:  
 
“A los efectos de la aplicación de los tipos de gravamen a los que se 

refieren los números 1) y 2) del apartado dos y el apartado cuatro de este 
artículo se estará al concepto de vivienda habitual de la normativa reguladora 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas”. 

 
Con esta propuesta, como indica la Memoria justificativa, se simplifica 

la redacción actual del apartado seis del artículo 13 de la Ley 13/1997, 
acogiendo todos los supuestos presentes y futuros de tipos reducidos 
vinculados a la adquisición de vivienda y mejorando la sistemática de la 

norma, respecto de lo que no se formula ninguna objeción. 
 

Sección 2ª. Modificaciones de la Ley 5/2025, de 30 de mayo, de 
medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de 
organización de la Generalitat 

 
Al artículo 23. Se modifica la disposición final cuarta de la Ley 

5/2025, de 30 de mayo, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 
financiera, y de organización de la Generalitat 

 

La presente propuesta introduce mejoras técnicas en la redacción de 
los requisitos formales y de justificación necesarios para aplicar la 
bonificación por parentesco y en adquisiciones inter vivos y por donaciones 

en dinero realizadas a favor de mujeres víctimas de violencia de género, que 
pasan a ser reguladas en un nuevo apartado, el segundo, del artículo 10 bis. 

 
Se introduce, de nuevo, el régimen de simplificación documental para 

aquellas donaciones con importe inferior a 4.000 euros, por lo que se reitera 

la observación efectuada al artículo 10 bis de la Ley 13/1997. 
 

En segundo lugar, se clarifican y sistematizan los requisitos adicionales 
de acreditación de las donaciones realizadas en efectivo o en depósitos. Si bien 
la aplicación del beneficio queda condicionada a la justificación del origen de 

los fondos, si así lo requiere la Administración, en el instrumento de 
formalización deberán constar, en todo caso, los medios de entrega de lo 
donado y una manifestación del origen de los fondos. 

 
 

 CAPÍTULO III. OTROS TRIBUTOS PROPIOS. 
 

Sección 1ª. 
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DE LA MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY 3/2020, DE 

30 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS FISCALES, DE GESTIÓN 
ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA, Y DE ORGANIZACIÓN DE LA 

GENERALITAT 2021, RELATIVO AL IMPUESTO SOBRE VIVIENDAS 
VACÍAS 
 

Al Artículo 24. Se modifica el apartado doce del artículo 33 de la 
Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión 

administrativa y Financiera, y de organización de la Generalitat 2021 
 
Este artículo se refiere al Impuesto sobre Viviendas Vacías que se 

introdujo en el artículo 33 de la Ley 3/2020, de 30 de diciembre, de la 
Generalitat Valenciana, entrando en vigor el 1 de enero de 2021, y cuyo hecho 
imponible es tenencia de viviendas declaradas deshabitadas en los términos 

de la Ley 2/2017, de 3 de febrero, de la Generalitat, por la función social de 
la vivienda de la Comunitat Valenciana, siendo sujetos pasivos del impuesto, 

a título de contribuyentes, las personas jurídicas y entidades sin personalidad 
jurídica que tengan la condición de grandes tenedores de viviendas en los 
términos del artículo 16 de la referida ley. 

 
La redacción que se propone es la siguiente: 

 
«Doce. Colaboración entre la conselleria competente en materia de 

vivienda y la Agencia Tributaria Valenciana. 
 
La conselleria con competencia en materia de vivienda deberá facilitar, 

dentro del segundo trimestre del año natural posterior a la finalización del 
periodo impositivo, la relación de titulares de inmuebles inscritos en el Registro 
de Viviendas Deshabitadas en el formato, plazos y con el contenido que se 
establezca mediante orden de la conselleria competente en materia de 
hacienda». 

 

En la anterior redacción se hacía constar:  
 

“La conselleria con competencia en materia de vivienda deberá facilitar 
dentro de los tres primeros meses del año natural posterior a la finalización del 
periodo impositivo la relación de titulares e inmuebles inscritos en el Registro 
de Viviendas Deshabitadas en el formato, plazos y con el contenido que se 
establezca mediante orden de la Conselleria competente en materia de 
hacienda”. 

 
Se retrasa, por tanto, el plazo para que la Conselleria competente en 

materia de Vivienda remita a la Agencia Tributaria Valenciana la relación de 
titulares inscritos en el Registro de Viviendas Deshabitadas, con el objeto de 
permitir la solución previa de incidencias registrales y evitar desajustes en la 
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titularidad de los inmuebles, pues como indica la Memoria justificativa, 
previsiones legales y reglamentarias, se han venido desarrollando las tres 

primeras campañas de comprobación tributaria del Impuesto sobre Viviendas 
Vacías, las correspondientes a los periodos impositivos 2022, 2023 y 2024, 

concluyéndose, tras la finalización de aquellas, con un elevado porcentaje de 
resoluciones de conformidad y no procedencia de regularización, por la 
confirmación, tras las alegaciones de los contribuyentes, de la existencia de 

transmisiones y bajas de inmuebles no contempladas en los estados 
registrales a 31 de diciembre remitidos en cada periodo por la Conselleria 

competente en materia de Vivienda. 
 
Expuesto lo anterior, no se formula objeción jurídica alguna a la 

expresada propuesta normativa. 
 
Sección 2ª. 

 
DE LA MODIFICACIÓN DE LA LEY 2/1992, DE 26 DE MARZO, DEL 

GOBIERNO VALENCIANO, DE SANEAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES DE 
LA COMUNIDAD VALENCIANA 

 

Al artículo 25. Se modifica el apartado 6 del artículo 35 de la Ley 
2/1992, de 26 de marzo, del gobierno valenciano, de saneamiento de 

aguas residuales de la Comunidad Valenciana, en la redacción dada por 
el artículo 35 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo, de medidas fiscales, de 
gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat 

 
 La redacción proyectada es: 
 

“6. Cuando obren en poder de la Administración todos los datos 
necesarios para la determinación del coeficiente corrector, este se fijará 
conforme a los métodos de cálculo explicitados en el Anexo I de esta ley. 

 
El coeficiente así determinado producirá efectos desde la fecha de 

notificación de la resolución. 
 
Si la declaración de inicio se hubiera formulado de manera potestativa, 

en virtud de lo previsto en la letra b) del artículo 30 de esta Ley, el coeficiente 
corrector producirá efectos desde el momento de notificación de la resolución, 
siempre que resulte más favorable al contribuyente…”. 

 
En la anterior redacción se hacía constar:  

 
“El coeficiente así determinado producirá efectos desde la fecha de inicio 

del consumo del agua contenida en la declaración…”. 
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Por lo que se modifica la fecha de efectos del coeficiente corrector 
establecido a partir de la declaración de inicio de producción de aguas 

residuales, que se difiere a la fecha de notificación de la resolución en lugar 
de la de inicio del consumo, con el fin, como justifica la Memoria, de igualar 

su tratamiento con los coeficientes determinados de oficio, que nunca 
producen efectos desfavorables con efecto retroactivo. 

 

Asimismo, se añade un párrafo con el fin de determinar a partir de qué 
momento producirá efectos el coeficiente corrector cuando su solicitud resulte 

potestativa en atención a la actividad y nivel de consumo, que será también 
el de notificación, siempre que resulte más favorable para el interesado. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, se considera innecesaria la referencia a la 
“redacción dada por el artículo 35 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo” -del 
enunciado del artículo-, puesto que la modificación proyectada recae 

directamente sobre preceptos vigentes de la Ley 2/1992, cuya identificación 
resulta suficiente mediante la cita de los artículos afectados. La supresión de 

dicha referencia contribuiría a simplificar la redacción del precepto 
modificativo sin menoscabo de la seguridad jurídica ni de la correcta 
identificación de la norma objeto de modificación. 

 
Esta observación es trasladable a los artículos 43.3, 45.1 y 48 de la 

misma Ley que se modifican en los artículos siguientes. 
 
Al Artículo XX (sic). Se modifica la letra c del apartado 3 del artículo 

43 de la Ley 2/1992, de 26 de marzo, del gobierno valenciano, de 
saneamiento de aguas residuales de la Comunidad Valenciana, en la 
redacción dada por el artículo 35 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo, de 

medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de 
organización de la Generalitat 

 
 La redacción proyectada es: 
 

«c) Que el importe del canon incluido en la factura pendiente de ingreso 
sea superior a los seis euros». 

 

Se advierte que la modificación del artículo 43.3.c de la Ley 2/1992, de 
26 de marzo, del Gobierno Valenciano, de Saneamiento de Aguas Residuales 

de la Comunitat Valenciana, se incorpora al anteproyecto sin la 
correspondiente numeración del artículo modificativo. Esta omisión afecta a 
la secuencia numérica del articulado. 

 
Por razones de seguridad jurídica y de técnica legislativa, debe 

asignarse la numeración que corresponda a este precepto y efectuar, en su 
caso, la correlativa renumeración de los artículos posteriores del 
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anteproyecto, garantizando así la adecuada sistemática y coherencia formal 
de la disposición. 

 
Al artículo 26. Se modifica la letra c) del apartado 1 del artículo 45 

y el título del artículo 48 de la Ley 2/1992, de 26 de marzo, del gobierno 
valenciano, de saneamiento de aguas residuales de la Comunidad 
Valenciana, en la redacción dada por el artículo 35 de la Ley 5/2025, de 

30 de mayo, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, 
y de organización de la Generalitat, para sustituir la expresión 

“declaración informativa de consumos propios” por la de “declaración de 
consumos propios” 
 

La modificación proyectada se limita a sustituir en diversos preceptos 
de la Ley 2/1992 la expresión “declaración informativa de consumos propios” 

por la de “declaración de consumos propios”. No obstante, la técnica legislativa 
empleada no resulta plenamente adecuada, puesto que el precepto 
modificativo se limita a indicar la sustitución terminológica sin reproducir la 

redacción completa de los artículos afectados. 
 

Por razones de claridad normativa y correcta identificación del alcance 
de la modificación, se considera conveniente que el anteproyecto transcriba 
íntegramente la redacción resultante del artículo 45.1 y título del artículo 48 

modificados, de forma que pueda conocerse con precisión el texto definitivo 
que se pretende incorporar al ordenamiento jurídico. Esta observación resulta 
especialmente importante cuando la modificación afecta a preceptos 

recientemente alterados por otra disposición legal, como ocurre en este caso 
con la redacción dada por la Ley 5/2025, de 30 de mayo. 

 
Al artículo 27. Se modifica el apartado 2 del artículo 48 de la Ley 

2/1992, de 26 de marzo, del gobierno valenciano, de saneamiento de 

aguas residuales de la Comunidad Valenciana, en la redacción dada por 
el artículo 35 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo, de medidas fiscales, de 

gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat 
 
 La redacción que se propone es: 

 
“2. Finalizado el periodo de presentación, la EPSAR emitirá la liquidación 

del canon de saneamiento correspondiente al trimestre de consumo declarado, 
incorporando los suministros que no dispongan de contador por imposibilidad 
técnica y aquellos otros que, aun disponiéndolo, omitan la declaración de la 
lectura, determinándose sus consumos conforme a lo dispuesto en los artículos 
32.2 y 33 de esta ley”. 

 

En la anterior redacción se indicaba:  
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“2. Finalizado el periodo de presentación, la EPSAR emitirá la liquidación 
del canon de saneamiento correspondiente al trimestre de consumo declarado”. 

 
 La modificación proyectada encuentra su justificación en la necesidad de 

adaptar el procedimiento de liquidación administrativa del canon de 
saneamiento a los supuestos de inexistencia de datos efectivos de consumo, ya 
sea por imposibilidad técnica de instalación de contador o por incumplimiento 

de la obligación de declaración. La remisión a los criterios de determinación 
indirecta previstos en los artículos 32.2 y 33 de la ley contribuye a dotar de 

cobertura normativa al procedimiento de liquidación. 
 
 No se formula objeción jurídica alguna al respecto. 

 
 TITULO II. MEDIDAS ADMINISTRATIVAS 
 

CAPÍTULO I. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 
COMPETENCIA DE LA VICEPRESIDENCIA PRIMERA Y CONSELLERIA DE 

VIVIENDA, EMPLEO, JUVENTUD E IGUALDAD 
 

Sección 1ª. Cooperativas 

 
Al artículo 28. Se modifica la letra h) del apartado 1 del artículo 67 

del texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat 
Valenciana, aprobado por Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, 
del Consell 

 
Este precepto añade un inciso final al artículo 67.1, h) del Texto 

Refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, aprobado 

por el Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, con la finalidad 
de clarificar, a efectos interpretativos, la consideración que tienen “las 
plusvalías obtenidas por el cobro de ayudas públicas o indemnizaciones 
abonadas por compañías aseguradoras en virtud de un contrato de seguro, 
incluyendo las abonadas por el Consorcio de Compensación de Seguros, que 
hayan sido reinvertidas en su totalidad en nuevos elementos del inmovilizado 
material, con idéntico destino y en los mismos términos y plazos regulados para 
el caso de enajenación de dichos elementos”, de tal forma que pasen a ser 
consideradas a partir de ahora como ingresos ordinarios cooperativos.  

 

Así lo justifica el informe de necesidad, cuando dice que “es necesario 
aclarar qué sucede cuando la baja en el inmovilizado no se produce por una 
“enajenación” sino por una indemnización cobrada del Consorcio de 
Compensación de Seguros tras una catástrofe (por ejemplo, la originada por la 
DANA de 29 de octubre de 2024 en Valencia) y que ha supuesto la destrucción 
íntegra de activos, de manera que causa baja en el inmovilizado, y al percibir 
la indemnización del Consorcio de Compensación de Seguros, la totalidad de 
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su importe se ha reinvertido en la reconstrucción de los mismos elementos que 
habían sido destruidos”.  

 
No se formula ninguna objeción. 

 
Sección 2ª. Viviendas de Protección Pública de la Comunitat 

Valenciana 

 
Observación general 

 
En esta Sección 2ª se propone la modificación de los artículos 18, 19, 

43, 44, 47, 48, de la disposición transitoria quinta y de las disposiciones 

finales del Decreto 180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, por el que se 
aprueba el régimen jurídico de las viviendas de protección pública de la 

Comunitat Valenciana. Sin perjuicio de las observaciones que se realizarán 
con posterioridad respecto a cada uno de estos preceptos y disposiciones, 
conviene que formulemos ahora una observación de alcance general.  

 
El Anteproyecto sometido a consulta modifica el Decreto 180/2024, de 

10 de diciembre, es decir, una norma con rango de ley modifica una norma 

de carácter reglamentario, que procede del Consell. Como señaló este Órgano 
consultivo en su Dictamen 562/2024, de 24 de octubre, con dicha actuación 

se produce una congelación de rango de los preceptos que se modifican, que 
pasarían así de tener carácter reglamentario a tener carácter legal. 

 

Por ello, la Abogacía de la Generalitat, más allá de apuntar en su 
informe la inconveniencia de proceder de esta forma, señala que debería 

“decirse que la modificación propuesta debe expresamente contener la mención 
a que ‘la presente modificación no afecta al rango reglamentario del precepto’”. 
A este comentario, la Dirección General de Planificación y Políticas de 

Vivienda, responde en su informe de contestación lo siguiente: “(…) se informa 
que esta mención se incorpora en la propuesta de modificación firmada por el 
órgano proponente”.  

 
Sin embargo, en la parte final del Anteproyecto de Ley no consta 

ninguna referencia a esta cuestión como sí se hizo, por ejemplo, en la Ley 
5/2025, de 30 de mayo, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 

financiera, y de organización de la Generalitat, cuya disposición final primera 
se refiere a la “Salvaguarda de rango de disposiciones reglamentarias” y que 
dice expresamente, lo siguiente: “Las normas reglamentarias que son objeto 
de modificación por la presente ley conservan su rango y naturaleza 
reglamentaria previa, lo que supone que podrán ser modificadas o derogadas 
a través de una norma posterior de igual o superior rango”.  

 

Sobre la posibilidad de modificar una norma con rango reglamentario a 
través de una ley, así como las consecuencias que puede presentar este hecho 
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en el plano jurídico, conviene recordar lo que ya puso de manifiesto este 
Consell Jurídic Consultiu, en su Dictamen 562/2024, de 24 de octubre, 

precisamente, a propósito de esta cláusula de salvaguarda:  
 

“Las recientes Sentencia del Tribunal Supremo núm. 3378/2023 de 18 
de julio (rec. núm. 697/2022), y Sentencia del mismo Tribunal núm. 
2239/2023, de 22 de mayo (rec. Núm. 528/2022) avalan la técnica empleada, 
al señalar, entre otros extremos los siguientes: 

 
“Lo cual nos sitúa ante el segundo de los argumentos utilizados por la 

parte recurrente, consisten en afirmar que tanto el Real Decreto-ley 6/2022, de 
29 de marzo como el Real Decreto-ley 10/2022, de 13 de mayo contienen 
sendas cláusulas de salvaguarda de rango de las disposiciones 
reglamentarias, que tienen el propósito de mantener el estricto rango 
reglamentario de las disposiciones reglamentarias en él modificadas, entre las 
que se encuentran los preceptos del Real Decreto 897/2017 cuya redacción 
ahora se cuestiona. 

 
Es cierto que tanto la Disposición Final Trigésima Novena del Real 

Decreto Ley 6/2022 como la Disposición final octava del Real Decreto-ley 
10/2022, de 13 de mayo, bajo la rúbrica "Salvaguarda de rango de 
disposiciones reglamentarias" establecen dos disposiciones de idéntico tenor: 

 
 "Las determinaciones incluidas en normas reglamentarias que son 

objeto de modificación por este real decreto-ley podrán ser modificadas por 
normas del rango reglamentario correspondiente a la norma en que figuran". 

 
Pero en contra de lo sostenido por la parte recurrente no se trata de una 

previsión legal que degrade el rango de ley de algunos de sus preceptos sino 
que tiene por finalidad y único alcance que aquellos preceptos reglamentarios 
que han sido modificados por esta ley podrán en un futuro ser modificados por 
una norma reglamentaria. No se produce una degradación normativa operada 
por la propia ley respecto de uno de sus preceptos, afirmación que no tiene 
sustento en precedente alguno ni se deduce de la propia redacción de las 
disposiciones finales analizadas. Cuestión distinta es que la norma legal 
establezca una habilitación para posteriores regulaciones reglamentarias, pero 
en ningún caso ello implica que se haya producido una degradación normativa 
de los preceptos del Decreto ley como se sostiene por la parte recurrente. 

 
Tal y como afirma el ATS de 12 de junio de 2001(rec. 1232/2000) "[...], si 

primitivamente se ejerció dicha potestad al dictar el Real Decreto ahora 
modificado, y la posible futura alteración del mismo puede hacerse igualmente 
por norma reglamentaria, resulta indudable que el vehículo normativo utilizado 
para llevar a cabo la modificación es un Real Decreto-Ley, es decir, una norma 
con fuerza de Ley para cuyo control carece de Jurisdicción esta Sala a tenor del 
artículo 1 de la Ley reguladora de este orden jurisdiccional. 
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A esta conclusión se llega, sin que debamos entrar en el examen de los 

medios que establece nuestro ordenamiento jurídico para la impugnación del 
Decreto-Ley. Se alega por el Consejo General recurrente que la voluntad, sí no 
expresa, sí tácita del Decreto Ley es mantener el rango reglamentario de las 
normas impugnadas. Posiblemente así puede entenderse respecto a las 
posibles futuras impugnaciones cuando la normativa se modificase en su caso, 
pero es claro que el instrumento jurídico formal para llevar a cabo la 
modificación es la repetida norma con fuerza de Ley, y desde luego la voluntad 
del Gobierno ha sido utilizar este instrumento jurídico formal excluido del 
control de la Jurisdicción Contenciosa.". 

 
Y así lo ha señalado el Tribunal Constitucional, cuando se ha enfrentado 

a la impugnación de un precepto de un Real Decreto-Ley que modifica una 
norma reglamentaria anterior y mantiene el rango reglamentario de la norma 
modificada, en el que objetó la admisión de la cuestión de inconstitucionalidad 
por entender que la norma había seguido manteniendo el rango reglamentario 
de los preceptos impugnados. El Tribunal en el ATC166/2017, de 12 de 
diciembre de 2017 sostuvo que "[...] este Tribunal ha tenido ocasión de declarar 
que "no cabe deducir de la Constitución la existencia de una reserva 
reglamentaria, de manera que el legislador no tiene vedada la regulación de 
materias que no le están materialmente reservadas, 'de suerte que, dentro del 
marco de la Constitución y respetando sus específicas limitaciones, la ley puede 
tener en nuestro Ordenamiento cualquier contenido y en modo alguno le está 
vedada la regulación de materias antes atribuidas al poder reglamentario' ( 
SSTC 73/2000 , de 14 de marzo, FJ 15, y 203/2013 , de 5 de diciembre, FJ 3). 
Dicho esto, hay que destacar, además, que es el propio legislador el que 
mantiene el rango reglamentario del contenido que se procede a innovar a 
través de la ley. De ahí que no nos encontremos ante un supuesto de repetición 
literal de los preceptos de la norma superior por la norma inferior, como se 
defiende en el recurso. Por ello, al reconocerla propia ley el rango reglamentario 
de los preceptos aprobados debe ser igualmente rechazada la pretendida 
inconstitucionalidad que se anuda a la inseguridad que producirían aquellos 
supuestos que procediéndose a la modificación de la norma de rango superior 
no fuera modificada la inferior" "(STC 120/2014, de 17 de julio, FJ 8)”. 

 

Sin embargo, a juicio de este órgano consultivo la modificación de una 
norma de carácter reglamentario mediante una norma de rango legal plantea 
los siguientes problemas: 

 
(i) La modificación de varios preceptos del Reglamento mediante una 

norma con rango de ley pone en duda la naturaleza jurídica que se le atribuye 
a los artículos de la norma que se modifica (es decir, del reglamento), pues a 
priori habría que pensar que lo que ha sido aprobado por una norma con rango 
de ley tiene dicha naturaleza. 
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O dicho de otro modo, si parte del contenido de un reglamento es 
modificado por una Ley, la “apariencia” que continúa teniendo dicha norma es 
de naturaleza reglamentaria, pero en parte no sería un reglamento. 

 
 (ii) Además, el mero hecho de que se introduzca una Disposición Final 

que salvaguarde el carácter reglamentario de las previsiones incluidas en esa 
ley que modifican el Decreto, al indicar que “podrán ser modificadas por normas 
del rango reglamentario correspondiente a la norma que se modifica”, no 
determina su “deslegalización” automática, sino que en un futuro “podrán ser 
modificadas”. Por ello, en tanto no se modifiquen, seguirán teniendo la 
naturaleza de norma con rango de ley. 

 
Y ello determinaría, a pesar de la cláusula de salvaguarda establecida, 

la inimpugnabilidad ante la jurisdicción contencioso administrativa de 
disposiciones reglamentarias modificadas por una norma con rango de ley, 
correspondiendo su control al Tribunal Constitucional, de acuerdo con el artículo 
161.1.a) de la Constitución”.  

 
En cualquier caso, y a pesar de considerar la falta de idoneidad y 

conveniencia de que adolece la opción de modificar una norma reglamentaria 

mediante una ley, este Consell Jurídic Consultiu considera que, al menos, 
debería añadirse una disposición final que recoja la denominada cláusula de 

salvaguarda.  
 

Sección 2ª. Viviendas de Protección Pública de la Comunitat 

Valenciana 
 

Al artículo 29. Se adiciona un nuevo apartado 3 en el artículo 18 
del Decreto 180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, por el que se 
aprueba el régimen jurídico de las viviendas de protección pública de la 

Comunitat Valenciana 
 
Se propone la adición de un nuevo apartado al artículo 18 del Decreto 

180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, por medio del cual la persona 
promotora de viviendas protegidas de promoción privada tiene la obligación 

de presentar ante el servicio territorial competente en materia de vivienda, 
junto con la solicitud de calificación provisional, la propuesta de sistema de 
comercialización y selección para la adjudicación de las viviendas, la cual 

incluirá, al menos, la siguiente documentación: sistema de inscripción o 
registro de las solicitudes, los criterios de baremación aplicables y los 
mecanismos previstos para garantizar el cumplimiento del principio de 

publicidad.  
 

No se formula ninguna objeción. 
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Al artículo 30. Se adiciona un nuevo apartado 9 en el artículo 19 
del Decreto 180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, por el que se 

aprueba el régimen jurídico de las viviendas de protección pública de la 
Comunitat Valenciana 

 
Se propone la adición de un nuevo apartado al artículo 19 del Decreto 

180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, de tal forma que la “resolución de 
calificación incluirá un apartado en el que se informe sobre la adecuación de la 
propuesta al cumplimiento de los principios del artículo 44.2 del presente 
decreto”. 

 
No se formula ninguna objeción. 

 
Al artículo 31. Se modifica el artículo 43 del Decreto 180/2024, de 

10 de diciembre, del Consell, por el que se aprueba el régimen jurídico 
de las viviendas de protección pública de la Comunitat Valenciana 

 

Este precepto modifica el contenido del artículo 43 del Decreto 
180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, en dos sentidos.  

 

Por un lado, modifica la redacción del apartado 2 al introducir la 
palabra “patrimonial” en el texto. Así, mientras en la redacción vigente se dice 

“(…) Para ello estará habilitado para solicitar toda la información necesaria, en 
concreto aquella de carácter económico o tributario que sea legalmente 
pertinente, en el marco de la colaboración con la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria o con otras administraciones públicas competentes”,  
en la norma proyectada se prevé la siguiente redacción: “(…) Para ello estará 
habilitado para solicitar toda la información necesaria, en concreto aquella de 
carácter económico o tributario o patrimonial que sea legalmente pertinente 
(…)”.  

 
La modificación proyectada incorpora la referencia a la información de 

carácter patrimonial entre los datos que podrán ser recabados por la 
Administración. Aunque la memoria no explicita las razones de esta 

incorporación, cabe entender que la finalidad perseguida es reforzar la 
cobertura legal para el acceso a información relativa a la composición y 
titularidad del patrimonio de las personas interesadas, diferenciándola de la 

información estrictamente económica o tributaria y ampliando así el ámbito 
de los datos susceptibles de consulta cuando resulten necesarios para el 

ejercicio de las funciones legalmente atribuidas. Desde esta perspectiva, la 
modificación no suscita objeciones jurídicas. No obstante, se sugiere que se 
explicite en mayor medida las razones de la ampliación proyectada, 

especialmente teniendo en cuenta que afecta a categorías de datos de carácter 
personal cuyo tratamiento exige una adecuada justificación en términos de 
necesidad y proporcionalidad, lo que puede subsanarse mediante su 

incorporación en la parte expositiva de la norma. 
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Además, sería recomendable evitar la repetición de la conjunción “o” en 

la enumeración que se hace. Por ello, se recomienda emplear el inciso “toda 
la información necesaria, en concreto aquella de carácter económico, tributario 
o patrimonial que sea legalmente pertinente (…)”. 

 

Por otro lado, se añaden cinco apartados al precepto los cuales están 
relacionados con la creación de un nuevo órgano, la comisión de valoración. 
Este órgano colegiado será el encargado de supervisar el expediente de 

solicitud de visado (apartado 3); estará integrada por tres personas, quienes 
ostentarán la presidencia, la secretaria y una vocalía (apartado 4); se reunirá, 
al menos, con periodicidad mensual, con el objetivo de verificar que los 

visados tramitados por la persona instructora del expediente cumplen con los 
criterios previstos en el decreto (apartado 5); tras sus reuniones, se levantará 

un acta en la que figurará el expediente y su resultado (apartado 6); y, en caso 
de que dicho resultado sea favorable, se elevará para la firma de la 
correspondiente resolución de concesión de visado (apartado 7).  

 
Esta Institución no aprecia inconveniente jurídico a las adiciones que 

se incorporan, relativas a la comisión de valoración. No obstante, conviene 
formular dos observaciones al texto. En primer lugar, sería conveniente que 
se especificara en el apartado 4 la duración que tendrán las designaciones 

efectuadas por la Dirección General con competencias en materia de vivienda. 
Y, en segundo lugar, debe eliminarse en el apartado 6 el adverbio 
“preferentemente”. Se estima que las actas deben reflejar los expedientes que 

supervisa la comisión por lo que incluir su número no puede ser una opción 
que se deje a la discrecionalidad del órgano. El número del expediente 

examinado debería constar en todo caso en la correspondiente acta.  
 
Al artículo 32. Se modifica el artículo 44 del Decreto 180/2024, de 

10 de diciembre, del Consell, por el que se aprueba el régimen jurídico 
de las viviendas de protección pública de la Comunitat Valenciana 

 
Este precepto del Anteproyecto de Ley modifica completamente el 

contenido del artículo 44 del Decreto 180/2024, de 10 de diciembre, del 

Consell.  
 

Así, el apartado 1 establece que las viviendas protegidas de promoción 
pública se adjudicarán de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 
106/2021, de 6 de agosto, del Consell, del Registro de Vivienda de la 

Comunitat Valenciana y del procedimiento de adjudicación de viviendas. 
Conviene recordar que este decreto fue derogado parcialmente por el Decreto 
180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, en todo lo relativo a las viviendas 

protegidas de promoción privada, quedando en vigor respecto de las viviendas 
que forman parte del patrimonio público de vivienda y suelo de la Generalitat.  
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Por su parte, el apartado 2 regula los procesos de adjudicación de las 
viviendas protegidas de promoción privada. Además de ajustarse a los 

principios de accesibilidad universal, publicidad y concurrencia, estos 
procesos deberán acomodarse a toda una serie de disposiciones, a saber: 

establecer un plazo de inscripción mínimo, dar publicidad de los requisitos 
de acceso, disponer de un libro registro en formato electrónico, elaborar las 
listas de personas interesadas seleccionadas de acuerdo con los criterios de 

selección y baremación, posibilidad de establecer criterios relativos a la 
vinculación territorial continuada, obligación de verificar la coherencia 

documental mínima de las personas solicitantes, entre otros.  
 
Y el apartado 3 reproduce lo establecido en el vigente artículo 44.2 del 

Decreto 180/2024, de 10 de diciembre del Consell, esto es, los supuestos en 
los que la persona promotora sea una cooperativa.  

 

No se formula ninguna objeción. 
 

Al artículo 33. Se modifica el artículo 47 del Decreto 180/2024, de 
10 de diciembre, del Consell, por el que se aprueba el régimen jurídico 
de las viviendas de protección pública de la Comunitat Valenciana 

 
Se propone la modificación del artículo 47 del Decreto 180/2024, de 10 

de diciembre, del Consell con el fin de acomodar su contenido a los cambios 
introducidos en los artículos 43 y 44, antes señalados. Por consiguiente, este 
artículo no incorpora cambio sustancial alguno sino más bien una mera 

acomodación a las modificaciones antes realizadas.  
 
No se formula ninguna objeción. 

 
Al artículo 34. Se modifica el artículo 48 del Decreto 180/2024, de 

10 de diciembre, del Consell, por el que se aprueba el régimen jurídico 
de las viviendas de protección pública de la Comunitat Valenciana 

 

Se propone la modificación del artículo 47 del Decreto 180/2024, de 10 
de diciembre, del Consell con el fin de acomodar su contenido a los cambios 
introducidos en los artículos 43 y 44, antes señalados. Más concretamente, 

se añade un apartado nuevo –el segundo– y se mantienen con idéntica 
redacción los restantes. Por consiguiente, este artículo no incorpora cambio 

sustancial alguno sino más bien una mera acomodación a las modificaciones 
antes realizadas. 

 

No se formula ninguna objeción. 
 

Al artículo 35. Se adiciona una nueva Disposición Transitoria 
Quinta en el Decreto 180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, por el 
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que se aprueba el régimen jurídico de las viviendas de protección pública 
de la Comunitat Valenciana 

 
Se propone la incorporación al Decreto 180/2024, de 10 de diciembre, 

del Consell de una nueva disposición transitoria quinta, con la finalidad de 
regular la aplicación de las modificaciones que se han incorporado al citado 
decreto –a propósito del Anteproyecto de Ley– a aquellas promociones o 

tramitaciones vinculadas con la calificación o visado de contratos que se 
hubieran iniciado antes de la entrada en vigor de tales modificaciones.  

 
No se formula ninguna objeción. 
 

Al artículo 36. Se modifican las Disposiciones Finales del Decreto 
180/2024, de 10 de diciembre, del Consell, por el que se aprueba el 
régimen jurídico de las viviendas de protección pública de la Comunitat 

Valenciana 
 

Se propone la modificación de las disposiciones finales del Decreto 
180/2024, de 10 de diciembre, del Consell en el sentido de incorporar una 
disposición más, relativa al desarrollo normativo. En este sentido, esta nueva 

disposición, dice: “Se faculta a la persona titular de la Conselleria con 
competencias en materia de vivienda para dictar cuantas disposiciones sean 
necesarias en desarrollo de las previsiones de este decreto”.  

 
No se formula ninguna objeción. 

  
 CAPÍTULO II. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 

COMPETENCIA DE LA VICEPRESIDENCIA SEGUNDA Y CONSELLERIA DE 
PRESIDENCIA 
 

 Sección 1ª.  Mancomunidades 
 

Al artículo 37. Se modifica el apartado 3 del artículo 32 de la Ley 
21/2018, de 6 de octubre, de Mancomunidades de la Comunitat 
Valenciana 

 
“Artículo 32. Funcionarios con habilitación de carácter nacional. 
(…) 
 
3. Si se estima que el volumen de servicios o recursos de la 

mancomunidad es insuficiente para el mantenimiento del puesto de habilitado 
nacional, se podrá, de conformidad con la normativa aplicable, solicitar la 
exención de la obligación de mantenerlo, en los términos previstos para los 
ayuntamientos.  

En ese supuesto, y una vez concedida la citada exención, las funciones 
reservadas a habilitados nacionales se ejercerán preferentemente mediante 
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acumulación de funciones a un funcionario con esta habilitación de alguno de 
los municipios que integran la mancomunidad. Si ello no fuera posible, dichas 
funciones reservadas se ejercerán mediante su acumulación a un funcionario o 
funcionaria con habilitación de carácter nacional de otras entidades locales o 
por los servicios de asistencia de las diputaciones provinciales, previa 
conformidad de estas.  

Los requisitos y el procedimiento para su nombramiento se ajustarán a 
lo dispuesto en la normativa reguladora del personal funcionario con 
habilitación de carácter nacional”. 

 
 La modificación proyectada simplifica el artículo 32.3 y elimina dos 
previsiones de la redacción vigente.  Así, por un lado, suprime la posibilidad 

excepcional de que, en defecto de acumulación a funcionario con habilitación 
nacional o asistencia de diputación, las funciones reservadas sean 
desempeñadas por una persona funcionaria de la mancomunidad o de un 

municipio integrante con la titulación requerida; por otro, elimina la 
prohibición de que las mancomunidades de ámbito comarcal puedan ser 

eximidas de mantener puestos reservados a funcionarios con habilitación 
nacional. La nueva redacción se remite, en cambio, a la normativa reguladora 
del personal funcionario con habilitación de carácter nacional.  

 
La modificación, atendiendo a su contenido, persigue reforzar la 

adecuación del precepto a la normativa básica estatal sobre funcionarios de 
Administración local con habilitación de carácter nacional, regulada 
fundamentalmente en el Real Decreto 128/2018. La remisión expresa a dicha 

normativa resulta adecuada, dado que las funciones de secretaría, 
intervención-tesorería y control económico-financiero están reservadas a esta 
escala y su régimen jurídico tiene carácter básico. 

 
 Sección 2ª. Ordenación del ejercicio de las profesiones del deporte 

y la actividad física 
 
 Al artículo 38. Se modifica la disposición adicional primera de la 

Ley 2/2022, de 22 de julio, de ordenación del ejercicio de las profesiones 
del deporte y la actividad física en la Comunitat Valenciana 
 

 La redacción proyectada es: 
 

“Disposición adicional primera. Títulos homologados y equivalentes. 
 

Las referencias de esta ley a las titulaciones obtenidas tras cursar las 
enseñanzas deportivas de régimen especial serán extensibles a las 
formaciones deportivas del período transitorio previstas en la normativa estatal 
y, en su caso, a las formaciones deportivas federativas que cuenten con el 
reconocimiento del órgano competente en materia de deporte de acuerdo con los 
requisitos que se establezcan reglamentariamente. 
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Para las modalidades de fútbol y fútbol sala serán considerados 

equivalentes, a efectos del ejercicio de la profesión de monitor/a de carácter 
formativo, los diplomas incluidos en la UEFA Coaching Convention: UEFA C. Y 
serán equivalentes, a efectos del ejercicio de la profesión de entrenador/a 
deportivo/a, los diplomas UEFA B, UEFA A y UEFA Pro”. 
  

La modificación proyectada incorpora una equivalencia profesional 
específica de los diplomas incluidos en la UEFA Coaching Convention para el 

ejercicio de las profesiones de monitor/a de carácter formativo y entrenador/a 
deportivo/a en las modalidades de fútbol y fútbol sala.  

 

Nada obsta a esta previsión en la medida en que se limite a los efectos 
profesionales propios de la Ley 2/2022, de ordenación del ejercicio de las 
profesiones del deporte y la actividad física, en el ámbito territorial de la 

Comunitat Valenciana, sin atribuir a dichos diplomas efectos académicos, ni 
de homologación o equivalencia general de titulaciones oficiales, competencia 

del Estado. Por ello, se considera conveniente precisar expresamente dicho 
alcance y articular un mecanismo de acreditación o comprobación de la 
autenticidad, vigencia y correspondencia de los diplomas UEFA, dado que son 

licencias o diplomas expedidos en el marco federativo, no títulos académicos 
oficiales. 

  
Al Artículo 39. Se modifica la disposición adicional quinta de la Ley 

2/2022, de 22 de julio, de ordenación del ejercicio de las profesiones del 

deporte y la actividad física en la Comunitat Valenciana 
 
La redacción proyectada reproduce de forma casi literal el contenido 

vigente de la disposición adicional quinta, manteniendo los mismos supuestos 
de equivalencia profesional, los mismos requisitos de formación federativa, 

experiencia profesional y reconocimiento por la Escuela del Deporte, así como 
la misma previsión relativa a la declaración responsable. 

 

La única modificación apreciable consiste en la supresión, en el 
apartado 1, del inciso final “con licencia de entrenador o entrenadora o monitor 
o monitora en la federación de la Comunitat Valenciana correspondiente a esa 
modalidad deportiva”. 

 

De este modo, la reforma flexibiliza los requisitos exigidos para el 
reconocimiento de la equivalencia profesional, al eliminar la exigencia de 

acreditar la correspondiente licencia federativa autonómica. Se trata de una 
opción de política legislativa que no suscita objeción jurídica alguna. 

 

 
Sección 3ª. Deporte y Actividad física de la Comunitat Valenciana 
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Al artículo 40. Se añade una disposición adicional tercera de la Ley 
2/2011, de 22 de marzo, del deporte y la actividad física de la Comunitat 

Valenciana 
 

La Disposición adicional que se incluye habilita a la conselleria 
competente en materia de deporte para que, en el marco de sus competencias 
de tutela y coordinación, fomente un sistema de información centralizado 

denominado Base de datos Centralizada de Deporte Federado (CDF) para la 
gestión y ejercicio de funciones por parte de las federaciones deportivas de la 

Comunitat Valenciana. 
 
Prevé que en el marco del sistema de información centralizado cada 

federación será responsable del tratamiento de los datos personales de sus 
federados en el ámbito, a modo enunciativo y no limitativo, de las funciones 
atribuidas en el artículo 66 de la Ley 2/2011, y que la gestión del sistema de 

información podrá realizarse, en el marco de sus funciones, por una entidad 
de las reguladas en el artículo 77 de la Ley 2/2011, que, en su caso, tendrá 

la condición de encargada del tratamiento debiendo cumplirse con el régimen 
jurídico establecido en el artículo 28 del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la 

protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos. 

 
Atendiendo al informe justificativo de la propuesta y a su contenido, se 

estima que es acorde con el ordenamiento jurídico. 

 
CAPÍTULO III.- MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 

COMPETENCIA DE LA CONSELLERIA DE ECONOMÍA, HACIENDA, Y 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
 

 Sección 1ª. Hacienda 
 
 Al Artículo 41. Se modifican los apartados 5 y 8 del artículo 40 de la 

Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del 
Sector Público Instrumental y de Subvenciones 
 

 Se propone, en relación con el apartado 5, la siguiente redacción: 
 
 “Artículo 40. Compromisos de gasto de carácter plurianual 
 (…)  
 

5. Cuando el gasto esté total o parcialmente financiado con fondos del 
Estado o con fondos procedentes de la Unión Europea, las anualidades a que 
puede extenderse el mismo, así como los porcentajes, vendrán determinadas por 
las normas fijadas por la administración financiadora, sin que les sean de 
aplicación, en tales supuestos, las limitaciones a que se refiere el apartado tercero 
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de este artículo. A tal efecto, los compromisos de gastos a que se refiere el 
presente párrafo no computarán en el crédito vinculante a los efectos de la 
aplicación de los límites a que hace referencia el mencionado apartado tercero. 

 
Solo se aplicará la excepción prevista en el presente apartado en el caso de 

que la normativa propia de la Administración financiadora especifique tanto el 
número de anualidades a la que el gasto plurianual puede extenderse, como los 
porcentajes aplicables”. 
 
 La redacción que se propone añade este último inciso con la finalidad de 
adecuar la redacción de este apartado, para que los centros gestores de gasto 
solamente apliquen las excepciones a las cuales hace referencia este precepto a 

aquellos gastos que tengan una normativa específica fijada por la 
administración financiadora, todo ello con el fin de evitar la inclusión indebida 
de determinados gastos financiados o cofinanciados por otras administraciones 

como créditos que no computan en el crédito vinculante, a lo que no se efectúa 
reparo alguno.  

 
 Respecto del apartado 8 se propone la siguiente redacción:  
 

 “8. Cuando por causas justificadas se pusieran de manifiesto desajustes 
entre las anualidades previstas en el contrato, o en el convenio de colaboración, 
o en la resolución de concesión y la realidad económica que su ejecución exigiese, 
se podrán reajustar las anualidades, siempre que los remanentes crediticios lo 
permitan. Los reajustes se acordarán por el órgano que, en cada caso, ostente la 
competencia según el procedimiento de que se trate sin perjuicio de lo establecido 
en el apartado 4 del presente artículo. En cualquier caso, y en lo que afecta al 
pago del precio de los contratos según la normativa vigente en materia de 
contratación pública, las anualidades originales tendrán cobertura mediante 
créditos ampliables de acuerdo con lo establecido en el artículo 48.1 de presente 
ley”. 
 
 Esta propuesta, con arreglo al informe justificativo de necesidad, se 

realiza por razones de eficiencia en la gestión de los correspondientes 
procedimientos, así como para unificar las distintas interpretaciones que la 
aplicación de la redacción anterior generaba, suprimiendo la referencia a la 

competencia del Consell, dejando que resulte de aplicación el régimen de 
competencias original o delegado que establezca cada Conselleria o entidad, sin 

perjuicio de la competencia del Consell para aprobar las variaciones de 
anualidades o porcentajes que resulten necesarias, en su caso, en los términos 
del apartado 4 del artículo 40 de la ley, a cuyo contenido no se efectúa reparo 

jurídico alguno. 
 

 Al Artículo 42. Se añade una letra c al apartado 1 del artículo 101 de 
la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del 
Sector Público Instrumental y de Subvenciones 
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 La finalidad de la incorporación del apartado c) es clarificar el régimen de 

control aplicable a los supuestos del artículo 120 de la Ley 9/2017 (LCSP), de 
forma similar a la redacción actual del artículo 151 de la Ley 47/2003, de 26 

de noviembre, General Presupuestaria, por lo que no se formula objeción 
alguna. 
 

 Al Artículo 43. Se modifica el apartado 2 del artículo 106 de la Ley 
1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del Sector 

Público Instrumental y de Subvenciones 
 
 Esta modificación tiene por objeto suprimir del artículo 106.2, el siguiente 

inciso del último párrafo: “y en el caso de que éste hubiera sido emitido por una 
intervención delegada u otro órgano dependiente de la Intervención General de 
Generalitat, deberá dar cuenta asimismo a ésta última, mediante la remisión de 
una relación comprensiva de la totalidad de informes tramitados en el ejercicio 
presupuestario con anterioridad al del 30 de diciembre”. 
 
 La supresión de este inciso final que hemos destacado de este apartado 
está motivada, según el Informe justificativo en que el Sistema de Información 

Presupuestaria de la Generalitat (SIP-CONTAG) no permitía la extracción de los 
informes emitidos por las Intervenciones Delegadas, en virtud de lo previsto en 

este precepto, ni una relación comprensiva de los mismos.  
 
 Tras la puesta en marcha del nuevo Sistema de Gestión Económico-

Financiera de la Generalitat (NEFIS) y en virtud de los establecido en el Decreto 
69/2023, de 12 de mayo, del Consell, y en la Orden 18/2023, de 28 de 

diciembre de 2023, de la Conselleria de Economía, Hacienda y Administración 
Pública, por la que se aprueba la Instrucción de Operatoria Contable de la 
Generalitat Valenciana en el ámbito del sistema NEFIS, esta información puede 

obtenerse directamente del sistema, por lo que, en aplicación de criterios de 
simplificación administrativa, se propone la supresión de esta previsión en el 
texto del artículo 106 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de 

Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones, a lo que 
no se efectúa reparo jurídico alguno. 

 
 Al Artículo 44. Se modifica la letra c) del apartado 1 y se añade un 
apartado 4 en el artículo 142 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la 

Generalitat, de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de 
Subvenciones 
 

 Se proyecta la siguiente redacción:  
 
 “Artículo 142. Cuentadantes. 
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 1. Serán cuentadantes las personas titulares de las entidades y órganos 
sujetos a la obligación de rendir cuentas y, en todo caso: 
 (…) 
 c) En el caso de las sociedades mercantiles, el cuentadante será el 
administrador único, los administradores solidarios o mancomunados, o el 
consejo de administración en su conjunto, según el régimen de administración 
establecido en los estatutos sociales. 
 (…)”. 
 

 Según se indica en el informe de necesidad, esta modificación tiene como 
finalidad clarificar la identificación del cuentadante en las sociedades 
mercantiles, adaptando la redacción a la diversidad de formas de 

administración previstas en la legislación mercantil. La referencia exclusiva al 
presidente del consejo de administración resulta insuficiente y podía generar 
inseguridad jurídica en aquellos casos en los que la sociedad no cuente con 

dicho órgano o haya optado por otras formas de administración, como 
administradores únicos o solidarios. Con esta nueva redacción se garantiza una 

mayor precisión normativa, se facilita la rendición de cuentas y se refuerza el 
control financiero, alineando la norma con la realidad organizativa de las 
sociedades mercantiles. 

 
 Se propone, no obstante, en lugar de especificar las distintas formas en 

que puede organizarse la administración de una sociedad mercantil, la siguiente 
redacción, que se remite al derecho mercantil y evita el exceso de especificación, 
siendo más acorde a la técnica legislativa: c) En el caso de las sociedades 
mercantiles, el cuentadante será quien ostente la condición de órgano de 
administración de la sociedad, según el régimen establecido en sus estatutos 
sociales y de conformidad con la legislación mercantil. 
 
 Se añade el apartado cuarto al artículo que queda redactado de la 

siguiente manera: 
 
 “4. Cuando una entidad deje de formar parte del sector público 
instrumental de la Generalitat Valenciana, se disuelva iniciándose un proceso de 
liquidación o en los casos de modificaciones estructurales entre entidades del 
sector público que supongan la extinción de entidades públicas sin que exista un 
proceso de liquidación, se elaborarán los estados financieros específicos previstos 
en la normativa estatal que les resulte de aplicación”. 
 
 En relación con el apartado 4 se indica en el Informe justificativo que, 
asimismo, se ha detectado la ausencia de una regulación expresa que obligue a 

las entidades que dejan de pertenecer al sector público o que inician procesos 
de modificación estructural o liquidación a formular y rendir estados financieros 

específicos que permitan evaluar su situación económico-financiera hasta el 
momento de su transformación o extinción. 
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 Esta propuesta, no presenta inconveniente jurídico. 
 

 Al Artículo 45. Se modifica la letra A) apartado 1 del artículo 168 de 
la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del 

Sector Público Instrumental y de Subvenciones 
 
 El artículo 168 proyectado, referido a la concesión directa de 

subvenciones, señala en el apartado 1, letra A) que “(…) podrán tener alcance 
plurianual y, en su caso, modificarse su importe las subvenciones nominativas, 
cualquiera que sea su naturaleza económica, siempre que los beneficiarios sean 
una administración pública de carácter territorial o una universidad pública, 
incluyendo al efecto cualquiera de las personas jurídicas que conforman sus 
respectivos sectores públicos instrumentales…”. 
 

 La modificación propuesta por tanto, pretende incluir también en el 
párrafo anterior a las Universidades Públicas, permitiendo que la 
excepcionalidad referente tanto al alcance plurianual, como a la posibilidad de 

la modificación de su importe en las subvenciones nominativas que se conceden 
a las universidades públicas queden incluidas en el artículo 168.1 A) de la Ley 
1/2015, de 6 de febrero, sin tener que acudir a la redacción de una disposición 

adicional específica en cada una de las leyes anuales de presupuestos, 
modificación a la que no se formula inconveniente jurídico alguno.  

 
 Sección 2ª. Cooperativas con sección de crédito en la Comunitat 
Valenciana 

 
 Al artículo 46. Se modifica la letra b) del apartado 2 del artículo 2 del 

texto refundido de la Ley de regulación de la actuación financiera de las 
cooperativas con sección de crédito en la Comunitat Valenciana, aprobado 
por el Decreto legislativo 1/2015 de 10 de abril, del Consell 

 
 La modificación proyectada suprime la excepción actualmente prevista 
en el artículo 2.2.b), conforme a la cual no se consideraba que existía 

interrupción o cese de la actividad cuando, “en virtud de convenio o acuerdo 
suscrito con una entidad de crédito, la sección de crédito hubiera dejado de 
realizar operaciones directamente, siempre que siguiera colaborando con la 
entidad de crédito en la concertación de operaciones, asumiendo, al menos 
parcialmente, los riesgos correspondientes a las mismas”. 

 
 Como consecuencia de dicha supresión, la interrupción de las actividades 

específicas de la sección de crédito o el cese de la actividad de intermediación 
financiera por cuenta propia durante un período superior a seis meses 
determinarán la concurrencia de la causa legal de revocación de la autorización 

administrativa, sin que pueda mantenerse la vigencia de la sección de crédito 
por la mera existencia de acuerdos de colaboración con entidades financieras. 
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 Según se indica en la memoria justificativa, la medida persigue adecuar 
la situación registral a la actividad efectivamente desarrollada por las 

cooperativas y reducir las cargas administrativas y de supervisión derivadas del 
mantenimiento de secciones de crédito que han cesado materialmente en el 

ejercicio de la actividad financiera propia. La modificación responde a una 
opción de política legislativa que se encuentra dentro del margen de 
configuración del legislador autonómico, sin que se aprecien objeciones 

jurídicas a su aprobación. 
 

 Sección 3ª. Función Pública 
 
 Las propuestas remitidas abordan la modificación de determinados 

preceptos de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función 
Pública Valenciana (LFPV).  
 

 Al artículo 47. Se modifica el apartado 4 del artículo 18 de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
 
 La regulación vigente únicamente dispone que los nombramientos de 

personal funcionario interino se efectuarán en puestos correspondientes a la 
categoría de entrada, con las excepciones reglamentarias necesarias para 

garantizar la prestación del servicio público, sin definir legalmente dicho 
concepto. La novedad de la modificación del apartado 4 del artículo 18 de la 
LFPV consiste en identificar la categoría de entrada con el puesto que tenga 
asignado el menor nivel de complemento de destino dentro del correspondiente 
cuerpo o escala. 

 
 No se formula objeción jurídica. 
 

 Al artículo 48. Se modifica el apartado 3 del artículo 23 de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana  
 

Se proyecta que quede redactado del modo siguiente: 

 
 “Artículo 23. Requisitos de los puestos de trabajo que integran la 
Dirección Pública Profesional. 
 (…) 
 

3. En la Administración de la Generalitat únicamente podrán acceder a 
puestos de la Dirección Pública Profesional reservados a personal funcionario 
de carrera, quienes pertenezcan a cuerpos o escalas del grupo A, subgrupo A1, 
y tengan reconocido, al menos, un grado personal 24 y el grado de desarrollo 
profesional II. 
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Cuando se trate de personal funcionario de carrera no perteneciente a la 
Administración de la Generalitat, deberán pertenecer a cuerpos o escalas del 
grupo A, subgrupo A1, y tener reconocido, al menos, el 24 como grado personal 
o equivalente y una antigüedad de 10 años en dicho grupo o subgrupo”. 
 
 La modificación proyectada del artículo 23.3 de la Ley 4/2021 
sustituye, como requisito para el acceso a puestos de la Dirección Pública 

Profesional reservados a personal funcionario de carrera, la exigencia de tener 
reconocido un determinado nivel competencial por la de tener reconocido, al 

menos, un grado personal 24, manteniéndose el requisito relativo al grado de 
desarrollo profesional II. 
 

 La reforma debe analizarse juntamente con la modificación proyectada 
del artículo 87.2 de la misma ley, que sustituye el actual complemento del 
puesto de trabajo integrado por los componentes competencial y de 

desempeño por los tradicionales complementos de destino y específico, 
reintroduciendo expresamente el grado personal como elemento vinculado a 

la clasificación de los puestos de trabajo y a la carrera administrativa. 
 
 Con arreglo a lo anterior, la modificación del artículo 23.3 resulta 

coherente con la reforma del régimen retributivo previsto en el artículo 87.2, 
en la medida en que la recuperación del complemento de destino y de la 

institución del grado personal justifica la sustitución del anterior requisito 
relativo al nivel competencial para el acceso a la Dirección Pública Profesional. 
 

 La modificación proyectada no suscita objeciones de legalidad, dado 
que la configuración de los requisitos de acceso a la Dirección Pública 
Profesional forma parte del ámbito de autoorganización de la Generalitat y 

encuentra acomodo en la normativa básica estatal en materia de función 
pública. Sin embargo, se considera conveniente valorar el impacto sistemático 

de la reforma sobre el conjunto del modelo de carrera profesional establecido 
en la Ley 4/2021, a fin de evitar la coexistencia de instituciones 
pertenecientes a sistemas conceptualmente distintos y garantizar la adecuada 

coherencia interna del texto legal. 
 
 Al artículo 49. Se modifica el apartado 2 del artículo 87 de la Ley 

4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 
Valenciana 

 
 La redacción proyectada es: 
 

 “Artículo 87. Retribuciones complementarias. 
 
 2. Las retribuciones complementarias consistirán en (…) 
 b) El complemento del puesto de trabajo que, a su vez, se desglosa en: 
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 1º. Complemento de destino, conforme a los niveles en que estén 
clasificados los puestos y con repercusión en la adquisición del grado personal, 
destinado a retribuir la dificultad técnica y la responsabilidad que concurren 
en los puestos de trabajo. 
 
 2.º Complemento específico, destinado a retribuir las condiciones 
particulares de los puestos de trabajo en atención a su dedicación, 
incompatibilidad, peligrosidad o penosidad exigibles para su desempeño (…)”. 
 

 La modificación proyectada del artículo 87.2 sustituye el actual 
complemento del puesto de trabajo integrado por los componentes 
competencial y de desempeño por los tradicionales complementos de destino 

y específico, reintroduciendo expresamente el grado personal como elemento 
vinculado a la clasificación de los puestos de trabajo. La reforma parece 
responder a la finalidad de aproximar el régimen retributivo de la 

Administración de la Generalitat al modelo tradicional de la función pública 
española y al previsto en la normativa básica estatal.  

 
 No obstante, debe advertirse que esta modificación incide sobre el 
modelo de carrera profesional diseñado originariamente por la Ley 4/2021, 

particularmente en lo relativo a la carrera vertical basada en niveles 
competenciales. En consecuencia, se reitera la conveniencia de valorar la 

incidencia sistemática de la reforma sobre el conjunto del modelo de 
promoción profesional previsto en la ley, a fin de preservar su coherencia 
interna y evitar la coexistencia de instituciones pertenecientes a sistemas 

conceptualmente distintos. 
 
 Al Artículo 50. Se modifican las letras c) y e) del apartado 2 del 

artículo 111 de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la 
Función Pública Valenciana 

 
 La redacción proyectada es: 
  

“Artículo 111. Concurso. 
 (…) 

2. En los términos que se disponga reglamentariamente, se podrán 

valorar, entre otros, los siguientes méritos: 
(…) 
c) El desempeño como personal funcionario de carrera de puestos de igual 

o superior complemento de destino al de los puestos convocados. 
(…)  
e) El grado personal reconocido. 
(…)”. 
 

 La modificación proyectada sustituye, entre los méritos valorables en 
los procedimientos de provisión por concurso, las referencias al desempeño 
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de puestos de igual o superior nivel competencial y al nivel competencial 
reconocido por las referencias al desempeño de puestos de igual o superior 

complemento de destino y al grado personal reconocido. 
 

 La reforma presenta coherencia sistemática con las modificaciones 
proyectadas de los artículos 23 y 87 de la Ley 4/2021, que reintroducen el 
complemento de destino y el grado personal como elementos centrales de la 

carrera administrativa y del régimen retributivo, por lo que no se efectúa 
observación alguna. 

 
 Al Artículo 51. Se añade el apartado 4 al artículo 113 de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
 
 La redacción proyectada es: 

 
 “Artículo 113. Concurso específico. 
 (…) 
 
 4. En la Administración de la Generalitat el desempeño de los puestos de 
trabajo obtenidos por concurso específico será objeto de una evaluación 
específica cada cuatro años, de acuerdo con el procedimiento objetivo que se 
establezca reglamentariamente y con las consecuencias previstas en el artículo 
137.5 de la presente norma. 
 

Esta evaluación deberá ser realizada por una comisión cuya composición 
y funcionamiento será determinada asimismo reglamentariamente”. 
 

 La modificación proyectada introduce la evaluación periódica, cada 
cuatro años, del desempeño de los puestos de trabajo obtenidos por concurso 

específico, remitiendo su regulación al desarrollo reglamentario y vinculando 
sus efectos a lo dispuesto en el artículo 137.5 de la Ley 4/2021. 
 

 Según el informe de necesidad y oportunidad, “El concurso específico se 
diferencia del ordinario en que valora méritos directamente vinculados a las 
características del puesto y la idoneidad funcional de los aspirantes, mediante 
pruebas como entrevistas o memorias. Por ello, la adjudicación no se basa solo 
en méritos generales, sino en la adecuación concreta a las funciones, lo que 
justifica la necesidad de comprobar periódicamente que dicha idoneidad se 
mantiene. Esta evaluación se alinea con el principio constitucional de eficacia 
en la actuación de las Administraciones Públicas (artículo 103 CE), 
garantizando que el desempeño se corresponda con las exigencias del puesto, 
especialmente en una organización dinámica y cambiante como es la 
Administración”. 
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Dicho esto, la previsión encuentra cobertura general en el artículo 20 
del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, que 

contempla la evaluación del desempeño como instrumento de gestión de 
recursos humanos. 

 
No obstante, la justificación ofrecida en el precitado informe no se 

considera suficiente para fundamentar la decisión de someter exclusivamente 

a este régimen de evaluación periódica a los puestos provistos mediante 
concurso específico, y no respecto, por ejemplo, los puestos previstos 

mediante concurso ordinario o los restantes. La circunstancia de que en este 
sistema de provisión se valoren méritos y aptitudes directamente vinculados 
a las funciones del puesto explica la existencia de criterios específicos de 

selección, pero no permite justificar por sí sola que únicamente quienes 
acceden por esta vía queden sometidos a una evaluación periódica con 
posibles efectos sobre su permanencia en el puesto de trabajo. 

 
La evaluación del desempeño constituye una institución de carácter 

general del empleo público y no una técnica vinculada exclusivamente a una 
concreta modalidad de provisión de puestos. Por ello, si se considera 
necesario implantar un sistema de evaluación periódica con consecuencias 

sobre el mantenimiento del puesto, dicha opción debe justificarse de manera 
más intensa y precisa, identificando las razones objetivas que determinan la 

singularidad de los puestos provistos por concurso específico y explicando por 
qué tales razones no concurren en otros puestos de trabajo. 

 

En ausencia de una motivación suficiente que justifique este 
tratamiento diferenciado, se considera procedente reconsiderar la 
incorporación de esta previsión en los términos proyectados. 

 
 Asimismo, dado que la evaluación puede producir efectos sobre la 

permanencia en el puesto conforme al artículo 137.5 de la ley, se considera 
conveniente que la norma delimite con mayor precisión los elementos 
esenciales del procedimiento y las garantías aplicables, en particular los 

criterios objetivos de evaluación y la composición técnica e imparcial de la 
comisión evaluadora. 
 

 Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 

 
 Al artículo 52. Se modifica el apartado 3 del artículo 114 de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
 

 La redacción proyectada es: 
 
 “Artículo 114. Convocatoria de concurso  
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 (…) 
 
 3. Los concursos para la provisión de puestos de trabajo podrán 
convocarse para la generalidad de los puestos de trabajo sin titular adscritos 
a un cuerpo, escala, agrupación profesional funcionarial y, en su caso, 
agrupación de puestos de trabajo. Se excluyen de esta previsión los puestos de 
trabajo que tengan adscrito personal funcionario de carrera por motivos de 
salud, de discapacidad o diversidad funcional o de violencia de género o a 
consecuencia de rehabilitación después de la pérdida de la condición de 
personal funcionario por jubilación por incapacidad permanente para el 
servicio. 
 
 No obstante lo anterior, dentro de un determinado cuerpo, agrupación 
profesional funcionarial o escala, los concursos podrán ser convocados por 
niveles de complemento de destino o por consellerias u organismos concretos 
(…)”. 
 

 La modificación proyectada del artículo 114.3 incorpora dos cambios 
en el citado apartado. Por un lado, precisa que los puestos excluidos de las 
convocatorias generales de concurso son aquellos que tengan adscrito 

personal funcionario de carrera por motivos de salud, discapacidad o 
diversidad funcional, violencia de género o rehabilitación tras la pérdida de la 

condición funcionarial por jubilación por incapacidad permanente. Por otra, 
sustituye la referencia a los niveles competenciales por los niveles de 
complemento de destino como criterio de convocatoria de los concursos dentro 

de un mismo cuerpo, escala o agrupación profesional funcionarial. 
 

 La primera modificación parece tener por finalidad delimitar con mayor 
precisión el ámbito subjetivo de la excepción, circunscribiéndola al personal 
funcionario de carrera que ocupa puestos mediante mecanismos de 

protección o adaptación. En el informe de necesidad y oportunidad de esta 
propuesta normativa se señala que “El hecho de que un puesto de trabajo esté 
ocupado por personal temporal como consecuencia de motivos de salud, de 
discapacidad o diversidad funcional o de violencia de género o a consecuencia 
de rehabilitación después de la pérdida de la condición de personal funcionario 
por jubilación por incapacidad permanente para el servicio, no puede conllevar 
que se perpetúen situaciones de temporalidad no permitidas por la normativa 
estatal básica, ya que dichos puestos son vacantes de naturaleza estructural.  

 
Al margen de lo anterior, no existe un derecho de permanencia por parte 

del personal interino, ni tampoco causa legal para excluir esos puestos de 
trabajo de las debidas convocatorias de concursos de traslados. Ante las 
diversas interpretaciones surgidas de la actual redacción, se incluye el inciso a 
que se ha hecho referencia para clarificar de forma expresa esta cuestión 
evitando conflictos en los procedimientos de provisión de puestos de trabajo, 
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garantizando la coherencia del sistema de movilidad y permitiendo la 
adecuada planificación de los recursos humanos”. 
 

La finalidad de la primera, consistente en evitar que la ocupación 

temporal de puestos estructurales por personal funcionario interino impida 
su provisión definitiva mediante concurso, resulta conforme con la normativa 
básica sobre empleo público. No obstante, la norma proyectada no explicita 

las consecuencias que la reforma producirá respecto del personal funcionario 
interino que continúe encontrándose en situaciones de salud, discapacidad o 

diversidad funcional, violencia de género o rehabilitación una vez que el 
puesto sea provisto con carácter definitivo. Dado que la redacción propuesta 
puede determinar el cese del personal interino que ocupa dichos puestos, se 

considera conveniente clarificar la articulación entre la cobertura definitiva 
de la plaza y las medidas de protección que, en su caso, procedan respecto de 
la persona afectada. No se aclara qué mecanismo se aplicará respecto del 

interino una vez producido el cese; es decir, si se le adscribirá a otro puesto 
compatible con su situación; si se extinguirá simplemente el nombramiento; 

o si existirán medidas alternativas de protección. 
 
Debería, por tanto, clarificarse este aspecto. 

  
Por lo que respecta a la sustitución de los niveles competenciales por 

los niveles de complemento de destino, la modificación resulta coherente con 
las restantes reformas proyectadas de la Ley 4/2021, introducidas en los 
artículos 23, 87 y 111, que reintroducen el grado personal y el complemento 

de destino como elementos centrales del sistema de carrera profesional y 
provisión de puestos.  
 

 Al artículo 53. Se modifican los apartados 4, 7 y 8 del artículo 116 
de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana. 
 
 La modificación proyectada del artículo 116, referido a la “remoción y 

cese de los puestos de trabajo” -cuyo contenido no se estima necesario 
reproducir- se inserta en el proceso de adaptación del modelo de función 
pública previsto en la Ley 4/2021 al sistema basado en el grado personal y el 

complemento de destino, en coherencia con las modificaciones introducidas 
en los artículos 23, 87, 111 y 114 de la misma ley, sustituyendo las 

referencias a los niveles competenciales por las instituciones del grado 
personal y el complemento de destino. 
  

 Al artículo 54. Se modifica el apartado 4 y se deroga el apartado 7 
del artículo 123 de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la 

Función Pública Valenciana  
 
 La redacción proyectada es: 
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 “Artículo 123. Cambio de puesto por motivos de salud, de discapacidad 
o diversidad funcional. 
 (…) 
 
 4. La adscripción estará condicionada a la existencia de puestos 
vacantes del cuerpo, escala o agrupación profesional funcionarial al que 
pertenece el personal funcionario, así como a que dicho puesto tenga asignadas 
unas retribuciones complementarias iguales o inferiores a las del puesto de 
procedencia y al cumplimiento, en su caso, del resto de requisitos del mismo. 
 

Excepcionalmente, si no hay vacantes de su cuerpo, escala o agrupación 
profesional funcionarial, podrá ser adscrito provisionalmente a uno distinto 
previa realización y aprovechamiento de la formación específica que garantice 
la capacidad y competencia para el desempeño de las funciones del puesto al 
que se adscriba. 

 
El cambio no podrá implicar merma retributiva para el personal 

funcionario, el cual percibirá las retribuciones básicas del cuerpo, agrupación 
profesional funcionarial o escala a la que pertenece, el grado personal 
reconocido y el complemento específico del puesto de procedencia, salvo que dé 
su conformidad a ser adscrito a un puesto que tenga asignada una jornada de 
trabajo inferior. 

 
En los supuestos en que el personal tenga necesidades formativas para 

el desempeño de las nuevas funciones, el organismo competente en la 
formación del personal empleado público organizará cursos de capacitación en 
las nuevas tareas a desempeñar. 

(…) 
7. Derogado”. 

 
 La modificación proyectada del artículo 123 introduce modificaciones 
en el régimen de cambio de puesto por motivos de salud, discapacidad o 

diversidad funcional, reforzando los mecanismos de adaptación funcional y 
permanencia en el empleo público del personal funcionario afectado.  
 

 Así, se amplían las posibilidades de adscripción provisional a puestos 
pertenecientes a cuerpos, escalas o agrupaciones profesionales funcionariales 

distintos del de pertenencia cuando no existan vacantes adecuadas en el 
propio, garantizando, además, el mantenimiento de determinadas 
condiciones retributivas mediante la percepción de las retribuciones básicas 

correspondientes al cuerpo o escala de pertenencia, del grado personal 
reconocido y del complemento específico del puesto de procedencia. 

 
 No obstante, la adscripción a puestos correspondientes a cuerpos o 
escalas distintos constituye una excepción al sistema ordinario de cuerpos y 



 62 

escalas de la función pública, por lo que se considera conveniente garantizar 
expresamente que las funciones atribuidas resulten compatibles con la 

titulación, competencias profesionales y requisitos de acceso exigidos para el 
desempeño del puesto. 

 
 Asimismo, la previsión de que dicha adscripción quede condicionada a 
la “realización y aprovechamiento de la formación específica que garantice la 
capacidad y competencia para el desempeño de las funciones del puesto” 
presenta cierta indeterminación. En particular, la norma proyectada no 

precisa el órgano competente para diseñar e impartir la formación, los 
criterios para apreciar su aprovechamiento, el procedimiento de evaluación ni 
las consecuencias derivadas de su eventual no superación. Igualmente, la 

expresión “garantice la capacidad y competencia” puede suscitar dudas 
interpretativas sobre el alcance y efectos jurídicos de este requisito. Por ello, 

se considera conveniente concretar legal o por remisión reglamentaria los 
elementos esenciales de este procedimiento formativo, en garantía de los 

principios de seguridad jurídica y objetividad. 
 
 Por otra parte, la derogación del apartado 7 suprime la posibilidad de 

que el personal adscrito a puestos pertenecientes a cuerpos o escalas distintos 
del de pertenencia participe en procesos específicos de acceso al 
correspondiente cuerpo o escala. Dado que la reforma amplía 

simultáneamente los supuestos de adscripción a puestos de otros cuerpos o 
escalas, se considera conveniente justificar en mayor medida la supresión de 

este mecanismo de regularización o integración, a fin de evitar situaciones 
prolongadas de desempeño de funciones propias de un cuerpo o escala 
distinto sin una vía específica de estabilización de dicha situación. 

 
 En consecuencia, se estima oportuno clarificar el régimen jurídico de 
estas adscripciones excepcionales, su alcance temporal y las garantías 

asociadas a las mismas, reforzando así la seguridad jurídica y la coherencia 
del sistema de cuerpos y escalas previsto en la Ley 4/2021. 

 
 Por último, la modificación adapta el régimen retributivo a las restantes 
reformas introducidas en la Ley 4/2021, sustituyendo las referencias al grado 

de desarrollo competencial y al complemento de desempeño por el grado 
personal reconocido y el complemento específico del puesto de procedencia, 

en coherencia con la recuperación del sistema tradicional basado en el grado 
personal, el complemento de destino y el complemento específico, por lo que 
no se formula objeción respecto de este aspecto. 

 
 A los artículos 55 a 59. Se modifica, respectivamente, la letra b) 
del artículo 132, el artículo 134; el apartado 3 del artículo 142, el 

apartado 1 del artículo 143 y el apartado 1 del artículo 163 de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
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 Las modificaciones proyectadas de los artículos siguientes: la letra b) 

del artículo 132; el artículo 134; el apartado 3 del artículo 142; el apartado 1 
del artículo 143; y el apartado 1 del artículo 163, que no se estiman necesario 

reproducir, sustituyen el modelo de carrera vertical inicialmente diseñado por 
la Ley 4/2021, basado en la adquisición de un mayor nivel competencial 
mediante la obtención de puestos de trabajo con destino definitivo, por otro 

vinculado al grado personal. Estas modificaciones resultan coherentes con las 
restantes reformas introducidas en la Ley 4/2021, en particular, las relativas 

a los artículos 23, 87, 111 y 114, que reintroducen el grado personal y el 
complemento de destino como elementos centrales de la carrera profesional y 
del sistema retributivo. 

 
 Por lo que no se formula objeción alguna. 
  

 Al artículo 60. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional 
décima de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función 

Pública Valenciana 
 
 Este precepto modifica el apartado 2 de la disposición adicional décima 

de la Ley 4/2021, con la finalidad de sustituir la expresión “Ley orgánica 
2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado” por 

la de “Ley orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad”. 
 
 No se formula objeción alguna. 
 

 Artículo 61. Se modifica la disposición adicional decimoquinta de 
la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 
Valenciana 

 
 La redacción proyectada es: 

 
 “Disposición Adicional Decimoquinta. Supuestos especiales de movilidad 
entre escalas de un mismo cuerpo. 
 El personal funcionario del cuerpo A1-05, Cuerpo Superior Facultativo de 
investigación científica, podrá acceder a otras escalas de dicho cuerpo mediante 
los procedimientos de provisión de puestos de trabajo previstos en la presente 
ley, siempre que la titulación que le sirvió de acceso a la escala a la que 
pertenece figure como requisito de acceso de aquella y reúna los requisitos 
previstos en esta. En ningún caso, el desempeño provisional de puestos de 
trabajo de otras escalas por este procedimiento implicará la integración del 
personal funcionario en las mismas”. 
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 La modificación proyectada de la disposición adicional decimoquinta 
altera el régimen especial de movilidad entre escalas de un mismo cuerpo. 

  
 Mientras que la redacción vigente de la Disposición Adicional 

decimoquinta configura una regla general de movilidad entre escalas para el 
personal funcionario, con la única excepción de los cuerpos A1-04 y A2-02, 
la nueva redacción limita esta posibilidad exclusivamente al personal 

funcionario del cuerpo A1-05, Cuerpo Superior Facultativo de investigación 
científica. 

 
 La modificación supone, por tanto, el paso desde un régimen general de 
movilidad intra cuerpos a un régimen singular circunscrito a un único cuerpo 

funcionarial. Dado el carácter restrictivo de la modificación, se considera 
conveniente explicitar en la exposición de motivos o en la memoria 

justificativa las razones organizativas o funcionales que fundamentan la 
supresión de esta posibilidad para el resto de cuerpos y escalas, 
especialmente si la finalidad perseguida es adecuar la movilidad a las 

singularidades propias de la actividad investigadora. 
 
 Asimismo, la nueva redacción añade la exigencia de reunir “los 

requisitos previstos” para la escala de destino, lo que refuerza las garantías 
de adecuación funcional y respeto a los principios de mérito y capacidad. 

 
 En consecuencia, se considera oportuno justificar el cambio de modelo 
que supone pasar de una habilitación general de movilidad intra cuerpos a 

un régimen excepcional limitado al cuerpo A1-05, a fin de reforzar la 
coherencia interna del sistema de carrera profesional previsto en la Ley 

4/2021. 
 
 Al artículo 62. Se modifican las letras a) y d) y se añaden las letras 

e) y f) en la disposición adicional trigésima segunda de la Ley 4/2021, de 
16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública Valenciana 

 
 La modificación proyectada de la disposición adicional trigésima 
segunda, que no se estima necesario reproducir, introduce diversas 

adaptaciones en el régimen de clasificación de determinados puestos de 
trabajo de la Administración de la Generalitat para su provisión por personal 
procedente de sectores específicos. 

 
 Por una parte, sustituye las referencias al complemento competencial 

de nivel 24 por el complemento de destino de nivel 24 o superior, en 
coherencia con las restantes modificaciones de la Ley 4/2021 que 
reintroducen el grado personal y el complemento de destino como elementos 

centrales del sistema de carrera profesional y retributivo. 
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 Asimismo, la modificación amplía los supuestos de clasificación 
singularizada de puestos. Por una parte, incorpora la posibilidad de clasificar 

determinados puestos de jefatura de la Presidencia de la Generalitat y, en su 
caso, de la conselleria competente en materia de Presidencia, para su 

provisión por personal sanitario, docente o de la Administración de Justicia, 
atendiendo a su carácter transversal e institucional. Por otra, introduce un 
nuevo supuesto relativo a la conselleria u organismo competente en materia 

de emergencias, permitiendo la provisión de puestos por personal de las 
fuerzas y cuerpos de seguridad, servicios de prevención y extinción de 

incendios y salvamento, protección civil o personal militar profesional de las 
Fuerzas Armadas. 
 

 En relación con tales modificaciones proyectadas, estas resultan, en 
principio, compatibles con la potestad de autoorganización de la Generalitat 
y con la normativa básica estatal en materia de función pública, siempre que 

la clasificación singularizada de los puestos responda a la especificidad de las 
funciones a desempeñar y respete los principios de mérito, capacidad e 

idoneidad.  
 
 Ahora bien, en las consellerias con competencias en materia sanitaria, 

educativa y de justicia, la clasificación singularizada se condiciona 
expresamente a que los puestos guarden relación directa con las 

competencias sustantivas del correspondiente sector y a la especificidad de 
las funciones que deban desempeñarse.  
 

 Sin embargo, en el caso de la Presidencia de la Generalitat y, en su caso, 
la conselleria competente en materia de Presidencia, la habilitación se 
fundamenta en su «carácter transversal e institucional», expresión más 

genérica que no vincula expresamente la clasificación de los puestos a 
funciones materiales concretas propias del ámbito sanitario, educativo o 

judicial. Del mismo modo, en materia de emergencias, aunque se enumeran 
ámbitos funcionales (coordinación operativa, respuesta inmediata, 
planificación, protección civil o seguridad pública), la redacción permite la 

clasificación de puestos de trabajo sin exigir un determinado nivel orgánico o 
una relación directa y específica con las funciones propias de los colectivos 
habilitados. 

  
 Por ello, se considera conveniente reforzar la justificación funcional de 

las nuevas habilitaciones, en relación con los puestos de Presidencia y de 
emergencias. 
 

 Por otro lado, se observa una diferencia en la delimitación objetiva de 
los puestos susceptibles de clasificación singular. Mientras que en el ámbito 

de la Presidencia la habilitación se limita a puestos de jefatura de los 
subgrupos A1 y/o A2 con complemento de destino de nivel 24 o superior, en 
materia de emergencias la previsión se extiende genéricamente a puestos de 
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trabajo cuyas funciones guarden relación con la coordinación operativa, la 
planificación o la protección civil, sin establecer un rango orgánico o nivel 

mínimo de clasificación. En aras de la adecuada delimitación de esta 
excepción al régimen ordinario de provisión de puestos, podría valorarse la 

incorporación de criterios adicionales que precisen el alcance objetivo de 
dicha habilitación. 
 

 Por último, se incorpora un apartado específico que generaliza el 
régimen jurídico aplicable al personal procedente de otros sectores o 

administraciones mientras desempeñe estos puestos, lo que conlleva la 
supresión del último párrafo del vigente apartado a) del artículo que se 
comenta. 

 
 Al artículo 63. Se modifica la disposición transitoria tercera de la 
Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
 

 La modificación proyectada de la disposición transitoria tercera 
mantiene la declaración a extinguir del cuerpo C1-04 Especialistas en 
Educación Infantil de la Administración de la Generalitat y adiciona un 

régimen transitorio de promoción interna al nuevo cuerpo B-06-01 Técnica de 
gestión en Educación Infantil para el personal que posea la titulación de 

Técnico Superior en Educación Infantil. Asimismo, prevé la amortización de 
los puestos ocupados por el personal que supere dichos procesos y la creación 
correlativa de puestos adscritos al nuevo cuerpo, manteniendo su adscripción 

orgánica. 
 
 La finalidad de la reforma parece orientarse a facilitar la progresiva 

reconversión del cuerpo declarado a extinguir y la adecuación de la 
clasificación profesional del personal a la nueva estructura de cuerpos 

derivada de la creación del grupo B prevista en el artículo 76 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. Desde esta 
perspectiva, la medida resulta compatible con la potestad de autoorganización 

de la Generalitat y con la normativa básica estatal en materia de función 
pública. 
 

 Al artículo 64. Se modifica la disposición final primera de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
 
 La modificación proyectada de la disposición final primera suprime el 

plazo de un año inicialmente previsto para la realización de los cursos 
específicos de formación contemplados en el artículo 40.3 de la Ley 4/2021, 

así como la obligación expresa del IVAP de programar anualmente un número 
suficiente de cursos para garantizar la participación del personal funcionario 
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de carrera. En su lugar, la nueva redacción se limita a establecer, con carácter 
general, que el IVAP programará dichos cursos. 

 
 La modificación pretende flexibilizar la ejecución de esta previsión legal, 

eliminando mandatos temporales que, transcurridos varios años desde la 
entrada en vigor de la Ley 4/2021, podrían haber perdido su funcionalidad. 
  

Desde esta perspectiva, la modificación no suscita objeciones de 
legalidad. No obstante, podría valorarse la conveniencia de mantener alguna 

referencia a la programación periódica o a la adecuación de la oferta formativa 
a las necesidades del servicio y del personal afectado, en aras de garantizar 
la efectividad del sistema de carrera profesional diseñado por la Ley 4/2021. 

 
 Al artículo 65. Se modifica la disposición final tercera de la Ley 
4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la Función Pública 

Valenciana 
 

 La modificación proyectada de la disposición final tercera simplifica su 
contenido, suprimiendo las previsiones relativas a los plazos concretos para 
la aprobación de diversos desarrollos reglamentarios de la Ley 4/2021, en 

particular los referidos al sistema de evaluación del desempeño, a la 
regulación de la provisión de puestos de trabajo y al empleo público de las 

personas con discapacidad, manteniéndose únicamente la habilitación 
general al Consell para dictar las disposiciones reglamentarias necesarias 
para el desarrollo y aplicación de la ley. 

 
 La modificación responde a la pérdida de virtualidad de unos plazos 
que, habiendo transcurrido desde la entrada en vigor de la ley, ya no resultan 

exigibles en sentido estricto. Desde esta perspectiva, la supresión de tales 
previsiones temporales no suscita objeciones de legalidad. 

 
 No obstante, podría valorarse la conveniencia de mantener alguna 
previsión específica sobre el desarrollo reglamentario de aquellos ámbitos que 

todavía no hubieran sido objeto de regulación; en particular, la evaluación del 
desempeño prevista en el artículo 137, cuyo desarrollo reglamentario 
continúa siendo necesario para su efectiva aplicación. 

 
 Al artículo 66. Se suprimen los apartados 2 y 3 de la disposición 

final cuarta de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la 
Función Pública Valenciana 
 

 La modificación proyectada de la disposición final cuarta suprime el 
régimen de entrada en vigor diferida previsto para determinadas materias de 

la Ley 4/2021, eliminando tanto la supeditación de la eficacia del artículo 10 
y del capítulo III del título VI a la aprobación de sus correspondientes 
desarrollos reglamentarios, como la previsión específica relativa a la entrada 
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en vigor de las disposiciones sobre acreditación de los niveles de conocimiento 
lingüístico. 

 
 La modificación se justifica en la pérdida de virtualidad de unas 

disposiciones transitorias de eficacia temporal limitada, vinculadas a la 
aprobación de normas reglamentarias que, transcurridos varios años desde 
la entrada en vigor de la ley, ya han o han debido ser aprobadas. Por ello, la 

simplificación del régimen de entrada en vigor no suscita objeciones de 
legalidad. 

 
 Al artículo 67. Se añaden en el Anexo IV, Cuerpos, escalas y 
agrupaciones profesionales funcionariales gestionados por la conselleria 

con competencias en materia de sanidad y organismos o entidades 
dependientes, de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Generalitat, de la 
Función Pública Valenciana 

 
 La modificación proyectada incorpora al Anexo IV nuevos cuerpos y 

escalas funcionariales en el ámbito de la salud pública, concretamente, el 
cuerpo A1-S06, Cuerpo superior facultativo de salud pública, con diversas 
especialidades médicas y científicas, así como el cuerpo C1-S02 de Técnicos 

de apoyo en salud pública. La reforma responde a la necesidad de adaptar la 
estructura de empleo público a la creciente especialización técnica y 

multidisciplinar de las funciones de salud pública, reforzando la capacidad 
organizativa de la Administración sanitaria. 
 

 Desde una perspectiva jurídica, la creación de nuevos cuerpos y escalas 
se incardina en la potestad de autoorganización de la Generalitat y no suscita 
objeciones de legalidad.  

  
 CAPÍTULO IV. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 

COMPETENCIA DE LA CONSELLERIA DE SANIDAD  
 
 Sección 1ª. Ordenación Farmacéutica  

 
Al artículo 68. Se modifica el artículo 1 de la Ley 6/1998, de 22 de 

junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad Valenciana 

 
Este artículo incluye a las unidades de radiofarmacia como 

establecimientos que podrán prestar atención farmacéutica, dentro del nivel 
de atención farmacéutica primaria, junto con las Oficinas de farmacia 
(artículo 1.2. a 1º) y los botiquines (artículo 1.2. a 2º), ya previstos en la norma 

vigente. 
 

La modificación proyectada incorpora las unidades de radiofarmacia 
entre los establecimientos y servicios que pueden prestar atención 
farmacéutica en el ámbito hospitalario. Según se indica en la Memoria, la 
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finalidad de la reforma es dar cobertura normativa a una realidad asistencial 
ya existente, atendiendo a las necesidades derivadas de la custodia, 

conservación, preparación y dispensación de radiofármacos en los centros 
hospitalarios. 

 
La inclusión proyectada resulta coherente con la normativa estatal 

vigente, que reconoce expresamente las unidades de radiofarmacia -artículo 

4 i) de la Orden SND/939/2022, de 29 de septiembre- como “instalaciones 
autorizadas para la adquisición, recepción, almacenamiento, preparación, 
control de calidad, dispensación y suministro de radiofármacos, bajo la 
supervisión y control de un facultativo especialista en radiofarmacia, para su 
aplicación en un centro o institución legalmente facultados para ello” -
Asimismo, se trata de unidades actualmente autorizadas y operativas en 
diversos centros hospitalarios de la Comunitat Valenciana (Hospital San Juan 

de Alicante; Hospital Universitario y Politécnico la Fe; Hospital Universitario 
Dr. Peset; Hospital Universitario Clínico; y Hospital Consorcio Provincial de 
Castellón). 

 
Desde esta perspectiva, la modificación no suscita objeciones jurídicas, 

en la medida en que se limita a integrar expresamente estas unidades en la 

estructura de la atención farmacéutica regulada por la Ley 6/1998, dotando 
de mayor coherencia y seguridad jurídica a una actividad asistencial ya 

reconocida por el ordenamiento sectorial. 
 
En consecuencia, nada obsta a que el artículo 1.2.a), 3º), incluya como 

en los términos anteriores a las unidades de radiofarmacia. 
 

Al artículo 69. Se modifica el apartado 3 del artículo 26 de la Ley 
6/1998, de 22 de junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad 
Valenciana 

 
El artículo 26.3 vigente establece una limitación temporal a la 

transmisión de las oficinas de farmacia durante los diez años siguientes a su 

apertura, con determinadas excepciones ligadas a circunstancias personales 
del titular (fallecimiento, declaración de incapacidad, de ausencia, de 

invalidez permanente total para profesión habitual, de incapacidad 
permanente absoluta para todo trabajo o de gran invalidez del titular de la 
farmacia).  

 
La modificación proyectada eleva dicho plazo a quince años y añade 

una excepción específica para las oficinas de farmacia ubicadas en municipios 

de menos de 800 habitantes, de manera que el nuevo régimen de 
intransmisibilidad reforzada se aplicaría con carácter general, salvo en los 

supuestos excepcionales ya previstos y en el caso de las oficinas radicadas en 
dichos municipios. La Memoria justificativa suscrita por la directora General 
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de Farmacia justifica dicha ampliación del plazo de transmisión del siguiente 
modo: 

 
“Aplicar políticas de despoblamiento en el ámbito rural en materia de 

adjudicación de nuevas oficinas de farmacia, priorizando las poblaciones con 
menos de 800 habitantes y actualizando el periodo de transmisión de las 
oficinas de farmacia a 15 años con el fin de favorecer la estabilidad de los 
servicios farmacéuticos en entornos rurales, evitando cierres prematuros de las 
mismas que comprometan dicho servicio en perjuicio de la población de los 
municipios con menos de 800 habitantes y promover la promoción de los 
titulares de oficinas de farmacia en dicho ámbito frente a los titulares de 
oficinas de farmacia en municipios de mayor población al a referida”. 

 
Atendiendo a lo expuesto, la Memoria justifica la medida en razones de 

política pública vinculadas a la lucha contra la despoblación y a la garantía 
de la continuidad de la prestación farmacéutica en el medio rural, 
favoreciendo una implantación estable de los servicios farmacéuticos en 

municipios de escasa población. 
 

Desde un análisis jurídico, la modificación se incardina en la potestad 
de ordenación farmacéutica atribuida a la Comunitat Valenciana y responde 
a una finalidad de interés general, consistente en garantizar la adecuada 

prestación de la asistencia farmacéutica y favorecer la cohesión territorial. 
Asimismo, la propuesta de limitación temporal a la transmisión de las oficinas 
de farmacia (que se eleva a 15 años) no constituye una novedad en el 

ordenamiento, sino una intensificación de una restricción ya existente. 
 

No obstante, dado que la medida incide sobre la facultad de transmisión 
de una autorización administrativa vinculada al ejercicio de una actividad 
económica, resulta conveniente que se justifique de forma más precisa, en la 

parte expositiva de la norma, la proporcionalidad del incremento de diez a 
quince años, explicitando las razones por las que el plazo actualmente vigente 

se considera insuficiente para alcanzar los objetivos perseguidos y la forma 
en que la ampliación proyectada puede contribuir a garantizar la estabilidad 
de la prestación farmacéutica, especialmente, en el ámbito rural. Ello 

permitiría reforzar la adecuación de la medida a los principios de necesidad y 
proporcionalidad que deben presidir la actuación normativa. 

 

Tras completar la referida justificación, modificación proyectada queda 
dentro del ámbito de competencias de la Generalitat. 

 
Al artículo 70. Se modifica el título de la Sección 1ª del Capítulo II 

del Título II de la Ley 6/1998, de 22 de junio, de Ordenación 

Farmacéutica de la Comunidad Valenciana 
 



 71 

Modifica el título de la Sección 1ª del Capítulo II del Título II de la Ley 
6/1998, de 22 de junio, titulada “De los servicios de farmacia y depósitos de 
medicamentos en los centros hospitalarios”, que pasa a denominarse “De los 
servicios de farmacia, depósitos de medicamentos en los centros hospitalarios 
y unidades de radiofarmacia”, para incluir a las unidades de radiofarmacia. 

 

No se formula objeción alguna. 
 
Al artículo 71. Se modifica el artículo 44 de la Ley 6/1998, de 22 

de junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad Valenciana 
 

El artículo 44 regula la atención farmacéutica de los centros 
hospitalarios a efectos de que se preste por los servicios de farmacia, por los 
depósitos de medicamentos y por las unidades de radiofarmacia. 

 
 Se incluye a tal efecto un apartado 4 que prevé que puedan “existir 

unidades de radiofarmacia en los centros hospitalarios de la Conselleria de 
Sanidad de la Comunitat Valenciana”. 

 

No se formula objeción alguna. 
 

Al artículo 72. Se modifica el apartado 1 del artículo 45 de la Ley 
6/1998, de 22 de junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad 
Valenciana 

 
La modificación proyectada amplía las funciones atribuidas a los 

servicios de farmacia hospitalaria, incorporando su participación en la 
evaluación, selección y posicionamiento de medicamentos, productos 
sanitarios y dietoterápicos (letra b), así como competencias relacionadas con 

la gestión de compras (letra d) y la coordinación técnica de los contratos de 
medicamentos y productos sanitarios (letra e). La reforma refuerza el papel de 
los servicios de farmacia hospitalaria en los procesos de utilización racional 

de medicamentos y en la gestión eficiente de los recursos sanitarios. 
 

Desde un punto de vista jurídico, la modificación no suscita objeciones, 
al incardinarse en las competencias autonómicas de organización sanitaria y 
de ordenación farmacéutica. No obstante, debe entenderse que las funciones 

de coordinación técnica y participación en los procedimientos de contratación 
se ejercerán sin perjuicio de las competencias que la legislación de contratos 

del sector público atribuye a los órganos de contratación y a los restantes 
órganos con funciones de gestión económica y administrativa. 
 

 Al margen de la anterior matización, nada obsta a su aprobación. 
 

Al artículo 73. Se añade un artículo 47 bis en la Ley 6/1998, de 22 

de junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad Valenciana 
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El artículo 47.bis que se añade incorpora a la Ley 6/1998, una 

definición básica de las “Unidades de Radiofarmacia”, atribuyendo a la 
conselleria competente en materia de sanidad la competencia para su 

autorización y exigiendo su dirección por personal especialista en 
radiofarmacia. La modificación resulta coherente con la incorporación de 
estas unidades al sistema de atención farmacéutica y con la normativa estatal 

reguladora de los radiofármacos y de las unidades de radiofarmacia. 
 

No obstante, el contenido del nuevo precepto tiene un alcance 
esencialmente declarativo y de remisión a la normativa básica estatal, 
especialmente en lo relativo a las funciones de estas unidades, por lo que su 

principal efecto consiste en integrar expresamente esta figura asistencial en 
el marco organizativo autonómico y dotarla de una cobertura legal específica 
dentro de la legislación farmacéutica valenciana. 

 
Por consiguiente, no se formula objeción jurídica alguna. 

 
 Sección 2ª. Salud 
 

Al artículo 74. Se añade la letra q) al apartado 1 del artículo 3 de la 
Ley 10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 

 
La modificación proyectada tiene por objeto la inclusión, en el artículo 

3.1, intitulado “principios rectores”, del siguiente principio: 

 
“q) Velar por la protección, seguridad y bienestar del personal de 

instituciones sanitarias del Sistema Valenciano de Salud, al que se refiere el 
artículo 16 de la presente ley, frente a las agresiones ejercidas sobre dicho 
personal en el ámbito sanitario”. 

 
No se formula objeción jurídica alguna a la presente modificación. 
 

Al artículo 75. Se añade un apartado 9 en el artículo 4 de la Ley 
10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 

 
Añade un apartado 9 al artículo 4 a los efectos de incluir la definición 

de “Agresiones en el ámbito sanitario” como “toda conducta, efectuada por 
cualquier medio, ya sea de forma verbal, escrita, audiovisual, digital o por redes 
sociales, constitutiva de falta de respeto, insulto, vejación, injuria, acoso, 
calumnia, amenaza, intimidación, coacción o ataque -físico o verbal- o 
atentatoria contra la libertad sexual, ejercida por pacientes, personas usuarias, 
familiares o acompañantes contra el personal de instituciones sanitarias al que 
se refiere el artículo 16 de la presente ley, en el ejercicio de su profesión en 
instituciones y servicios sanitarios. A estos efectos, el citado personal tendrá la 
condición de autoridad pública. Esta conducta puede manifestarse tanto dentro 
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de las instalaciones o centros sanitarios como fuera de ellos, siempre que el 
motivo de la misma esté vinculado al desempeño profesional del personal 
afectado y sea susceptible de causar daño físico, psicológico o moral. 

 
Se considerará asimismo agresión en el ámbito sanitario, el daño 

patrimonial ejercido contra los medios, instrumental e instalaciones de la 
organización o en los bienes del personal de instituciones sanitarias al que se 
refiere el artículo 16 de la presente ley, en el ejercicio de su profesión en 
instituciones y servicios sanitarios”. 

 
La modificación proyectada incorpora, de este modo, una definición 

legal de las agresiones en el ámbito sanitario con la finalidad de delimitar el 

ámbito objetivo y subjetivo de aplicación de las medidas de protección 
previstas en la ley. La definición se enmarca en las competencias autonómicas 
de organización, planificación y ordenación de los servicios sanitarios, por lo 

que, atendiendo a su contenido y finalidad, no se formula objeción jurídica 
alguna a su aprobación. 

 
Al artículo 76. Se modifica el artículo 44 de la Ley 10/2014, de 29 

de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 

 
El artículo 44 de la Ley de Salud regula el derecho a la libre elección de 

médico y centro indicando que “los pacientes y personas usuarias del Sistema 
Valenciano de Salud, tanto en la atención primaria como en la especializada, 
tienen derecho a elegir médico e igualmente centro después de una adecuada 
información, con arreglo a los términos y condiciones que se establezcan 
reglamentariamente”. 

 
La modificación proyectada incorpora la novedad relativa a que 

cualquier profesional pueda ejercer el derecho de renunciar a prestar la 

atención sanitaria a un paciente o persona usuaria, si no conlleva 
desatención, si el profesional ha sido objeto de agresión en el ámbito sanitario 

o en aquellos supuestos determinados reglamentariamente.  
 
Esta innovación legislativa obedece, como señala la Memoria 

justificativa a que “En la Comunitat Valenciana, la violencia de la que es víctima 
el personal del Sistema Valenciano de Salud dio lugar a que, ya desde un 
primer momento, se implementaran distintas medidas para atajar estas 
situaciones. En este sentido, el Consell aprobó el Decreto 159/2009, de 2 de 
octubre, por el que se establecen las actuaciones de los órganos de la 
Conselleria de Sanidad en la prevención y atención de las agresiones a los 
trabajadores del sector sanitario público de la Generalitat. 

 
Asimismo, por Resolución de 14 de febrero de 2018, de la consellera de 

Sanidad Universal y Salud Pública, se aprobó el Plan de prevención de riesgos 
laborales de la Conselleria de Sanidad Universal y Salud Pública, en cuya 
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ejecución se elaboró el Plan Integral de Prevención de Agresiones en el Entorno 
Sanitario, actualizado a fecha de 2022, que contiene determinados objetivos y 
líneas de actuación, así como un Procedimiento para la gestión de dichas 
agresiones. 

 
Sin embargo, desde la pandemia se produjeron cambios sociales que 

requieren de la actualización de estas medidas y la ampliación de acciones, 
como resulta de los datos extraídos de los sistemas de información de los que 
dispone la Administración sanitaria, según los cuales, en el año 2024, el 
número de profesionales del Servicio Valenciano de Salud que comunicaron 
algún tipo de violencia ascendió a un total de 1356, de las cuales 1135 fueron 
agresiones verbales, y 221 comportaron violencia física”. 

 
A la vista de la memoria justificativa y del contenido de la modificación 

proyectada, nada obsta a su aprobación. 
 
Al artículo 77. Se modifica el artículo 46 de la Ley 10/2014, de 29 

de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 
 
El artículo 46 regula el derecho a la historia clínica y su acceso. 

  
 Esta propuesta de modificación viene justificada, como señala el 

informe de necesidad, en  dar “una nueva redacción del artículo 46 de la ley 
10/2014 de 29 de diciembre de salud de la Comunitat Valenciana con el objeto 
de incluir en la historia clínica el historial socio sanitario y elaborar un sistema 
de integración de información social y sanitaria con el fin de definir un espacio 
socio sanitario electrónico, el cual permitirá, en el marco de un sistema reglado, 
el compartir información por profesionales sanitarios y de servicios sociales con 
el fin de una mayor capacitación en el ejercicio de sus competencias del 
conjunto de los profesionales que intervienen en la prestación de atención 
sanitaria y servicios sociales”. 
 
 Según indica en el Informe de la Secretaria autonómica de sanidad, 
sobre las observaciones formuladas por la Abogacía de la Generalitat, que la 
modificación propuesta “está relacionada con el Proyecto de Decreto de 
Consell, por el que se regula la historia social única y se implementa el sistema 
de información para la gestión de los servicios sociales del Sistema Público de 
Servicios Sociales de la Comunitat Valenciana, así como la necesidad de 
regular el derecho del paciente a obtener información de quien ha accedido a 
su historia clínica.  
 

En la actualidad, existen otros proyectos normativos en tramitación 
respecto a la Historia Clínica y el espacio sociosanitario, por lo tanto, las 
cuestiones que se plantean por la Abogacía respecto al derecho de acceso a la 
historia clínica será objeto de desarrollo reglamentario”. 
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 La creación de este espacio prevista por el Anteproyecto implica la 
coordinación de dos tipos de historiales, el sanitario y el social. 

 
(i) Por un lado, la historia clínica, regulada en los arts. 14 a 19 LAP y 

46 LSCV, y que comprende «conjunto de los documentos relativos a los 
procesos asistenciales de cada paciente, con la identificación de los médicos 
y de los demás profesionales que han intervenido en ellos» (artículo 14.1 LAP). 

 
(ii) Por otro, la historia social única a que se refiere el artículo 73 LSSI, 

y en la que se recoge la «información obtenida en los procesos de intervención 
social de cada persona usuaria y, en su caso, unidad de convivencia del 
Sistema Público Valenciano de Servicios Sociales» (artículo 73.1 LSSI). 

 
La modificación proyectada crea el espacio sociosanitario, el cual va a 

permitir que la historia clínica pueda dar “soporte a la prestación de servicios 

sociales” (artículo 46.1 LSCV), así como que información de los usuarios del 
SPVSS, procedente de la historia social única, sea cedida a la historia clínica 

para su consulta por el personal sanitario (artículo 46.3 LSCV). 
 
Como advierte la Abogacía General de la Generalitat en su informe, es 

necesario que el artículo 46 de la Ley 10/2014 -u otra norma con rango de 
ley- determine “las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos 
objeto del mismo, así como las cesiones que procedan como consecuencia del 
cumplimiento de la obligación legal”, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos 

personales y garantía de los derechos digitales. 
 

Al artículo 78. Se modifica el apartado 1 del artículo 53 de la Ley 
10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 

  

Esta modificación incluye, entre los deberes de los pacientes y personas 
usuarias de los servicios sanitarios, el cumplimiento de las siguientes 

obligaciones: 
 
“e) Mantener el debido respeto al personal de instituciones sanitarias que 

presta sus servicios en el Sistema Valenciano de Salud, así como a su honor y 
prestigio profesional, absteniéndose de realizar actos que puedan suponer 
lesión o menoscabo de su seguridad e integridad física y moral en el desempeño 
de sus funciones, así como cumplir las normas de funcionamiento y convivencia 
establecidas en cada centro o servicio sanitario”. 

 
A la vista de su contenido, nada obsta a su aprobación. 

 
Al artículo 79. Se modifica el apartado 6 del artículo 59 de la Ley 

10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 
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La modificación proyectada incluye en el texto del apartado 6, que la 
Conselleria competente en materia de sanidad comunique o proponga, según 

se establezca legalmente, a la Conselleria competente en materia de 
educación, acciones de formación y prevención en materia de agresiones en 

el ámbito sanitario, así como la elaboración de protocolos de intervención 
sobre aquellos problemas y aspectos de la salud con perspectiva de género 
que se consideren de interés para la protección y la promoción de la salud en 

la población infantil y juvenil.  
 

Atendiendo a su contenido, es conforme al ordenamiento jurídico la 
modificación propuesta. 

 

 Al artículo 80. Se añade un apartado 8 en el 94 de la Ley 10/2014, 
de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 
 

 Deberá añadirse el término “artículo” precediendo a “94”. 
 

 Se proyecta la siguiente redacción: 
 
 “Artículo 94. Sanciones 
 (…) 
 8. La imposición de una sanción no es incompatible con la obligación de 
la persona responsable de reponer la situación alterada a su estado originario 
y la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por su conducta infractora 
en el mobiliario, instalaciones o equipamiento del centro sanitario. Asimismo, el 
órgano al que corresponda el ejercicio de la potestad sancionadora podrá exigir, 
también como sanción accesoria, el abono de los gastos de asistencia sanitaria 
de la víctima, así como de las indemnizaciones que, de acuerdo con la 
legislación vigente, deba satisfacer la persona responsable”. 
 
 El precepto, en su apartado 8, segundo inciso, califica como “sanción 
accesoria” el abono de los gastos de asistencia sanitaria de la víctima y de las 
indemnizaciones que, conforme a la legislación vigente, deba satisfacer la 

persona responsable. A este respecto, conviene señalar que tales obligaciones 
presentan una naturaleza esencialmente resarcitoria o indemnizatoria, 

dirigida a reparar los perjuicios ocasionados y no una finalidad punitiva 
propia de la potestad sancionadora. 
 

 Por ello, desde una perspectiva de técnica normativa, debe diferenciarse 
expresamente las sanciones de las obligaciones de restitución, reparación e 
indemnización derivadas de la conducta infractora, evitando así la confusión 

entre instituciones jurídicas de distinta naturaleza y finalidad. 
 

 Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 
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Al artículo 81. Se modifica el apartado 2 del artículo 98 de la Ley 
10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 

 
Se modifica el apartado 2 del artículo 98 que queda como sigue: 

 
“2. El órgano competente para resolver los expedientes sancionadores 

podrá adoptar, durante su tramitación, las medidas provisionales que estime 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer.  

 
No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar 

perjuicio de difícil o imposible reparación a las personas interesadas o que 
impliquen violación de derechos amparados por las leyes, y deberán ser 
proporcionadas a la naturaleza y gravedad de las infracciones cometidas. 
Estas medidas incluirán las siguientes: exigencia de fianza o caución, 
incautación de bienes directamente relacionados con los hechos que hayan 
dado lugar al procedimiento, cierre provisional de locales e instalaciones y 
suspensión de actividades, así como cualquier otra que asegure la eficacia de 
la resolución que se pueda dictar. 

 
Asimismo, en el caso de las infracciones cometidas en materia de 

agresiones en el ámbito sanitario, la medida provisional podrá consistir en una 
nueva asignación de profesional a la persona infractora, en el mismo o, 
preferentemente, en distinto centro sanitario. 

(…)”. 
 

La redacción vigente que se pretende modificar, en cuanto a las medidas 
indica “Estas medidas incluirán, entre otras, las siguientes: (…)”. 

 
La modificación proyectada, con la redacción propuesta, limita la 

adopción de medidas provisionales. El artículo 56.3 de la Ley 39/2015 

dispone que “podrán acordarse las siguientes medidas provisionales, en los 
términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil: 

 
a) Suspensión temporal de actividades. 
b) Prestación de fianzas. 
c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal 

de servicios por razones de sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del 
establecimiento por estas u otras causas previstas en la normativa reguladora 
aplicable. 

d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables 
en metálico por aplicación de precios ciertos. 

e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble. 
f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una 

actividad que se considere ilícita y cuya prohibición o cesación se pretenda. 
g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se 

reclamen. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2000-323
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h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las 
Administraciones Públicas. 

i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los 
interesados, prevean expresamente las leyes, o que se estimen necesarias para 
asegurar la efectividad de la resolución”. 
 

Por ello, se aconseja mantener la redacción anterior a los efectos de no 

bloquear las posibles medidas provisionales que puedan adoptarse por el 
órgano competente. 

 
Al artículo 82. Se modifican el título y los apartados 1 y 3 del 

artículo 99 de la Ley 10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la 

Comunitat Valenciana 
 

 La nueva redacción propuesta es: 
 

“Artículo 99. Competencia sancionadora, excepto en materia de 
agresiones en el ámbito sanitario.  

 

“1.Corresponde a los municipios, en el ámbito de sus competencias, 
imponer sanciones por la comisión de infracciones leves en materia de 
drogodependencias y otros trastornos adictivos y por la comisión de 
infracciones leves y graves en el resto de materias reguladas en esta ley, a 
excepción de las relativas a las agresiones en el ámbito sanitario, siempre que 
se hubieran cometido íntegramente en su ámbito territorial, así como adoptar 
las medidas especiales  cautelares y definitivas que proceda. 

(…) 
 
3. En el ámbito de la Generalitat, corresponde a los titulares de las 

direcciones generales competentes por razón de la materia, con excepción de 
las agresiones en el ámbito sanitario, imponer sanciones por la comisión de 
infracciones leves y graves. Asimismo, corresponde al titular de la Conselleria 
competente en materia de sanidad imponer sanciones por la comisión de 
infracciones muy graves, todo ello sin perjuicio de la competencia del Consell 
para acordar el cierre temporal de establecimientos, instalaciones y servicios.  

(…)”. 
 
La modificación que se proyecta tiene por finalidad establecer quienes 

serán los órganos competentes para ejercer la competencia sancionadora en 
materia de agresiones a profesionales sanitarios, por lo que nada obsta a su 

aprobación. 
 

 Al artículo 83. Se añade un artículo 99 bis en la Ley 10/2014, de 
29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 
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 El artículo 83 incorpora un nuevo artículo 99 bis en la Ley 10/2014, de 
29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana, con el objeto de 

determinar los órganos competentes para el ejercicio de la potestad 
sancionadora en materia de agresiones en el ámbito sanitario, distribuyendo 

dicha competencia en función de la gravedad de la infracción. 

 La atribución competencial proyectada responde a un criterio de 
graduación objetiva basado en la entidad de la infracción, correspondiendo la 
imposición de sanciones por infracciones leves, graves y muy graves a órganos 
administrativos de distinto nivel jerárquico. Esta técnica resulta coherente 

con los principios de eficacia administrativa y proporcionalidad en el ejercicio 
de la potestad sancionadora y se encuadra dentro de la potestad de 

autoorganización de la Administración autonómica. 

 En consecuencia, no se formula objeción jurídica a la modificación 
proyectada. 

 

 Al artículo 84. Se modifica el título del capítulo II del Título X de 

la Ley 10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 

 El artículo 84 modifica la rúbrica del capítulo II del título X de la Ley 
10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana, 
sustituyendo la denominación vigente por la de «Régimen sancionador en 
materia de ordenación, asistencia sanitaria y agresiones en el ámbito 

sanitario». 

 La modificación tiene por finalidad adaptar la sistemática de la ley a la 
incorporación de un régimen sancionador específico en materia de agresiones 
en el ámbito, por lo que no se formula objeción jurídica alguna. 

 Al artículo 85. Se añade un artículo 100 bis en la Ley 10/2014, de 
29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana. 

 El artículo 85 incorpora un nuevo artículo 100 bis en la Ley 10/2014, 
de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana, mediante el que se 

tipifican las infracciones leves en materia de agresiones en el ámbito sanitario. 

 La finalidad de la modificación, consistente en dotar de una respuesta 
sancionadora específica a determinadas conductas que afectan al personal de 
las instituciones sanitarias o al normal funcionamiento de los centros 

sanitarios, resulta coherente con el objetivo de reforzar la protección de los 
profesionales sanitarios y garantizar la adecuada prestación del servicio 
público de salud. 

 No obstante, se observa que algunos de los tipos infractores 
incorporados se delimitan mediante fórmulas negativas tales como “cuando 
no constituya infracción grave o muy grave”, técnica normativa que, si bien 
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permite articular una gradación entre las distintas categorías infractoras, 
desplaza parcialmente la definición de la conducta sancionable a los restantes 

tipos previstos en la norma. Por ello, se considera conveniente que la 
delimitación entre las infracciones leves, graves y muy graves resulte lo más 

precisa posible. 

 Sin perjuicio de lo anterior, la tipificación proyectada no suscita 
objeción jurídica. 

 
 Al Artículo 86. Se añade un artículo 101 bis en la Ley 10/2014, de 

29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 
  

 La redacción propuesta es: 
 

“Artículo 101 bis. Infracciones graves en materia de agresiones en el 

ámbito sanitario 

 Se tipifican como infracciones graves en materia de agresiones en el 

ámbito sanitario las siguientes: 

 a) Toda conducta de falta de respeto, insulto, vejación, injuria, o daño en 

los bienes personales, cuando no constituya infracción leve o muy grave, 

ejercida contra el personal de instituciones sanitarias al que se refiere el 

artículo 16 de la presente ley, en el ejercicio de su profesión o con ocasión de 

ésta. 

 b) La realización de actos o conductas que alteren o perturben el normal 

funcionamiento de los centros sanitarios, cuando no constituyan infracción leve 

o muy grave. 

 c) La destrucción, menoscabo o deterioro de las instalaciones y 

equipamiento de los centros sanitarios, siempre que afecte a su normal 

funcionamiento. 

 d) Cualquier otra forma de agresión ejercida contra el personal al que se 

refiere el artículo 16 de la presente ley, cuando no constituya infracción leve o 

muy grave. 

 e) Haber sido sancionado por dos o más infracciones leves en el 

transcurso de los últimos tres años”. 

 
El artículo 101 bis incorpora la tipificación de las infracciones graves 

en materia de agresiones en el ámbito sanitario. La finalidad de reforzar la 
protección del personal de las instituciones sanitarias frente a conductas que 

afecten al normal desarrollo de la actividad asistencial resulta legítima y 
coherente con los objetivos perseguidos por la reforma. No obstante, se 
considera necesario efectuar algunas observaciones en relación con la 

delimitación de determinadas conductas infractoras. 
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En primer lugar, la letra a) incluye entre las infracciones graves toda 
conducta de “falta de respeto” ejercida contra el personal sanitario. A 

diferencia de otras conductas expresamente tipificadas en el mismo precepto, 
como los insultos, vejaciones o injurias, la expresión “falta de respeto” 

constituye un concepto particularmente amplio e indeterminado, susceptible 
de abarcar comportamientos de muy diversa entidad. Desde la perspectiva del 
principio de tipicidad sancionadora, reconocido en el artículo 25.1 de la 

Constitución y desarrollado en el artículo 27 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, se estima necesario concretar su alcance o sustituirla por conductas 

de contenido más determinado, evitando que la apreciación de la infracción 
quede excesivamente condicionada por valoraciones subjetivas. 

 

Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 
 

Por su parte, las letras b) y d) incorporan cláusulas de notable amplitud. 
  

Así, la letra b) tipifica la realización de actos o conductas que alteren o 
perturben el normal funcionamiento de los centros sanitarios, mientras que 
la letra d) sanciona “cualquier otra forma de agresión” ejercida contra el 

personal sanitario cuando no constituya infracción leve o muy grave. Aunque 
ambas previsiones pretenden evitar lagunas en la protección del personal y 

del servicio público sanitario, la amplitud de los términos empleados puede 
dificultar la delimitación precisa de las conductas sancionables. 

 

En particular, la cláusula residual contenida en la letra d) presenta un 
elevado grado de indeterminación, al permitir la inclusión de conductas no 
específicamente descritas en la norma. Por ello, resulta necesario concretar 

su alcance mediante la incorporación de criterios adicionales que permitan 
identificar con mayor precisión las conductas subsumibles en dicho tipo 

infractor, reforzando así las exigencias de previsibilidad y certeza inherentes 
al principio de tipicidad. 

 

La observación a esta letra d) es esencial a los efectos del artículo 77.3 
del Reglamento de este Consell. 

 

Por su parte, la letra c) tipifica como infracción grave la destrucción, 
menoscabo o deterioro de las instalaciones y equipamiento de los centros 

sanitarios cuando afecten a su normal funcionamiento. Esta previsión no 
suscita, en principio, objeciones jurídicas, si bien debe ponerse en relación 
con la infracción muy grave prevista en el artículo 102 bis.b), que sanciona 

las mismas conductas cuando, además, supongan una alteración o un riesgo 
sanitario grave, que se comenta con posterioridad. 

 
Por último, y en relación con la infracción tipificada en la letra e) se 

estima que debe clarificarse del modo siguiente: “La comisión de una nueva 
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infracción cuando la persona responsable hubiera sido sancionada mediante 
resolución firme en vía administrativa por dos o más infracciones leves en el 
transcurso de los tres años anteriores"; evitando con esta redacción que el 
precepto pueda interpretarse como la mera conversión automática de 

sanciones anteriores en una nueva infracción, exigiendo al mismo tiempo la 
firmeza administrativa de la sanción. 

 
Por razones de claridad se estima esencial a los efectos del artículo 77.3 

del Reglamento de este Consell. 
 

 Por otro lado, se observa que tanto la letra d) del artículo 101 bis como 
la letra c) del artículo 102 bis incorporan cláusulas residuales de tipificación 

mediante las expresiones “cualquier otra forma de agresión (...) cuando no 
constituya infracción leve o muy grave” y “cualquier otra forma de agresión 
(...) cuando no constituya infracción leve o grave”, respectivamente. 

 La utilización de este tipo de cláusulas de cierre puede responder a la 
finalidad de evitar lagunas de tipificación y garantizar una protección integral 

del personal sanitario frente a conductas agresivas que no encajen 
exactamente en los supuestos expresamente descritos por la norma. Sin 

embargo, desde la perspectiva de los principios de tipicidad y seguridad 
jurídica consagrados en los artículos 25.1 y 9.3 de la Constitución, la técnica 
normativa empleada puede dificultar, o incluso impedir, la adecuada 

delimitación de las conductas sancionables, en la medida en que la definición 
del tipo infractor se realiza fundamentalmente por exclusión respecto de las 
restantes infracciones y no mediante la identificación positiva de los 

elementos que caracterizan la conducta. 

 Asimismo, debe señalarse que ambas categorías infractoras recurren a 
una formulación sustancialmente idéntica, lo que dificulta determinar con 
suficiente precisión los criterios que permiten calificar una determinada 

conducta residual como infracción grave o como infracción muy grave. Por 
ello, se estima necesario una mayor concreción de estos tipos residuales o la 
incorporación de criterios objetivos de graduación que permitan delimitar con 

mayor claridad el ámbito propio de cada categoría infractora, reforzando así 
la seguridad jurídica y la previsibilidad de la norma. 

 

 Al Artículo 87. Se añade un artículo 102 bis en la Ley 10/2014, de 
29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana 
 

 La redacción propuesta es: 
 

 “Artículo 102 bis. Infracciones muy graves en materia de agresiones en 
el ámbito sanitario 
 Se tipifican como infracciones muy graves en materia de agresiones en el 
ámbito sanitario las siguientes: 
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 a) Toda conducta que suponga acoso, coacción, amenaza, intimidación, 
calumnia, o ataque -físico o verbal- o atentatoria contra la libertad sexual, así 
como el daño en los bienes personales cuando no constituya infracción leve o 
grave, ejercida contra el personal de instituciones sanitarias al que se refiere el 
artículo 16 de la presente ley, en el ejercicio de su profesión y con ocasión de 
ésta. 
 b) La destrucción, menoscabo o deterioro de las instalaciones y 
equipamiento de los centros sanitarios, siempre que afecte a su normal 
funcionamiento, y suponga una alteración o riesgo sanitario grave. 
 c) Cualquier otra forma de agresión ejercida contra el personal al que se 
refiere el artículo 16 de la presente ley, cuando no constituya infracción leve o 
grave. 
 d) Haber sido sancionado por dos o más infracciones graves en el 
transcurso de cinco años”. 
 

 La tipificación de las infracciones muy graves en materia de agresiones 
en el ámbito sanitario no plantea, con carácter general, objeciones desde la 

perspectiva de la competencia autonómica en materia de sanidad y 
organización de los servicios sanitarios. No obstante, resulta necesario 
efectuar una observación respecto de la letra b), que califica como infracción 

muy grave la destrucción, menoscabo o deterioro de las instalaciones y 
equipamiento de los centros sanitarios cuando ello afecte a su normal 

funcionamiento y “suponga una alteración o riesgo sanitario grave”. 
 
 La tipificación contenida en la letra b) del artículo 102 bis configura 

como infracción muy grave la destrucción, menoscabo o deterioro de 
instalaciones o equipamientos sanitarios cuando, además de afectar a su 

normal funcionamiento, suponga una alteración o un riesgo sanitario grave. 
Sin embargo, la infracción grave prevista en el artículo 101 bis.c) ya sanciona 
las mismas conductas cuando afecten al normal funcionamiento del centro 

sanitario. 
 
 En consecuencia, la delimitación entre ambos tipos infractores 

descansa exclusivamente en la concurrencia de una “alteración o riesgo 
sanitario grave”, concepto que actúa como elemento diferenciador de la mayor 

gravedad de la conducta. Desde la perspectiva de los principios de tipicidad y 
seguridad jurídica, reconocidos en los artículos 25.1 y 9.3 de la Constitución, 
resulta necesario precisar el alcance de dicho concepto o incorporar criterios 

que permitan distinguir con suficiente claridad los supuestos constitutivos de 
infracción grave de aquellos que deban merecer la calificación de muy grave, 
favoreciendo una aplicación homogénea del régimen sancionador y evitando 

incertidumbres interpretativas. 
 

 Asimismo, la cláusula residual contenida en la letra c), que tipifica como 
infracción muy grave “cualquier otra forma de agresión” cuando no constituya 
infracción leve o grave, presenta, como sucede en relación con el artículo 
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101.bis, d), un grado de indeterminación elevado, por lo que debe suprimirse, 
precisarse su alcance, o vincularla a criterios objetivos de gravedad, a fin de 

garantizar una adecuada delimitación de las conductas sancionables y una 
aplicación conforme a las exigencias derivadas del principio de tipicidad. 

 
 Estas observaciones son de carácter esencial a los efectos del artículo 
77.3 del Reglamento de este Consell. 

 
Por último, en relación con la infracción tipificada en la letra d) se 

estima que debe clarificarse del modo siguiente: “La comisión de una nueva 
infracción cuando la persona responsable hubiera sido sancionada mediante 
resolución firme en vía administrativa por dos o más infracciones graves en el 
transcurso de los tres años anteriores", evitando con esta redacción que el 
precepto pueda interpretarse como la mera conversión automática de 

sanciones anteriores en una nueva infracción, exigiendo al mismo tiempo la 
firmeza administrativa de la sanción. 

 

Por razones de claridad esta observación se estima esencial a los 
efectos del artículo 77.3 del Reglamento de este Consell. 
 

Al artículo 88. Se añaden los apartados 2, 3, 4 y 5 al artículo 103 
de la Ley 10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat 

Valenciana  
 

 La nueva redacción propuesta es: 
 

 “Artículo 103. Sanciones 
 
 1. Las infracciones serán sancionadas conforme a las cuantías 
establecidas en la legislación básica general de sanidad. 
 2. Las infracciones en materia de agresiones en el ámbito sanitario serán 
sancionadas guardando la debida adecuación entre la gravedad del hecho 
constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, y se establecerá una 
graduación de esta en grado mínimo, medio y máximo para cada nivel de 
calificación. Para la determinación de la sanción que se va a imponer, dentro 
de cada uno de estos grados, se deberá atender a los criterios establecidos en 
el artículo 29.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, así como a los criterios de 
graduación contemplados en el artículo 96 de la presente ley. 
 3. Las infracciones tipificadas en los artículos 100 bis, 101 bis y 102 bis 
serán sancionadas con multas, en las cuantías que se especifican a 
continuación: 
 a) Multa desde 500 hasta 5.000 euros por infracciones leves. 
 b) Multa desde 5.001 hasta 15.000 euros por infracciones graves. 
 c) Multa desde 15.001 hasta 60.000 euros por infracciones muy graves. 
 4. La autoridad competente para resolver el expediente podrá acordar, 
asimismo, como sanciones accesorias, en los supuestos de infracción grave o 
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muy grave, una nueva asignación de profesional a la persona infractora y/o su 
adscripción a un centro sanitario distinto.  
 5. Asimismo, y de acuerdo con los criterios de graduación a los que se 
refiere el apartado 2, podrán imponerse como sanciones accesorias, la 
reposición por parte de la persona responsable, de la situación alterada a su 
estado originario y la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por su 
conducta infractora en el mobiliario, instalaciones o equipamiento del centro 
sanitario, así como el abono, en su caso, de los gastos de asistencia sanitaria 
de la víctima, y de las indemnizaciones que, de acuerdo con la legislación 
vigente, deba satisfacer la persona responsable”. 
 

Respecto del apartado 2, este prevé el establecimiento en la imposición 

de sanción de una graduación en tres niveles (mínimo, medio y máximo) para 
cada nivel de calificación, indicando que para la determinación de la sanción 
que se va a imponer, dentro de cada uno de estos grados, se deberá atender 

a los criterios establecidos en el artículo 29.3 de la Ley 40/2015. 
 

En relación con ello, aunque nada obsta a que en la imposición de la 
sanción se guarde la debida adecuación entre la gravedad del hecho 
constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, dado que es una 

consecuencia de la aplicación en el procedimiento sancionador del principio 
de proporcionalidad previsto en el artículo 29 de la Ley 40/2015, a juicio de 

este Consell no puede regularse que la norma prevea el establecimiento, sin 
concretar, de una graduación de la sanción en tres niveles (mínimo, medio y 
máximo) para cada nivel de calificación. 

 
El artículo 29.4 de la Ley 40/2015 sí establece la posibilidad de que 

cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse 

con la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias 
concurrentes, el órgano competente para resolver podrá imponer la sanción 

en el grado inferior. 
 
Por ello, el apartado 2 del precepto debe clarificarse y en su caso 

cohonestarse con el precepto citado. 
 
 Por cuanto afecta al apartado 4, la medida consistente en la nueva 

asignación de profesional sanitario a la persona infractora o en su adscripción 
a un centro sanitario distinto presentan una naturaleza jurídica distinta de 

la propia de las sanciones administrativas. En efecto, tales medidas no 
parecen perseguir una finalidad represiva o punitiva, sino garantizar la 
adecuada prestación de la asistencia sanitaria, proteger al personal afectado 

y evitar la reiteración de situaciones de conflicto o riesgo en el ámbito 
asistencial. 

 
 Por tanto, debe modificarse su calificación como “sanciones accesorias”, 
pues su fundamento parece residir más bien en razones organizativas, 
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preventivas o de protección del servicio público sanitario que en el ejercicio 
de la potestad sancionadora en sentido estricto. En consecuencia, resulta 

necesario configurarlas como medidas adicionales, complementarias o de 
protección asociadas a la comisión de la infracción, diferenciándolas de las 

sanciones propiamente dichas. 
 

Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 

Reglamento de esta Consell. 
 

En relación con el apartado 5, se observa que las medidas consistentes 
en la reposición de la situación alterada a su estado originario, la reparación 
de los daños y perjuicios ocasionados en el mobiliario, instalaciones o 

equipamiento sanitario, así como el abono de los gastos de asistencia 
sanitaria de la víctima o de las indemnizaciones que procedan conforme a la 
legislación vigente, no presentan propiamente naturaleza sancionadora, sino 

resarcitoria o reparadora. 
 

Así, dichas medidas no persiguen la imposición de un castigo adicional 
por la comisión de la infracción, sino la restauración de la realidad alterada 
por la conducta infractora y la reparación de los daños causados, 

respondiendo a una finalidad distinta de la potestad sancionadora. Por ello, 
desde una perspectiva de técnica normativa y de conformidad con el principio 

de tipicidad sancionadora consagrado en el artículo 25 de la Constitución y 
desarrollado en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, debe diferenciarse estas 
obligaciones de reparación e indemnización de las sanciones previstas en el 

apartado 3 proyectado, regulándolas como consecuencias jurídicas 
adicionales derivadas de la infracción o como medidas de restitución y 
reparación de daños. 

 
Esta diferenciación contribuye a una mayor claridad sistemática del 

precepto y evitaría confundir instituciones jurídicas que responden a 
finalidades distintas, sin perjuicio de la plena legitimidad de imponer a la 
persona responsable la obligación de reparar los daños y perjuicios 

ocasionados por su conducta. 
 
La necesidad de clarificación es esencial a los efectos del artículo 77.3 

del Reglamento de este Consell. 
 

En línea con lo expuesto, debería excluirse tales medidas del artículo 
103 de la Ley de Salud, referido específicamente a las sanciones, siendo tales 
medidas objeto de un artículo independiente. 

 
 CAPITULO V. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 

COMPETENCIA DE LA CONSELLERIA DE SERVICIOS SOCIALES, 
FAMILIA E INFANCIA 
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 Sección Única. Servicios Sociales Inclusivos 
 

Al artículo 89. Se modifica el apartado 3 del artículo 34 de la Ley 
3/2019, de 18 de febrero, de Servicios Sociales Inclusivos de la 

Comunitat Valenciana 
 

 La modificación proyectada afecta al apartado 3 del artículo 34 de la 

Ley 3/2019. Así, la redacción vigente permite acogerse a las fórmulas de 
gestión directa del artículo 85.2.A) de la Ley 7/1985, LRBRL, a los servicios 

del artículo 18.1, b) y g) y del artículo 18.2 a) y c), mientras que la redacción 
proyectada añade además un apartado d) del artículo 18.1. Este último 
apartado se refiere al servicio de prevención e intervención con las familias, 

que hasta ahora quedaba sujeto necesariamente a la fórmula ordinaria de 
gestión directa por la Administración. 
 

Por tanto, la reforma introduce una mayor flexibilidad organizativa, 
permitiendo que este servicio pueda ser prestado, cuando concurra una 

especial dificultad debidamente motivada, mediante cualquiera de las 
modalidades de gestión directa previstas en el artículo 85.2.A LRBRL 
(organismo autónomo local, entidad pública empresarial local o sociedad 

mercantil local de capital íntegramente público), sin que ello suponga una 
apertura a fórmulas de gestión indirecta o externalización del servicio. 

 
No se formula objeción jurídica al respecto. 
 

Al artículo 90. Se modifica el apartado 4 del artículo 64 de la Ley 
3/2019, de 18 de febrero, de Servicios Sociales Inclusivos de la 
Comunitat Valenciana 

 
La modificación proyectada consiste en añadir pedagogía o psicología a 

las titulaciones previstas en el artículo 64.4 de la Ley 3/2019, respecto de lo 
que no se formula objeción alguna. 

 

Al artículo 91. Se modifica la letra a) del apartado 2 del artículo 
125 de la Ley 3/2019, de 18 de febrero, de Servicios Sociales Inclusivos 
de la Comunitat Valenciana 

 
Se excluye del artículo 125.2, letra a) el inciso “Igualmente, será función 

del instituto la evaluación de las condiciones laborales de las personas 
profesionales de servicios sociales, así como la propuesta de medidas que 
mejoren su salud laboral”. 

 
Con ello, según el informe justificativo, de 4 de septiembre de 2026, se 

persigue excluir “expresamente aquellas funciones que corresponden a otros 
órganos con competencias específicas en materia evaluación de condiciones de 
trabajo y salud laboral para evitar posibles colisiones competenciales con otros 
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órganos de la Administración que tienen entre sus funciones la evaluación de 
las condiciones laborales del personal de los servicios sociales y/o la 
proposición de las medidas para la mejora de su salud laboral”, por lo que no 
se formula objeción alguna. 

 
Al artículo 92. Se añade una disposición transitoria decimocuarta 

a la Ley 3/2019, de 18 de febrero, de Servicios Sociales Inclusivos de la 

Comunitat Valenciana 
 

 Se propone la siguiente redacción: 
 
“Disposición Transitoria decimocuarta.  
 
Aquellas entidades financiadas mediante resoluciones nominativas de 

concesión directa que en cumplimiento de la normativa deban pasar a 
financiarse mediante el Contrato Programa de las entidades locales podrán 
articular las fórmulas de colaboración que en su caso sean necesarias para la 
gestión de los centros que pasan a financiarse con contrato programa”. 
 
 Pues bien, la anterior disposición presenta un cierto grado de 

indeterminación normativa. En particular, la expresión “fórmulas de 
colaboración que en su caso sean necesarias” constituye un concepto abierto, 

pues no identifica los instrumentos jurídicos a los que se refiere ni delimita 
su alcance subjetivo y objetivo. Tampoco precisa entre qué sujetos pueden 

establecerse dichas fórmulas de colaboración -entidades locales, entidades 
del tercer sector u otras entidades prestadoras- ni el régimen jurídico 
aplicable a las mismas. 

 
Asimismo, la referencia a “aquellas entidades financiadas mediante 

resoluciones nominativas de concesión directa” puede suscitar dudas 
interpretativas sobre el ámbito subjetivo de aplicación de la disposición, al no 
identificarse expresamente las entidades afectadas ni los criterios para 

determinar qué supuestos quedan comprendidos en ella. 
 

Desde la perspectiva de la seguridad jurídica, resultaría conveniente 
concretar el alcance de la disposición, precisando, al menos, los sujetos 
afectados, el tipo de instrumentos de colaboración admisibles y su carácter 

transitorio, así como su sometimiento a la normativa sectorial aplicable en 
materia de servicios sociales, régimen local, subvenciones y contratación 

pública. 
 
En consecuencia, se estima conveniente una mayor precisión 

normativa en la redacción del contenido de esta disposición. 
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 CAPÍTULO VI. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 
COMPETENCIA DE LA CONSELLERIA DE EDUCACIÓN, CULTURA, Y 

UNIVERSIDADES 
 

 Sección Única. Mecenazgo Cultural, Científico y Deportivo no 
Profesional en la Comunitat Valenciana 
 

Al Artículo 93. Se modifica el apartado 5 del artículo 12 de la Ley 
20/2018, de 25 de julio, de Mecenazgo Cultural, Científico y Deportivo 

no profesional en la Comunitat Valenciana 
 

La modificación propuesta tiene su fundamento en la necesidad de 

incluir el sentido desestimatorio del silencio administrativo en las solicitudes 
de declaración de interés social, habiendo regulado dicha previsión -que tiene 
reserva legal según lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 24 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre- en el Decreto 2/2019. 
 

Además, se cambia el órgano ante el que se eleva la propuesta que pasa 
a ser la secretaría autonómica en lugar de la dirección general. 

 

Con arreglo a lo expuesto, no realizan objeciones a la modificación 
propuesta. 

 
CAPÍTULO VII. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 

COMPETENCIA DE LA CONSELLERIA DE AGRICULTURA, AGUA, 

GANADERÍA Y PESCA 
 
Sección 1ª. Protección, Bienestar y Tenencia de animales de 

compañía y otras medidas de bienestar animal 
 

Al Artículo 94. Se modifica el artículo 17 de la Ley 2/2023, de 13 
de marzo de Protección, Bienestar y Tenencia de animales de compañía 
y otras medidas de bienestar animal 

 
La modificación propuesta prevé la incorporación de una disposición 

específica para aquellos núcleos zoológicos que, sin tener carácter profesional 

ni empresarial, requieren calificación como tales, permitiendo su inscripción 
mediante declaración responsable, ofrece la posibilidad de presentar la 

solicitud de inscripción a través de la sede electrónica por parte de 
federaciones o asociaciones, e introduce la consideración de la incidencia 
ambiental como criterio para determinar la necesidad de ciertos instrumentos 

administrativos. 
 

Se recomienda que se incluya en el título del artículo 94 que la 
modificación afecta exclusivamente al apartado 2 letra a) y al apartado 3 del 
artículo 17 de la Ley 2/2023, quedando redactado de la siguiente forma: 
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“Artículo 95. Se modifica el apartado segundo letra a y tercero del artículo 17 
de la Ley 2/2023, de 13 de marzo, de Protección, Bienestar y Tenencia de 
animales de compañía y otras medidas de bienestar animal”. 

 

Por otra parte, el apartado segundo del artículo 17 de la Ley 2/2023, de 
13 de marzo ya citada, prevé los requisitos mínimos que deben cumplir los 

núcleos zoológicos para su registro. 
 
La letra j) del precepto exige “Presentar la solicitud y documentación 

conforme los modelos normalizados dispuestos en la sede electrónica de la 
Generalitat. La presentación podrá realizarse por las personas titulares de los 

citados establecimientos o por la correspondiente federación o asociación que 
les represente siempre y cuando le hayan otorgado previamente el poder de 
representación para ello”. 

 
Como ya advirtió la Abogacía de la Generalitat, el contenido de esta letra 

no se refiere a un requisito mínimo para proceder al registro de los núcleos 
zoológicos, sino que regula el formato de la solicitud y la persona competente 
para realizarla, por lo que sería recomendable que el contenido de esta letra 

se incluya como un apartado independiente del artículo 17 estudiado. 
 
Sección 2ª. Estructuras Agrarias. 

 
Al Artículo 95. Se modifica el apartado 1 y 7 del artículo 90 de la 

Ley 5/2019, de 28 de febrero, de estructuras agrarias de la Comunitat 
Valenciana 

 

La modificación propuesta, de acuerdo con el artículo 88.2 de la Ley 
5/2019 citada, en cuya virtud “se considerarán obras de interés general 
agrario de la Comunitat Valenciana aquellas obras y proyectos que se declaren 
expresamente mediante una norma con rango de ley”, incluye en el apartado 
1 y 7 del artículo 90 de la Ley 5/2019, las actuaciones declaradas de interés 

general mediante una norma con rango de Ley. 
 

Este Consell no realiza objeciones jurídicas al contenido del precepto 
que se analiza, sin perjuicio de que en el título del artículo “el apartado” debe 
sustituirse por “los apartados”, ya que son dos los apartados a modificar. 

 
 

Sección 3ª. Ganadería 
 

A los Artículos 96 a 109 

 
En esta sección se modifica la Ley 6/2003, de 4 de marzo, de ganadería 

de la Comunitat Valenciana, en concreto, el artículo 16 añadiendo un 
apartado; el artículo 22 con  la incorporación de un apartado 3; el artículo 23 
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modificando el apartado tercero e incorporando un apartado cuarto; el 
artículo 25; el artículo 62; el artículo 64; los apartados 1.b) y 3 del artículo 

70; el artículo 72; los apartados 1 y 2 del artículo 113; el artículo 123; el 
artículo 135;  el artículo 152; el artículo 161 y la Disposición Transitoria 

Tercera.  
 
Con las modificaciones propuestas se añaden obligaciones a los 

interesados en relación con las actuaciones de vigilancia, control y 
erradicación añadiendo un nuevo apartado al artículo 16 de la Ley 6/2003 

citada; se incorpora el derecho de uso  de las instalaciones de la persona 
titular en el artículo 22; se permite que el nuevo titular pueda asumir las 
medidas correctoras quedando en suspenso el cambio de titularidad en el 

artículo 23; se incorpora la declaración del titular de la explotación 
manifestando que el propietario de las instalaciones ha sido informado en el 
artículo 25; se añade la necesidad de que los vehículos entren limpios y 

desinfectados a las instalaciones en el artículo 72; se elimina la obligación del 
Consell de la inclusión de la enfermedad declarada entre las enfermedades 

sujetas a declaración obligatoria al no ser competencia del Consell en el 
artículo 113; se establece la obligación de comunicar al Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación la declaración oficial de las enfermedades 

en el artículo 123; se introduce la sanción de apercibimiento en el artículo 
152; y en la Disposición Transitoria Tercera se amplía el plazo de 28 años a 

30 años. 
 
Por otra parte, en los artículos 62, 64, 70, 135 y 161 se adaptan las 

competencias al órgano actualmente competente con arreglo a la legislación 
vigente. 
 

Examinadas las modificaciones propuestas este Consell no realiza 
objeciones jurídicas. 

 
CAPÍTULO VIII. MODIFICACIONES LEGISLATIVAS EN MATERIAS 

COMPETENCIA DE LA CONSELLERIA DE JUSTICIA, TRANSPARENCIA Y 

PARTICIPACIÓN 
 
Sección Única. Participación ciudadana y Fomento del 

Asociacionismo de la Comunitat Valenciana 
 

Al artículo 110. Se modifica el párrafo quinto del apartado V del 
preámbulo de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de 
participación ciudadana y fomento del asociacionismo de la Comunitat 

Valenciana  
 

Este precepto modifica el párrafo quinto del apartado V del preámbulo 
de la Ley 4/2023, de 13 de abril. Más concretamente, se sustituye el concepto 
de “consejos comarcales de ciudadanía activa” por el de “foros territoriales de 
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ciudadanía activa” con el objetivo de acomodar la redacción del preámbulo a 
los cambios que se introducen después en los artículos 30 y 31 de la referida 

ley.  
 

No se formula ninguna objeción. 
 

Al artículo 111. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 18 de 

Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de participación ciudadana 
y fomento del asociacionismo de la Comunitat Valenciana 

 
Se propone la modificación de los apartados 2 y 3 del artículo 18 de la 

Ley 4/2023, de 13 de abril.  

 
La modificación proyectada refuerza el alcance jurídico de los 

presupuestos participativos al atribuir carácter vinculante para la 

Administración a las propuestas ciudadanas que hayan superado el proceso 
participativo, hayan sido consideradas viables y hayan sido incorporadas a 

los correspondientes presupuestos. Asimismo, se introducen nuevas 
garantías procedimentales, entre ellas la exigencia de informes técnicos, 
jurídicos, económicos y de oportunidad, la posibilidad de reformulación 

motivada de las propuestas y la obligación de rendición de cuentas sobre su 
ejecución. 

 
Ahora bien, se estima necesario efectuar una observación en relación 

con el alcance del carácter “vinculante” previsto en el apartado 3. Así, una vez 

incorporadas al presupuesto, las propuestas ciudadanas pasan a integrarse 
en un instrumento de planificación y gestión sujeto a los principios de 
legalidad presupuestaria, estabilidad presupuestaria, sostenibilidad 

financiera y eficacia en la gestión de los recursos públicos. Por ello, la 
vinculación derivada del proceso participativo no puede interpretarse en 

términos absolutos ni como una limitación de las potestades de planificación, 
modificación presupuestaria o gestión que el ordenamiento atribuye a los 
órganos competentes. 

 
Por ello, se estima conveniente precisar en el citado apartado 3 que el 

carácter “vinculante” opera sin perjuicio de las modificaciones que resulten 

necesarias por razones sobrevenidas de legalidad, disponibilidad 
presupuestaria, estabilidad financiera, interés público o imposibilidad material 
de ejecución debidamente motivadas.  

 

Tal precisión no obsta a la finalidad perseguida por la propuesta, pero 
evita que el término "vinculante" pueda entenderse como una obligación 
absoluta de ejecución incluso frente a potestades indisponibles de la 

Administración; en otras palabras, contribuiría a reforzar la seguridad 
jurídica del precepto y a evitar interpretaciones que pudieran entender que la 

mera aprobación de una propuesta ciudadana genera una obligación 
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incondicionada de ejecución, incluso cuando concurran circunstancias 
sobrevenidas que legítimamente impidan o desaconsejen su realización. 

 
Al Artículo 112. Se modifica el apartado 2 del artículo 19 de Ley 

4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de participación ciudadana y 
fomento del asociacionismo de la Comunitat Valenciana 

 

Se propone la modificación del apartado 2 del artículo 19 de la Ley 
4/2023, de 13 de abril, el cual establece que el procedimiento de los 

presupuestos participativos de la Generalitat se desarrollará 
reglamentariamente, se sujetará a lo establecido en el artículo 18 y además 
tendrá en cuenta una serie de requisitos. Pues bien, con la modificación 

proyectada se introducen los siguientes cambios: 
 
En primer lugar, se modifica el inciso relativo a que se “tendrá en cuenta 

los siguientes requisitos: (…)”, por el de se “deberá cumplir los siguientes 
requisitos: (…)”. Es decir, con la modificación proyectada el cumplimiento de 

los requisitos que se relacionan en dicho apartado pasa a ser de obligado 
cumplimiento.  

 
En segundo lugar, se añade el siguiente requisito a la lista: “a) La 

información pública se anunciará en el «Diari Oficial de la Generalitat 
Valenciana», poniéndose la documentación necesaria a disposición de la 
ciudadanía a través del portal de participación de la Generalitat del artículo 32 
de esta Ley, en el que la ciudadanía podrá presentar sus propuestas dentro del 
plazo habilitado para su consulta”. 

 
En tercer lugar, la vigente letra c) del apartado 2 de la Ley 4/2023, de 

13 de abril, dice expresamente lo siguiente: “Las propuestas ciudadanas 
estarán referidas a actuaciones que sean competencia de la administración de 
la Generalitat, no podrán ser contrarias al ordenamiento jurídico y estarán 
alineadas con los objetivos de desarrollo sostenible, adoptados por la 
Organización de las Naciones Unidas en el marco de la Agenda 2030”.  

 

Este texto se reproduce casi en su totalidad en la letra d) del texto del 
Anteproyecto si bien sin la referencia a la ONU y la Agenda 2030. Así, dice el 

texto proyectado: “Las propuestas ciudadanas estarán referidas a actuaciones 
que sean competencia de la administración de la Generalitat, estén alineadas 
con los objetivos de desarrollo sostenible y no sean contrarias al ordenamiento 
jurídico”.  

 

La supresión de la referencia expresa a los objetivos de desarrollo 
sostenible adoptados por la Organización de las Naciones Unidas en el marco 
de la Agenda 2030 no altera sustancialmente el contenido material de la 

exigencia prevista en el precepto, que continúa exigiendo la alineación de las 
propuestas ciudadanas con dichos objetivos. No obstante, se observa que la 
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memoria no contiene una explicación específica de las razones que justifican 
esta modificación. Aunque el cambio proyectado no suscita objeciones de 

legalidad, sería conveniente que la parte expositiva de la norma explicitara la 
finalidad perseguida con esta alteración terminológica, en línea con las 

exigencias de motivación y buena regulación que deben presidir la elaboración 
normativa. Asimismo, desde la perspectiva de la claridad normativa, podría 
valorarse el mantenimiento de la referencia expresa a la Agenda 2030 y a las 

Naciones Unidas, al permitir identificar de forma inequívoca el marco de 
referencia al que se remite la norma.  

 
En todo lo demás, no se formula ninguna objeción. 

 

Al Artículo 113. Se modifica el apartado 2 del artículo 30 de Ley 
4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de participación ciudadana y 
fomento del asociacionismo de la Comunitat Valenciana 

 
Este precepto modifica la letra e) del apartado 2 del artículo 30 de la 

Ley 4/2023, de 13 de abril, en el sentido de sustituir el término de “consejos 
comarcales de ciudadanía activa” por el de “foros territoriales de ciudadanía 
activa”; ello, en consonancia con el cambio que se efectúa en el artículo 31 de 

esta norma legal.  
 

No se formula ninguna objeción. 
 
Al artículo 114. Se modifica el artículo 31 de Ley 4/2023, de 13 de 

abril, de la Generalitat, de participación ciudadana y fomento del 
asociacionismo de la Comunitat Valenciana 

 

Se propone la modificación del artículo 31 de la Ley 4/2023, de 13 de 
abril. A este respecto, se sustituye el concepto de “consejos comarcales de 

ciudadanía activa” por el de “foros territoriales de ciudadanía activa” y se da 
una nueva redacción al precepto, que pasa de estar integrado por siete 
apartados a solamente cuatro.  

 
En cuanto a las razones que justifican este cambio, en el informe de 

necesidad se indica que “Se propone sustituir el rígido régimen de vertebración 

territorial previsto en el artículo 31 de la Ley por otro más flexible. La 
plasmación de este nuevo régimen se articula en torno a los denominados “foros 
territoriales de ciudadanía activa” que, vinculados a la red de gobernanza local 
(red de gobernanza participativa del artículo 44.2 de la Ley), vendrían a 
sustituir a los “consejos comarcales de ciudadanía activa”, concediendo un 
mayor protagonismo en su funcionamiento a los ayuntamientos de los ámbitos 
afectados sin dejar de prever el canal de comunicación entre estos foros y el 
consejo de participación ciudadana de la Comunitat Valenciana para las 
problemáticas y propuestas que exceden del ámbito o el marco local de 
competencias”.  
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A la vista de lo expuesto, no se formula ninguna objeción. 

 
 TÍTULO III. MEDIDAS DE ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA Y DE 

REESTRUCTURACION DE ENTES DEL SECTOR PUBLICO INSTRUMENTAL 
DE LA GENERALITAT 

 

 CAPÍTULO I. MEDIDAS ORGANIZATIVAS RELATIVAS A ENTES 
ADSCRITOS A LA CONSELLERIA DE ECONOMÍA, HACIENDA, Y 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
 
 Sección Única. X... 

 
 Al Artículo 115. Se modifica la letra a) del apartado 1 del artículo 
104 de la Ley 27/2018, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, de 

gestión administrativa y Financiera, y de organización de la Generalitat 
para el año 2019 

 
 El artículo 115 del Anteproyecto modifica la letra a) del apartado 1 del 
artículo 104 de la Ley 27/2018, ampliando y concretando el objeto social de 

X... . En particular, la nueva redacción incorpora expresamente la explotación 
de las redes de telecomunicación de la Generalitat, los recursos asociados a 

servicios de radio, televisión y emergencias, la construcción de 
infraestructuras para la ampliación y mejora de dichas redes, así como la 
eventual prestación de otros servicios vinculados a estas infraestructuras. 

  
 En relación con la nueva redacción se estima preferible sustituir la 
expresión “dentro del ámbito de responsabilidad de la Generalitat” por la de 

“dentro del ámbito de las competencias de la Generalitat”. El concepto 
“competencia” constituye una categoría jurídico-pública consolidada y de 

rango constitucional y estatutario, mientras que el término “responsabilidad” 
presenta un alcance más impreciso y puede suscitar dudas interpretativas 

acerca de su contenido y límites. La referencia expresa a las competencias de 
la Generalitat contribuye, además, a reforzar el encaje constitucional del 
precepto en una materia, como las telecomunicaciones, reservada al Estado 

por el artículo 149.1.21.ª de la Constitución, sin perjuicio del ejercicio por la 
Generalitat de sus competencias propias mediante redes e infraestructuras 
instrumentales. 

  
 Por otro lado, la cláusula relativa a “cualquier otro servicio que la 

Generalitat se pueda comprometer a prestar en el futuro sobre estas 
infraestructuras” presenta una cierta indeterminación. Si bien puede 
responder a la finalidad de flexibilidad organizativa y adaptación tecnológica, 

convendría acotar su alcance con el fin de reforzar el principio de seguridad 
jurídica previsto en el artículo 9.3 de la Constitución y el principio de 

especialidad propio de las entidades instrumentales del sector público. 
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 A tal efecto, podría valorarse una formulación más precisa, referida a 

otros servicios vinculados a dichas infraestructuras y comprendidos dentro 
del ámbito de las competencias de la Generalitat o expresión equivalente.  

  
 Por ello, se sugiere revisar la redacción propuesta en los términos 
expuestos. 

 
 CAPÍTULO II. MEDIDAS ORGANIZATIVAS RELATIVAS A ENTES 

ADSCRITOS A LA CONSELLERIA DE AGRICULTURA, AGUA, GANADERÍA Y 
PESCA 
  

 Sección Única. Instituto Valenciano de Investigaciones Agrarias 
 

Al Artículo 116. Se modifica el artículo 5 de la Ley 4/1991, de 13 

de marzo, de Creación como Entidad Autónoma de la Generalidad 
Valenciana, del Instituto Valenciano de Investigaciones Agrarias (IVIA) 

  
 El artículo 116 del Anteproyecto modifica la composición del Consejo 
Rector del Instituto Valenciano de Investigaciones Agrarias (IVIA), 

actualizando la estructura de representación institucional del órgano y 
adaptándola a la organización administrativa actualmente vigente de la 

Generalitat. La modificación sustituye referencias orgánicas concretas por 
referencias funcionales a los órganos competentes por razón de la materia e 
incorpora nuevos miembros pertenecientes a la estructura directiva de la 

conselleria competente en materia de agricultura, así como a ámbitos 
relacionados con la innovación y la cadena agroalimentaria. 
  

 En relación con el apartado 2 del artículo 5 proyectado, que prevé la 
asistencia a las reuniones del Consejo Rector de las personas titulares de la 

Dirección y de la Gerencia del Instituto, la redacción propuesta no precisa el 
régimen jurídico de dicha asistencia ni determina expresamente si estas 
personas participan como miembros del órgano colegiado o si su presencia se 

limita al ejercicio de funciones de apoyo y gestión. 
  
 A este respecto, y de conformidad con los principios que rigen el 

funcionamiento de los órganos colegiados en el sector público, resultaría 
conveniente especificar el alcance de su participación, particularmente en lo 

relativo al ejercicio del derecho de voto, a fin de evitar dudas interpretativas 
sobre la composición efectiva del órgano, el cómputo del quórum de 
constitución y la adopción de acuerdos. 

  
 En consecuencia, se sugiere valorar la incorporación de una previsión 

que determine que las personas titulares de la Dirección y de la Gerencia 
asisten a las reuniones del Consejo Rector con voz y sin voto, salvo que 
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ostenten simultáneamente la condición de miembros del órgano por otro 
título. 

  
 Por lo demás, la modificación proyectada no suscita objeciones de 

legalidad material, sin perjuicio de las observaciones expuestas. 
 
 A la Disposición adicional primera. Procedimiento de 

regularización del personal ocupante de los puestos de trabajo de 
naturaleza laboral procedentes del Instituto Valenciano de Finanzas 

 
 En primer lugar, sugerimos modificar el título de la disposición y 
sustituir “el personal ocupante de los puestos” por “el personal que ocupa los 
puestos”. 
 

 La disposición adicional primera proyectada establece un 
procedimiento de regularización del personal laboral procedente del Instituto 
Valenciano de Finanzas (IVF), integrado en la Administración de la Generalitat 

con la condición de “a extinguir”, mediante la reclasificación de los puestos 
de trabajo ocupados por dicho personal como puestos de naturaleza 

funcionarial y la posterior convocatoria de un procedimiento de regularización 
de la relación jurídica del personal afectado. 
 

 La finalidad de la disposición persigue culminar el proceso de 
integración del personal procedente del IVF iniciado por la disposición 
adicional octava del Decreto-ley 3/2018, de 13 de julio, del Consell, dando 

una solución definitiva a una situación transitoria mantenida en el tiempo. 
 

 La remisión efectuada en el apartado segundo a los criterios 
establecidos en la disposición adicional cuarta de la Ley 4/2021, de 16 de 
abril, de la Función Pública Valenciana, proporciona el régimen aplicable al 

procedimiento proyectado y permite interpretar que la eventual adquisición 
de la condición de personal funcionario de carrera quedará supeditada a la 

participación y superación de los correspondientes procesos selectivos, de 
conformidad con los principios de igualdad, mérito y capacidad previstos en 
los artículos 23.2 y 103.3 de la Constitución y en la legislación básica estatal 

en materia de función pública. 
 
 No obstante, se estima conveniente reforzar la remisión efectuada a la 

citada disposición adicional cuarta, reiterando que el procedimiento de 
regularización se desarrollará con pleno respeto a la legislación básica estatal 

y que la reclasificación funcionarial de los puestos de trabajo no comportará 
por sí misma la adquisición automática de la condición de personal 
funcionario ni la extinción de la relación laboral preexistente. 

 
 Por otra parte, el apartado tercero de la disposición proyectada dispone 

que el procedimiento no podrá implicar merma retributiva para el personal ni 
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suponer un coste para la Administración. La garantía de indemnidad 
retributiva resulta coherente con el régimen previsto en el apartado cuarto de 

la disposición adicional cuarta de la Ley 4/2021, que reconoce la percepción, 
en su caso, de un complemento personal transitorio absorbible destinado a 

compensar las diferencias retributivas derivadas de la funcionarización. 
 
 Por último, la expresión “ni suponer un coste para la Administración” 

puede plantear dificultades interpretativas y de aplicación práctica, dado que 
cualquier proceso de reorganización administrativa puede generar costes 

indirectos o de gestión. Por ello, resultaría preferible emplear una formulación 
referida a la neutralidad presupuestaria global del procedimiento o a la 
inexistencia de incremento estructural del gasto público. 

 
 En consecuencia, se sugiere reforzar la precisión técnica del precepto 

mediante una remisión no solo al régimen jurídico previsto en la disposición 
adicional cuarta de la Ley 4/2021, sino también a la legislación básica estatal 
en materia de función pública, con el fin de garantizar una adecuada 

seguridad jurídica y evitar dudas interpretativas sobre los efectos del 
procedimiento de regularización. 
 

 A la Disposición adicional segunda. Tratamiento de información 
con fines de evaluación, seguimiento, planificación y diseño de políticas 

públicas 
 
 Esta disposición adicional segunda regula el acceso y tratamiento de 

información por los órganos con competencias en materia de evaluación, 
seguimiento, planificación y diseño de políticas públicas, incorporando las 

garantías necesarias para asegurar la adecuación de dichos tratamientos a la 
normativa de protección de datos personales. En particular, prioriza el uso de 
datos no personales o anonimizados, limita el acceso a datos personales a 

supuestos justificados y sujetos a seudonimización, establece medidas 
específicas de seguridad, trazabilidad y evaluación de riesgos, y remite 
expresamente a la normativa aplicable en materia de protección de datos, 

simplificación administrativa y gobierno del dato. 
 

 La regulación proyectada responde a la recomendación formulada por 
la Delegación de Protección de Datos de la Generalitat y no suscita objeciones 
jurídicas, al establecer una base normativa suficiente para el tratamiento de 

la información y prever garantías adecuadas para la protección de los 
derechos de las personas afectadas. 

 

 A la Disposición adicional tercera. relativa al régimen jurídico del 
personal contratado laboral como investigador distinguido 

  
 Esta disposición establece lo siguiente:  
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 “1. Las fundaciones del sector público instrumental adscritas a la 
Generalitat Valenciana cuya actividad principal sea la investigación científica 
y técnica y que incluyan en sus relaciones de puestos de trabajo puestos de 
investigadores distinguidos deberán recoger en sus respectivos convenios 
colectivos el régimen jurídico laboral aplicable a tales puestos que, en todo caso, 
se sujetará a las previsiones de la legislación básica en materia de ciencia e 
investigación, y en materia de investigación biomédica. 
 

2. Las adecuaciones retributivas singulares y excepcionales que se 
deriven de lo establecido en el apartado anterior y que sobrepasen los límites 
retributivos establecidos en las leyes de presupuestos de la Generalitat para el 
sector público instrumental, requerirán de previa autorización del Consell. 
Dicha autorización se otorgará a propuesta conjunta de las consellerias con 
competencias en materia de hacienda, ciencia y universidades e investigación 
biomédica. Previamente, los órganos estatutarios competentes de cada entidad 
deberán adoptar los acuerdos correspondientes, siguiendo, en su caso, el 
procedimiento de negociación colectiva que sea aplicable. 
 

En la tramitación del expediente de autorización, el centro directivo 
competente en materia de sector público ejercerá su función exclusivamente a 
los efectos de verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, 
sin que proceda la aplicación del régimen previsto en el artículo 46 de la Ley de 
Presupuestos de la Generalitat. 
 

3. Las retribuciones resultantes de la negociación colectiva referida a 
dicho personal, junto con el resto de las retribuciones de la relación de puestos 
de trabajo, constituirán la base del cálculo de la masa salarial a autorizar en 
el ejercicio siguiente al de la aplicación del convenio. Solo podrá autorizarse un 
incremento de masa salarial superior al previsto en la ley de presupuestos de 
la Generalitat aplicable, previa justificación de que dicho exceso responde 
exclusivamente a la valoración retributiva de los puestos de este personal 
investigador distinguido. 
 

4. El incremento de gasto derivado de la aplicación de la presente 
disposición se efectuará con cargo a los créditos del presupuesto de la entidad 
correspondiente que, en todo caso, deberá garantizar su equilibrio 

presupuestario”. 
 

 La disposición adicional proyectada establece un régimen específico 
aplicable al personal contratado laboral como investigador distinguido en 
fundaciones del sector público instrumental adscritas a la Generalitat cuya 

actividad principal sea la investigación científica y técnica. Esta previsión 
encuentra fundamento en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la 

Tecnología y la Innovación, que reconoce el contrato de investigador/a 
distinguido/a como una modalidad propia de contratación laboral del 
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personal investigador y lo configura para personal investigador o tecnólogo de 
reconocido prestigio y reputación internacional consolidada. 

 
 Desde esta perspectiva, la finalidad de favorecer la captación, atracción 

y retención de talento científico altamente cualificado resulta jurídicamente 
atendible y coherente con la singularidad de esta modalidad contractual. No 
obstante, la cobertura ofrecida por la Ley 14/2011 se refiere al régimen 

laboral específico del contrato y a su flexibilidad organizativa y funcional, pero 
no constituye por sí sola una habilitación para excepcionar los límites 

retributivos básicos que, en su caso, establezca la legislación estatal para el 
conjunto del sector público. 
 

 En consecuencia, la previsión que permite que determinadas 
adecuaciones retributivas singulares y excepcionales puedan sobrepasar los 
límites retributivos establecidos en las leyes de presupuestos de la Generalitat 

debe interpretarse circunscrita a los límites derivados de la legislación 
presupuestaria autonómica, sin perjuicio del necesario respeto a la normativa 

básica estatal aplicable en materia de retribuciones del sector público, masa 
salarial, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 
 

 Por ello, se considera conveniente matizar expresamente el precepto 
para evitar que la excepción proyectada pueda entenderse como una 

habilitación general para superar límites retributivos de carácter básico 
estatal. Asimismo, la justificación del eventual exceso de masa salarial 
debería vincularse de forma expresa a las especiales características 

funcionales del puesto, a la acreditada excelencia investigadora o tecnológica 
de la persona contratada y a las necesidades de captación o retención de 
talento investigador, garantizando así el carácter singular, excepcional y 

finalista de la medida. 
 

 Dado la trascendencia de la matización, esta observación es esencial a 
los efectos del artículo 77.3 del Reglamento de este Consell. 
 

 A la Disposición adicional cuarta. Productividad del personal 
contratado laboral como investigador distinguido 
 

 Esta disposición establece, entre otros aspectos, lo siguiente:  
 

“1. Se podrá reconocer un complemento de productividad variable al 
personal investigador distinguido que no formará parte del cálculo de la masa 
salarial y que se financiará integra y exclusivamente con cargo a la financiación 
externa de proyectos singulares obtenidos por el personal investigador 
distinguido en cuestión. Su concesión estará sujeta al cumplimiento de objetivos 
e indicadores de excelencia científica que se establecerán en el convenio 
colectivo. En ningún caso podrá financiarse este complemento con cargo al 
presupuesto corriente de la entidad…”. 
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 La disposición adicional cuarta proyectada establece un régimen 

singular de productividad aplicable al personal contratado laboral como 
investigador distinguido de las fundaciones del sector público instrumental 

adscritas a la Generalitat cuya actividad principal sea la investigación 
científica y técnica. En particular, prevé la posibilidad de reconocer un 
complemento de productividad variable vinculado al cumplimiento de 

objetivos e indicadores de excelencia científica, financiado íntegramente 
mediante recursos externos procedentes de proyectos singulares obtenidos 

por el propio personal investigador, excluyéndolo expresamente del cálculo de 
la masa salarial de la entidad. 
 

 La finalidad perseguida por la norma encuentra, en principio, 
fundamento en la singularidad de la figura del investigador distinguido 
regulada, como se ha dicho, en los artículos 20 y 23 de la Ley 14/2011, de 1 

de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.  
 

 No obstante, se considera necesario efectuar determinadas 
observaciones respecto de la previsión contenida en el apartado primero 
conforme a la cual el referido complemento de productividad “no formará 

parte del cálculo de la masa salarial”, así como respecto de la excepción que, 
de forma indirecta, se articula en relación con las limitaciones retributivas 

aplicables al sector público instrumental. 
 
 En primer lugar, debe señalarse que el complemento proyectado 

presenta naturaleza inequívocamente retributiva. De conformidad con el 
artículo 26.1 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, constituye 

salario la totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores por la 
prestación profesional de servicios laborales por cuenta ajena, cualquiera que 

sea su denominación o forma de financiación. Asimismo, el artículo 26.3 del 
mismo texto legal contempla expresamente la posibilidad de establecer 
complementos salariales vinculados al rendimiento, a la productividad o a 

circunstancias relativas al trabajo realizado. En consecuencia, la 
circunstancia de que el complemento se financie íntegramente mediante 
fondos externos procedentes de proyectos de investigación no altera su 

naturaleza jurídica como percepción salarial ni su consideración como gasto 
de personal. 

 
 Así, una vez incorporados dichos recursos al patrimonio o presupuesto 
de la entidad, corresponde a esta, en su condición de empleadora, reconocer 

la retribución, proceder a su abono y asumir las obligaciones laborales, 
fiscales y de Seguridad Social derivadas de la relación contractual. El origen 

externo de la financiación puede justificar el carácter extraordinario, finalista 
o no estructural del gasto, pero no determina por sí mismo su exclusión del 
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ámbito de las retribuciones del personal ni de los mecanismos de control 
presupuestario aplicables al sector público. 

 
 Desde esta perspectiva, la exclusión automática del complemento del 

cálculo de la masa salarial suscita dudas acerca de su compatibilidad con la 
normativa básica estatal. Debe recordarse que la regulación de la legislación 
laboral corresponde en exclusiva al Estado ex artículo 149.1.7.ª de la 

Constitución, mientras que las bases del régimen estatutario de los 
empleados públicos y la coordinación de la planificación general de la 

actividad económica encuentran cobertura en los artículos 149.1.18.ª y 
149.1.13.ª de la Constitución, respectivamente. Asimismo, la determinación 
de los límites retributivos y de las reglas de crecimiento de los gastos de 

personal del sector público se integra en el marco de la legislación básica 
estatal en materia de empleo público, estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera, constituido, entre otras normas, por la Ley Orgánica 

2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, así como por las sucesivas leyes de presupuestos generales del 

Estado en cuanto establecen límites básicos aplicables al conjunto del sector 
público. 
 

 Por ello, la exclusión de una determinada percepción retributiva del 
cálculo de la masa salarial no puede configurarse como una cuestión 

plenamente disponible para el legislador autonómico cuando dicha exclusión 
pueda proyectarse sobre conceptos o límites definidos por la normativa básica 
estatal. La singularidad de la figura del investigador distinguido y la 

procedencia externa de la financiación pueden justificar la articulación de 
mecanismos retributivos específicos, pero no constituyen, por sí solas, una 
habilitación suficiente para excepcionar el régimen básico estatal en materia 

de gastos de personal. 
 

 En consecuencia, se considera necesario suprimir o modificar la 
redacción proyectada, precisando expresamente que la exclusión prevista 
únicamente operará en la medida en que resulte compatible con la normativa 

básica estatal aplicable en materia de retribuciones del sector público, masa 
salarial, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Asimismo, 
resultaría aconsejable reforzar la motivación de la medida, justificando de 

forma expresa las razones por las que la financiación íntegra mediante 
recursos externos y la naturaleza singular de la actividad investigadora 

permiten un tratamiento diferenciado respecto del régimen general aplicable 
al resto del personal del sector público instrumental. 
 

 Del mismo modo, la previsión contenida en el apartado tercero, en cuya 
virtud el régimen establecido constituye excepción a las limitaciones que las 

sucesivas leyes de presupuestos de la Generalitat puedan establecer en 
materia de productividad, debe interpretarse referida exclusivamente a las 
limitaciones derivadas de la legislación presupuestaria autonómica, sin que 
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pueda extenderse a eventuales límites retributivos de carácter básico 
establecidos por el Estado. 

  
 En consecuencia, se considera necesario introducir una precisión 

expresa en tal sentido, a fin de reforzar la seguridad jurídica del precepto y 
garantizar su plena adecuación al orden constitucional de distribución de 
competencias. 

 
 Estas observaciones son esenciales a los efectos del artículo 77.3 del 

Reglamento de este Consell. 
 
 A la Disposición adicional quinta. Declaración de interés general 

agrario de obras de infraestructura agraria de acuerdo con el artículo 88 
de la Ley 5/2019, de 28 de febrero, de la Generalitat, de estructuras 
agrarias de la Comunitat Valenciana 

 
Se declaran de interés general agrario, de acuerdo con el artículo 88 de 

la Ley 5/2019, de 28 de febrero, de la Generalitat, de estructuras agrarias de 
la Comunitat Valenciana, una relación de obras de infraestructura agraria.  

 

No se formula objeción jurídica alguna. 
 

 A la Disposición adicional sexta. Declaración de utilidad pública o 
interés social y urgente ocupación de terrenos afectados de expropiación 
forzosa como consecuencia de la ejecución de obras hidráulicas 

 
 La presente disposición tiene por objeto declarar la “utilidad pública o 
interés social, y la necesidad de urgente ocupación de los bienes y derechos 
afectados de expropiación forzosa” como consecuencia de la ejecución de las 
obras hidráulicas que se relacionan en la norma proyectada. 

 
 En el informe justificativo, de 19 de mayo de 2026, se señala que “El 
artículo 236.2 de la Ley de Contratos del Sector Público indica que “...no se podrá 
iniciar la ejecución de las obras en tanto no se haya formalizado la ocupación en 
virtud de la vigente Ley de Expropiación Forzosa”. En este sentido, la Abogacía 
de la Generalitat ha manifestado en varias ocasiones que... “se ha de tener la 
disponibilidad real de los terrenos, acreditada en documento público; en otro caso 
no se podrá iniciar la ejecución de la obra sin que se haya formalizado el acta de 
ocupación en el contexto del correspondiente expediente expropiatorio, si se 
tratara de terrenos privados, conforme a lo establecido en el artículo 236.2 de la 
LCSP”.  
 
 En previsión de estas circunstancias, es necesaria la declaración de 
utilidad pública o interés social y urgente ocupación de los terrenos afectados por 
las obras mencionadas para, en caso de ser necesario, poder iniciar los 
correspondientes expedientes expropiatorios”. 
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 Por otro lado, en la parte expositiva de la norma se justifica esta 

declaración de urgencia en los términos siguientes: “En la disposición adicional 
sexta se declara de utilidad pública o interés social, y la necesidad de urgente 
ocupación de los bienes y derechos afectados de expropiación forzosa 
motivadas por la ejecución de las obras hidráulicas que se especifican”. 
 

A este respecto, no se estima suficientemente justificada con arreglo a lo 
anterior la declaración de urgente ocupación de terrenos para la ejecución de 

una serie de obras de infraestructuras para el regadío, por lo que se reitera la 
necesidad de proceder a dicha motivación y a la justificación de los requisitos 
imprescindibles para que proceda la urgente ocupación: 1°) la concurrencia de 

excepcionales circunstancias para lo que deberá tomarse en consideración el 
factor tiempo y justificar el carácter inaplazable de la decisión y la imposibilidad 

de emplear el procedimiento ordinario; y 2°) una rigurosa motivación (STS de 
14 de marzo de 2006). 
 

Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 

 

A la Disposición transitoria primera. Tasa por dirección e 
inspección de obras públicas de la Generalitat. Contratos de obra 

iniciados y contratos adjudicados a la entrada en vigor de esta Ley 
 
La disposición transitoria proyectada tiene por finalidad determinar el 

régimen jurídico aplicable a los contratos de obra afectados por la 
modificación de la tasa por dirección e inspección de obras públicas de la 

Generalitat, estableciendo que los contratos iniciados o adjudicados con 
anterioridad a la entrada en vigor de la ley continuarán rigiéndose por la 
normativa anterior. A tal efecto, el precepto precisa los criterios temporales 

que permiten identificar el momento de iniciación del procedimiento 
contractual, distinguiendo entre contratos sometidos a convocatoria pública, 
procedimientos sin convocatoria, contratos menores y contratos tramitados 

por emergencia. 
 

En consecuencia, atendiendo a su contenido y finalidad, no se formula 
objeción jurídica alguna a la disposición proyectada. 

 

A la Disposición transitoria segunda. Régimen de adaptación de las 
cooperativas con sección de crédito a la modificación del artículo 2.2.b) 
del texto refundido de la Ley de regulación de la actuación financiera de 

las cooperativas con sección de crédito en la Comunitat Valenciana, 
aprobado por el Decreto legislativo 1/2015 de 10 de abril, del Consell 

 
Esta Disposición establece lo siguiente: 
 



 105 

“1. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, y como 
consecuencia de la modificación del artículo 2.2.b) del texto refundido de la Ley 
de regulación de la actuación financiera de las cooperativas con sección de crédito 
en la Comunitat Valenciana, aprobado por el Decreto legislativo 1/2015 de 10 de 
abril, del Consell, las Asambleas Generales de aquellas Cooperativas que 
dispongan de una Sección de crédito que hayan dejado de realizar operaciones 
directamente, por tener suscrito un convenio de colaboración con una entidad de 
crédito, deberán adoptar el acuerdo de renuncia expresa a la autorización 
administrativa para la constitución de la sección de crédito, así como la 
correspondiente modificación estatutaria que elimine cualquier referencia a dicha 
sección. Una vez adoptados dichos acuerdos, el Consejo Rector deberá solicitar 
la baja en el Registro Especial de Cooperativas con Sección de Crédito. 

 
2. En caso de que no hayan procedido a formalizar dicha renuncia en el 

plazo señalado se procederá, por la dirección general competente en materia de 
control, inspección y disciplina de las entidades financieras cuya supervisión 
prudencial sea competencia de la Generalitat, de oficio, a revocar la autorización 
administrativa y a dar de baja a la Sección de Crédito en el Registro Especial de 
Cooperativas con Sección de Crédito”. 

 

Pues bien, la disposición transitoria proyectada tiene por finalidad regular 
el proceso de adaptación de aquellas cooperativas que, aun manteniendo 

formalmente una sección de crédito autorizada, han dejado de desarrollar 
directamente la actividad financiera al operar mediante convenios de 
colaboración con entidades de crédito, como consecuencia de la modificación 

introducida en el artículo 2.2.b) del texto refundido de la Ley de regulación de 
la actuación financiera de las cooperativas con sección de crédito en la 
Comunitat Valenciana. 

 
Se considera adecuada la finalidad perseguida por la norma, dirigida a 

regularizar la situación jurídica de dichas entidades y a adecuar la realidad 
registral y administrativa al nuevo régimen legal. No obstante, se estima 
conveniente mejorar la redacción del apartado primero en los términos 

siguientes o similares: “Las cooperativas con sección de crédito que operen 
mediante convenio con una entidad de crédito dispondrán de seis meses desde 
la entrada en vigor de esta ley para adaptarse a la modificación del artículo 2.2.b) 
del Decreto Legislativo 1/2015, de 10 de abril. A tal efecto, deberán adoptar el 
acuerdo de renuncia expresa a la autorización administrativa para la constitución 
de la sección de crédito, así como la correspondiente modificación estatutaria que 
elimine cualquier referencia a dicha sección. Una vez adoptados dichos acuerdos, 
el Consejo Rector deberá solicitar la baja en el Registro Especial de Cooperativas 
con Sección de Crédito”. 

 
Y ello por cuanto permite identificar de forma más clara a las cooperativas 

afectadas, delimita con mayor precisión el plazo de adaptación y sistematiza las 
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actuaciones que deben llevarse a cabo para dar cumplimiento a la nueva 
regulación. 

 
Asimismo, se considera necesario completar la regulación prevista en el 

apartado segundo mediante la incorporación expresa de un trámite de 
audiencia previo a la revocación de la autorización administrativa y a la baja de 
la sección de crédito en el Registro Especial de Cooperativas con Sección de 

Crédito. Aunque tales actuaciones tengan su fundamento en el incumplimiento 
de una obligación legal de adaptación, constituyen actos administrativos 

desfavorables que afectan a la situación jurídica de las entidades interesadas. 
La previsión expresa de dicho trámite reforzaría las garantías procedimentales 
de las cooperativas afectadas, contribuiría a evitar posibles errores en la 

apreciación de los presupuestos habilitantes de la actuación administrativa y 
resultaría más acorde con el requisito de audiencia, que informan la legislación 
básica del procedimiento administrativo común. 

 
Esta observación es esencial a los efectos de lo dispuesto en el artículo 

77.3 del Reglamento de este Consell. 
 

Por otro lado, se observa que el apartado 2 de la Disposición Transitoria 

Segunda atribuye a la dirección general competente en materia de control, 
inspección y disciplina de las entidades financieras la actuación consistente 

en “revocar la autorización administrativa y dar de baja a la Sección de Crédito 
en el Registro Especial de Cooperativas con Sección de Crédito”. 

 

No obstante, el artículo 2.3 del texto refundido de la Ley de regulación 
de la actuación financiera de las cooperativas, aprobado por Decreto 

Legislativo 1/2015 con sección de crédito en la Comunitat Valenciana, 
establece expresamente que “corresponde a la persona titular de la conselleria 
competente en materia de hacienda la competencia de revocar la autorización 
administrativa, excepto en el supuesto de que se trate de una renuncia, en cuyo 
caso será competente el Instituto Valenciano de Finanzas”. 

 
Aunque el supuesto contemplado en la disposición transitoria tiene su 

origen en la falta de formalización de una renuncia voluntaria por parte de la 

cooperativa, la consecuencia prevista en el apartado 2 proyectado no consiste 
en la aceptación de dicha renuncia, sino en una revocación de oficio de la 

autorización administrativa. Por ello, podría suscitar dudas interpretativas la 
atribución de esta actuación a la dirección general competente, al no 
precisarse si su intervención se limita a la incoación e instrucción del 

procedimiento o si comprende también la adopción de la resolución de 
revocación, como excepción a la competencia que el citado artículo 2.3 del 

texto refundido atribuye con carácter general a la persona titular de la 
conselleria competente en materia de hacienda. 
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Por razones de seguridad jurídica y de coherencia interna del texto 
normativo, se considera conveniente aclarar expresamente este extremo. 

 
A la Disposición derogatoria única. Normativa que se deroga 

 
Se recogen en esta Disposición las disposiciones objeto de derogación, 

por lo que no se formula objeción jurídica alguna. 

 
A la Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo 

reglamentario 
 
No se formula objeción jurídica alguna al desarrollo de la presente ley 

mediante las disposiciones que sean necesarias. 
 
A la Disposición final segunda. Entrada en vigor 

 
No se formula objeción alguna a la entrada en vigor de la norma. 

 
 Tras el examen del Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat para el año 

2026, es conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que se tengan en 
cuenta las observaciones esenciales formuladas. 

 
 

III 

CONCLUSIÓN 
 
 Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 

Comunitat Valenciana es del parecer: 
 

 Que el Anteproyecto de Ley de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat para el año 
2026 es conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que se tengan en 

cuenta las observaciones esenciales formuladas. 
 
 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 

 
 València, 23 de junio de 2026 

 
       EL SECRETARIO GENERAL 
LA PRESIDENTA  

 
 

 
HBLE. SR. CONSELLER DE ECONOMÍA, HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA  


